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El presente Informe ha sido redactado teniendo en cuenta la situación jurídica y del mercado de banca-seguros 
existente en el momento de su emisión. Aunque la mayoría de su contenido tiene una naturaleza descriptiva 
del status quo existente en la fecha de firma del informe, tanto en lo referente a la normativa aplicable como a la 
jurisprudencia relacionada, algunas partes contienen opiniones y sugerencias que constituyen la posición personal 
de los autores del informe para solucionar los problemas que genera la comercialización de este tipo de productos 
y que no tienen por qué responder a la normativa vigente. La ordenación jurídica de las cuestiones objeto del 
informe está actualmente en evolución y podría cambiar en los próximos años o, incluso, meses. 
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I) INTRODUCCIÓN 
 

El presente informe tiene por objeto analizar el marco jurídico relevante de las ventas 
cruzadas en la comercialización de pólizas de seguros por el canal bancario. El canal de 
distribución de seguros denominado banca-seguros tiene una indudable relevancia 
económica y es el canal prioritario para determinados ramos del seguro en España, como el 
seguro de vida. Los seguros distribuidos por entidades bancarias pueden ser comercializados 
como productos separados, pero son frecuentes en las entidades bancarias las ventas 
cruzadas, en las que el contrato de seguro es un producto accesorio de otro, que el cliente 
contratará de forma conjunta. En créditos a largo plazo, bancos y clientes comparten ciertos 
riesgos: la indemnidad de los bienes de garantía o la supervivencia del prestatario son los 
ejemplos más inmediatos. Es usual que junto a un préstamo hipotecario con un largo plazo de 
amortización (la media de los préstamos hipotecarios en España se acerca a los 24 años de 
duración) las entidades ofrezcan a sus prestatarios seguros, bien seguros de daños sobre el 
objeto de garantía hipotecaria, el inmueble, bien seguros de vida de los prestatarios o seguros 
de amortización del crédito frente a situaciones de incapacidad o desempleo de los 
prestatarios. 

 
La venta cruzada (cross-selling) es un concepto de marketing. Se trata de una estrategia 
empresarial orientada a que los clientes adquieran del mismo proveedor otros productos o 
servicios adicionales al que pretenden inicialmente adquirir. Las ventas cruzadas que nos 
interesan y cuyo régimen jurídico vamos a analizar son las empaquetadas, es decir, aquellas 
que se formalizan en un mismo acto de consumo. Limitaremos nuestro análisis a aquellos 
supuestos de ventas cruzadas en los que la entidad bancaria ofrece a sus clientes un contrato 
de seguro accesorio de un préstamo que es el producto principal. Como veremos en el análisis, 
son estas ventas cruzadas en las que las posibles malas prácticas bancarias ofrecen un perfil 
más vidrioso, en tanto la posición del cliente del seguro es más débil; en consecuencia, los 
riesgos inherentes a cualquier práctica de cross-selling -en cuanto a las normas de 
competencia y aquellas que protegen los intereses de los clientes de las entidades financieras- 
se hacen más patentes.  
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Los efectos negativos de estas ventas cruzadas sobre los clientes han sido sistematizados por 
el Comité Conjunto de las Autoridades de Supervisión Europeas, que agrupa a la ESMA1 , 
Autoridad Europea de Valores y Mercados, la EBA2 , Autoridad Bancaria Europea y la EIOPA3  
Autoridad Europea de Seguros y Pensiones de Jubilación, en el borrador de un ambicioso 
proyecto conjunto de directrices comunes sobre las ventas cruzadas en el sector financiero, 
que no llegó a culminar. Siguiendo la propuesta inicial del Comité Conjunto de las tres 
autoridades, los perjuicios a los clientes por posibles malas prácticas de ventas cruzadas se 
pueden resumir del siguiente modo: 

 

a) Incremento de precios. La venta cruzada puede conllevar que los clientes paguen 
más por el seguro. Se incrementa en aquellos casos en los que el seguro propuesto 
tenga una relevancia económica menor en el conjunto de la operación, en tanto la 
atención del cliente estará fijada en las condiciones de la operación principal, la del 
préstamo sobre cuyo mercado pone su foco de atención.  

 
b) Adquisición de productos no deseados y no necesitados. Determinadas prácticas de 

venta cruzada pueden llevar a los clientes a contratar seguros que no necesita o de 
los que solo se beneficiará la entidad bancaria, como una sobregarantía adicional 
del préstamo. 

 
c) Barreras al cambio de proveedor de seguros.  Comoquiera que los créditos para los 

que los bancos ofrecen ventas cruzadas de seguros accesorios pueden ser de larga 
duración, se pueden establecer limitaciones extraordinarias a cambios de 
proveedor del seguro durante toda la vida del seguro. 

 
d) Retirada del mercado. Como resultado de la experiencia negativa de la venta de un 

producto caro o inadecuado, un cliente puede retirarse del mercado y mostrarse 
reacio a volver a adquirir un seguro. 

 

 
1   https://www.esma.europa.eu/ 
 
2   https://www.eba.europa.eu/ 
 
3 https://www.eiopa.europa.eu/ 
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Las ventas cruzadas en el sector financiero han sido objeto de atención específica en la 
normativa comunitaria, así como en la normativa española que ha traspuesto las reglas de la 
Unión. Expondremos, en primer lugar, esta normativa sectorial relevante, en cuanto aborda 
de forma directa y regula – y prohíbe en algunos casos- las prácticas sobre ventas cruzadas. 
Las principales novedades específicas se encuentran en la Ley 5/2019, de 15 de marzo, 
reguladora de los contratos de crédito inmobiliario y el Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de 
febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español 
diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública en 
determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito 
tributario y de litigios fiscales. 

 
Sin embargo, esta regulación sigue siendo parca y fragmentaria, por lo que el análisis del 
marco normativo de estas prácticas no puede limitarse a la exposición de estas normas, más 
o menos recientes. El análisis de las cuestiones concernidas debe partir de un estudio 
profundo del marco normativo general, con incidencia en estas prácticas. No solo del propio 
de los créditos inmobiliarios, no solo del propio de la distribución de seguros. Es preciso 
exponer también, con el debido detalle en lo que pueda concernir a las ventas cruzadas de 
créditos y seguros, la normativa de competencia y de protección de los consumidores, pues 
estos cuerpos normativos configuran los límites a estas prácticas, estableciendo principios y 
reglas que vinculan a las entidades financieras que ofrecen a sus clientes ventas cruzadas. Son 
estas las instituciones que marcan el patrón regulatorio de las prácticas aceptables en la 
materia4. 

 
Tras la exposición de estas normas, expondremos la normativa europea vigente. Aunque el 
objeto de estas normas rebasa el alcance de este informe en cuanto las ventas cruzadas 
reguladas en aquellas normas se refieren a productos de inversión, no a créditos, sus 
consideraciones respecto a la venta combinada de seguros proporcionan pautas de gran 
utilidad.  
 

 
4 Al tiempo de la redacción de este informe la CNMC sigue investigando determinadas prácticas realizadas por las 
entidades financieras consistentes en vincular préstamos ICO otorgados en el contexto de la pandemia a la 
contratación de productos aseguradores Según la  nota de prensa de la web de la CNMC: “Tras el análisis de la 
información recabada, la CNMC ha detectado la existencia de una serie de actuaciones que podrían vulnerar la 
normativa de competencia. En estos momentos, la Comisión está analizando (i) la vinculación de productos 
cruzados a la hora de comercializar los préstamos ICO COVID (entre otros, seguros, servicios de alarma o la 
compra de televisores),” 
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Al objeto de completar el estudio, abordaremos la práctica de autoridades regulatorias y 
tribunales en aplicación de las normas precedentes, cuando se han tenido que enfrentar a 
casos de ventas cruzadas. La variedad en las soluciones judiciales a esta cuestión, la falta de 
un criterio sólido y sostenido en el tiempo y la escasez de resoluciones que hayan abordado 
un conflicto tan frecuente, está conectada a la dispersión normativa previa a las recientes 
reformas legales, de 2019 y 2020. No solo la coyuntura normativa, también la evolución del 
mercado bancario, con operaciones de concentración que limitan de forma progresiva la 
competencia en el mercado español de crédito para consumidores y pequeñas empresas, 
debe tenerse en cuenta. El progresivo estrechamiento del marco competencia incrementa el 
riesgo de prácticas restrictivas de la competencia por abuso de posición de dominio en 
determinados mercados de crédito de la banca minorista. Analizaremos en un epígrafe 
independiente la trascendencia del proceso de concentración bancaria en nuestro país, que 
lleva a un escenario de mercado con pocos competidores que detentan cuotas de mercado 
muy significativas, cercanas al 40€ en el mercado de seguros de vida. Ello, a la luz de la doctrina 
comunitaria sobre los abusos de exclusión. 

 
La última cuestión que afrontará el estudio, antes de las conclusiones, se refiere a las vías de 
reclamación frente a las prácticas bancarias de ventas cruzadas que no se acomoden al 
régimen normativo vigente.  Son tres las vías de remedio que cabe plantearse. En primer lugar, 
las denuncias ante las autoridades de supervisión bancarias y de seguros. En segundo lugar, la 
denuncia ante autoridades administrativas o sistemas privados de regulación con 
competencia sancionadora por razón de la materia: así la Comisión Nacional de los Mercados 
y de la Competencia, en cuestiones de competencia, las autoridades autonómicas de 
consumo, en caso de infracción de la normativa protectora de los consumidores. Por último, 
las vías de defensa ante tribunales. 

 

II) NORMATIVA SECTORIAL RELEVANTE 
 
Nos referimos con la normativa sectorial relevante a aquellas disposiciones del ordenamiento 
jurídico español que, de forma directa, regulan operaciones de venta cruzadas de créditos y 
seguros en paquetes por parte de entidades bancarias. A la hora de exponer la normativa 
sectorial relevante, es preciso ordenarla, para su más adecuada comprensión. La normativa es 
tanto estatal, como autonómica y, por lo que se refiere a su objeto, regula de forma general 
la actividad de las entidades de crédito y los distribuidores de seguros, pero también, de forma 
específica, las ventas cruzadas de seguros en determinadas operaciones, como los créditos al 
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consumo o los créditos inmobiliarios, estableciendo para estos supuestos normas más 
detalladas y precisas. Entendemos que la forma más práctica de exponer la normativa sectorial 
es conforme a un criterio material, de forma que puede evaluarse para cada actividad u 
operación las reglas aplicables.  
 
En función de este criterio material revisaremos: 
 

a) la regulación específica de las entidades de crédito, en cuanto establece obligaciones 
de transparencia con sus clientes para cualesquiera operaciones, sean o no vinculadas. 

b) La regulación específica de la distribución de seguros. 
c) La normativa específica relativa a los seguros accesorios de préstamos al  consumo. 
d) La normativa específica relativa a los seguros accesorios de préstamos inmobiliarios. 

 
La normativa autonómica aplicable en esta materia ha sido dictada al amparo de la 
competencia de protección a los consumidores y se limita a las operaciones hipotecarias que 
las entidades financieras suscriban con particulares, por lo que encuentra su mejor acomodo 
en el apartado d). 
 
Las normas que vamos a exponer establecen obligaciones y prohibiciones para las entidades 
de crédito que se pueden referir en la preparación, contratación y ejecución de operaciones 
de venta cruzada a: i) obligaciones de información precontractuales, ii) contenido de la oferta 
contractual, iii) documentación de los contratos y iv) derechos irrenunciables de los usuarios 
de seguros. Es decir, la normativa sectorial afecta tanto a la preparación de las operaciones 
cruzadas, como a su documentación, como, finalmente, a su contenido. 
 
Como vamos a ver, es indispensable precisar el ámbito de aplicación de cada uno de estos 
bloques normativos, pues las reglas no son aplicables a todas las operaciones de ventas 
cruzadas realizadas por las entidades financieras, sino, solamente, a aquellas para las que 
específicamente están dictadas. Y la normativa distingue en función de los clientes a los que 
van dirigidas, distinguiendo, a grandes rasgos, entre consumidores y empresas. Ambos 
criterios, el tipo de la operación crediticia, y el sujeto al que va dirigida la operación, deben 
conjugarse para concluir qué reglas son aplicables en unos casos y cuáles en otros. 
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a) Normativa de transparencia, que regula las ofertas de las entidades 
de crédito a sus clientes. Ley de Ordenación, Supervisión y Solvencia 
de las Entidades de Crédito, 10/2014, de 26 de junio. 

 
Este bloque normativo se refiere a (i) obligaciones de información previa de las entidades de 
crédito hacia sus clientes respecto de los productos y servicios que ofrezcan al público, así 
como a (ii) la documentación contractual de estas operaciones. En tanto las operaciones de 
venta cruzada son ofrecidas por las entidades financieras a sus clientes, estas reglas son 
aplicables no solo a las condiciones de los créditos, sino también a los productos accesorios a 
los créditos, como los seguros empaquetados en una oferta común con los créditos. 
 
Estas reglas de transparencias son aplicables a todas las operaciones bancarias, con dos 
excepciones: 
 

1) las de inversión y  
2) las operaciones de crédito inmobiliario destinadas a consumidores y personas 

físicas, las cuales, como veremos más abajo, tienen su regulación propia. 
 
Estas operaciones quedan excluidas de las reglas de transparencia, puesto que ambas tienen 
una reglamentación específica. Las normas de transparencia de las entidades de crédito que 
exponemos son aplicables, en principio, a operaciones con consumidores, mas también a 
operaciones con empresas. No obstante, el desarrollo reglamentario, como enseguida 
comprobaremos, ha limitado las obligaciones concretas de transparencia a determinadas 
operaciones. 
 
La Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito en 
su artículo 48.2 estableció por primera vez en nuestro ordenamiento obligaciones específicas 
de transparencia para las entidades de crédito, obligatorias para las entidades en sus tratos   
con los clientes. El objetivo principal de estas reglas era reducir la asimetría informativa entre 
entidades de crédito y clientes, pues, como es de suponer, el conocimiento exhaustivo de los 
mercados de crédito y de las operaciones de financiación de las entidades bancarias no es 
parejo al de los prestatarios que acuden a los bancos en pos de financiarse. En desarrollo de 
la Ley 26/1998, el Ministerio de Economía y el propio Banco de España dictaron, 
respectivamente, la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección 
del cliente de servicios bancarios, y la Circular 5/2012, de 27 de junio, del Banco de España,  
sobre transparencia de los servicios bancarios y responsabilidad en la concesión de 
préstamos.  
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La Ley 26/1998, de 29 de julio fue derogada por la Ley de Ordenación, Supervisión y Solvencia 
de las Entidades de Crédito, 10/2014, de 26 de junio. Sin embargo, tanto la Orden del 
Ministerio de Economía como la Circular del Banco de España no fueron objeto de derogación. 
Ello es muy relevante, porque el sistema de transparencia previsto en la Ley 10/2014 remite 
al desarrollo reglamentario la concreción de las particulares obligaciones de las entidades de 
crédito. En efecto, el artículo 5.1 de la Ley dispone: 
 
El Ministro de Economía y Competitividad, con el fin de proteger los legítimos intereses de los 
clientes de servicios o productos bancarios, distintos de los de inversión, prestados por las 
entidades de crédito, podrá dictar disposiciones relativas a: 

a) La información precontractual que debe facilitarse a los clientes , la 
información y contenido de los contratos y las comunicaciones 
posteriores que permitan el seguimiento de los mismos , de modo que 
reflejen de forma explícita y con la máxima claridad los derechos y 
obligaciones de las partes , los riesgos derivados del servicio o producto 
para el cliente y las demás circunstancias necesarias para garantizar la 
transparencia de las condiciones más relevantes de los servicios o 
productos y permitir al cliente evaluar si estos se ajustan a sus 
necesidades y a su situación financiera . A tal efecto, los contratos de 
estos servicios o productos siempre se formalizarán por escrito o en 
formato electrónico o en otro soporte duradero y el Ministro de 
Economía y Competitividad podrá, en particular, fijar las cláusulas que los 
contratos referentes a servicios o productos bancarios típicos habrán de 
tratar o prever de forma expresa. 

b) La transparencia de las condiciones básicas de comercialización o 
contratación de los servicios o productos bancarios que ofrecen las 
entidades de crédito y , en su caso , el deber y la forma en que deben 
comunicar tales condiciones a su clientela o al Banco de España . Se 
podrán establecer, asimismo, condiciones básicas de los servicios o 
productos bancarios de debido cumplimiento para las entidades de 
crédito. En particular, solo podrán percibirse comisiones o repercutirse 
gastos por servicios solicitados en firme o aceptados expresamente por 
un cliente y siempre que respondan a servicios efectivamente prestados 
o gastos habidos que puedan acreditarse. 



 

12 
 

c) Los principios y criterios a los que debe sujetarse la actividad publicitaria 
de los servicios o productos bancarios , y las modalidades de control 
administrativo sobre la misma, con la finalidad de que ésta resulte clara, 
suficiente, objetiva y no engañosa. 

d) Las especialidades de la contratación de servicios o productos bancarios 
de forma electrónica o por otras vías de comunicación a distancia y la 
información que, al objeto de lo previsto en este artícul0, debe figurar en 
las páginas electrónicas de las entidades de crédito. 

e) El ámbito de aplicación de las normas dictadas al amparo de este artículo 
a cualesquiera contratos u operaciones de la naturaleza prevista en 
dichas normas, aun cuando la entidad que intervenga no tenga la 
condición de entidad de crédito.  

 
Como se puede constatar, la única previsión directamente aplicable de este artículo es la 
prevista en el inciso segundo del apartado a) en cuanto exige que los contratos entre las 
entidades de crédito y sus clientes se formalicen por escrito o en formato electrónico. La 
Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de 
servicios bancario establece reglas específicas para operaciones de ventas cruzadas. El artículo 
12 de esta norma dispone: 

Las entidades de crédito que comercialicen servicios bancarios vinculados a 
la contratación de otro servicio, financiero o no, deberán informar al 
cliente, de manera expresa y comprensible, sobre la posibilidad o no de 
contratar cada servicio de manera independiente y en qué condiciones. 

En caso de que solo resulte posible la contratación del servicio bancario 
vinculado a la contratación de otros en las condiciones ofertadas, se 
informará al cliente, en la forma prevista en el artículo 11, de la parte del 
coste total que corresponde a cada uno de los servicios, en la medida en 
que este coste esté disponible para la entidad, y de los efectos que su no 
contratación individual o cancelación anticipada produciría sobre el coste 
total de los servicios bancarios. 

 
La norma establece una obligación general de información precontractual para la venta 
cruzada de cualquier seguro accesorio a cualquier crédito en operaciones vinculadas, es decir, 
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en aquellas operaciones en las que la oferta de la entidad crédito comprenda distintos 
productos agrupados. La obligación es aplicable a cualquier cliente de la entidad de crédito, 
sin que tenga que tener condición de consumidor.  Se trata, por su alcance, de la obligación 
más extensa de todas cuantas vamos a exponer, en tanto se refiere a cualquier operación de 
crédito y a cualquier contrato de seguro accesorio; y resulta igualmente exigible, tanto en 
operaciones con consumidores como en operaciones con empresas. 
 
 
La información precontractual preceptiva que la entidad de crédito debe prestar comprende: 
 

a) La posibilidad o no de contratar el crédito y el seguro de manera independiente. 
b) Las condiciones de crédito y las condiciones del seguro en caso de contratación 

vinculada no negociada. 
c) La indicación expresa, y por separado, del coste del crédito y del coste de la 

prima del seguro. 
d) En caso de que la entidad de crédito oferte el préstamo sin la contratación del 

seguro, las condiciones alternativas del crédito ofrecido. 

 
Esta información precontractual debe darse de manera expresa y comprensible. La carga de 
la prueba respecto del cumplimiento de esta obligación informativa precontractual recae en 
la entidad de crédito. En los créditos inmobiliarios, excluidos de la aplicación de esta ley por 
su regulación especial, el cumplimiento de esta obligación se sustancia a través de la Ficha de 
información precontractual, llamada FIPRE. A este respecto y para operaciones no 
hipotecarias, la Orden no impone ninguna fórmula documental concreta.  
 
La Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre habilitaba al Banco de España para completar y 
ejecutarla mediante Circulares. La Circular 5/2012, de 27 de junio de Entidades de Crédito y 
proveedores de servicios de pago, sobre transparencia de los servicios bancarios y 
responsabilidad en la concesión de préstamos dio cumplimiento a esta misión. En la Norma 
Sexta, relativa a la información precontractual, prevé en el apartado 2.5 l) una regla especial 
y solo aplicable a contratos con consumidores para cuya celebración se pida al consumidor 
que entregue un bien al prestamista como garantía de seguridad y en los que la 
responsabilidad del consumidor esté estrictamente limitada a dicho bien. Esto es a préstamos 
con prenda. La regla obliga a la entidad de crédito a informar al cliente de: 
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“los servicios accesorios al contrato de crédito – en particular, de seguro- 
cuando la obtención del crédito o su obtención en las condiciones ofrecidas 
estén condicionadas a la suscripción del servicio accesorio. Deberán, también, 
facilitarse las condiciones que alternativamente se aplicaran al contrato de 
crédito si no se contrataran los servicios accesorios”. 

 
La Norma Décima, relativa al contenido de los contratos, prevé en su apartado 1 b), inciso final 
que en los contratos de crédito no sometidos a la Ley de Créditos al Consumo debe hacerse 
constar 
 

 “en caso de seguros vinculados, el derecho del cliente a percibir los extornos de 
la parte de la prima no consumida”.  

 
Esta importante regla, de mero contenido contractual reconoce el derecho del cliente en una 
operación de venta cruzada a recuperar la parte de la prima no consumida en supuestos de 
cancelación anticipada del préstamo, del que seguro es un producto auxiliar. Si bien se refiere, 
solamente al contenido del documento contractual, la conclusión inevitable de recoger tal 
derecho en el contrato es que el cliente tendrá ese derecho y al mismo se podrá acoger. La 
fuente de este derecho contractual no puede ser, sin embargo, la propia Circular, sino el 
contrato convenido entre las partes. 
 
Por último, la Norma Decimotercera 7.d) establece que en el cálculo de la Tasa Anual 
Equivalente (TAE) respecto de la que la entidad de crédito debe prestar información 
precontractual al cliente y que debe reproducir también en la publicidad  
 

“se incluirán las primas de los seguros que tengan por objeto garantizar a la 
entidad el reembolso del crédito en caso de fallecimiento, invalidez o desempleo 
de la persona física que haya recibido el crédito, siempre y cuando la entidad 
imponga la contratación de dicho seguro como condición para conceder el 
préstamo o crédito”. 

 
(i) Normativa reguladora de la distribución de seguros.  

 
(i)  El Real Decreto-Ley 3/2020.Reconocimiento del canal de distribución banca-seguros 
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La Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros privados, incorporó al 
Derecho interno la Directiva comunitaria 2002/92/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 9 de diciembre de 2002, sobre la mediación en seguros, la cual establecía las bases para la 
armonización de la actividad de distribución de seguros en la Unión Europea. La Directiva 
europea sufrió varias modificaciones; en aras de la claridad, se procedió a la refundición de la 
misma, dando lugar a la Directiva (UE) 2016/97 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 
de enero de 2016, sobre la distribución de seguros. El primer intento de trasposición al 
ordenamiento español de esta norma fue el anteproyecto de Ley de Distribución de Seguros 
y Reaseguros, para el que el Consejo de Estado redactó un extenso informe de valoración5. 
 
Tras la nonnata Ley de Distribución de Seguros y Reaseguros, la transposición de la Directiva 
2016/97 ha debido esperar hasta el Real Decreto-Ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas 
urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la 
Unión Europea en el ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros 
privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales.  Se trata 
de una disposición heteróclita, como se sigue de su nombre, en cuyo Libro Segundo, título 
primero encontró acomodo, finalmente, la transposición de la Directiva ( UE ) 2016 / 97 del 
Parlamento Europeo y del Consejo , de 20 de enero de 2016 , sobre la distribución de seguros. 
 
El Real Decreto-Ley 3/2020 define la distribución de seguros, de forma principal, como “toda 
actividad de asesoramiento , propuesta o realización de trabajo previo a la celebración de un 
contrato de seguro , de celebración de estos contratos , o de asistencia en la gestión y ejecución 
de dichos contratos , incluyendo la asistencia en casos de siniestro”. El artículo 135 del Real 
Decreto-Ley incluye expresamente entre los mediadores de seguros a “las entidades de 
crédito, los establecimientos financieros de crédito y, en su caso, las sociedades mercantiles 
controladas o participadas por las entidades de crédito o establecimientos financieros de 
crédito” cuando ejerzan la actividad de agente de seguros a través de las redes de distribución 
de cualquiera de ambas. Deben adoptar la denominación de «operador de banca-seguros». 
El canal de distribución banca-seguros es uno más entre la distribución de seguros. Y en España 
es muy relevante, como lo prueba el hecho de que, en el mercado de distribución de seguros 

 
5 https://transparencia.gob.es/servicios-buscador/contenido/normaelaboracion.htm?id=NormaEV27L0-
20180401&lang=es&fcAct=2020-10-23T09:21:47.291Z  
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de vida, CaixaBank tenga una cuota de mercado, tras la fusión con Bankia, de 
aproximadamente un 40%6. 
 
Debe tenerse en cuenta a la hora de interpretar las obligaciones y prohibiciones respecto a las 
ventas cruzadas una finalidad primordial del Real Decreto-Ley en lo que concierne a la 
distribución de seguros. La Ley tiene por objeto, entre otros fines, “promover la libertad en la 
contratación de seguros” (artículo 127). En consecuencia, impone como principio general a 
todo mediador de seguros -también a las entidades de crédito cuando operan como banca-
seguros- actuar “siempre con honestidad, equidad y profesionalidad en beneficio de los 
intereses de sus clientes”, de forma que en un eventual conflicto entre los intereses de la 
entidad de crédito y su cliente en relación al seguro que se haya de contratar el distribuidor 
debe anteponer los intereses del cliente al de su grupo financiero. El Real Decreto-Ley 3/2020 
prohíbe en su artículo 172 que los distribuidores de seguros sean remunerados, o evalúen el 
rendimiento de sus empleados, de un modo que entre en conflicto con su obligación de actuar 
en el mejor interés de sus clientes. En consecuencia, prohíbe de forma expresa que el 
distribuidor de seguros establezca un sistema de remuneración, de objetivos de ventas o de 
otra índole que pueda constituir un incentivo para que el distribuidor o sus empleados 
recomienden un determinado producto de seguro a un cliente si el distribuidor de seguros 
puede ofrecer un producto diferente que se ajuste mejor a las necesidades del cliente. 
 
Estas previsiones son coherentes con las establecidas por las Directrices de políticas de 
remuneración relacionadas con la venta de productos y la prestación de servicios de banca 
minorista aprobadas por la la European Banking Authority (EBA)7; Directrices de la European 
Banking Authority (EBA) sobre políticas de remuneración relacionadas con la venta de 
productos y la prestación de servicios minoristas que tienen como finalidad asegurar que las 
entidades implementen políticas y prácticas de remuneración que, entre otros objetivos, 
tengan en cuenta los derechos e intereses de los consumidores y no incentiven que el personal 
de venta favorezca sus propios intereses o el interés de la institución en perjuicio de los 
consumidores. Aunque, por su ámbito de aplicación, estas Directrices no son aplicables a la 

 
6 Nota de seguros nº 40 de 12 de noviembre d3 2021:  Radiografía actualizada del negocio de bancaseguros en 
España (2020) elaborada por AFI (Analistas Financieros Internacionales) https://www.afi-
research.es/InfoR/descargas/2147107/1612403/Radiografia-actualizada-del-negocio-de-bancaseguro-en-Espana-
2020.pdf 
7 https://www.eba.europa.eu/sites/default/documents/files/documents/10180/1693444/b2399cff-7d2a-4003-
93d8-d9bc6d33328f/Guidelines%20on%20sales%20staff%20remuneration%20%28EBA-GL-2016-
06%29_ES.pdf?retry=1 
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distribución de seguros por las entidades financieras, recogen el mismo principio de actuación 
en interés del cliente. 
 
En esta misma dirección, el artículo 173 de la ley establece una obligación adicional de 
información al mediador de seguros del canal banca-seguros, respecto del asesoramiento 
previo a cualquier contrato de seguro que ofrezca a sus clientes, pues deberá comunicarles 
“que el asesoramiento prestado se facilita con la finalidad de contratar un seguro y no 
cualquier otro producto que pudiera comercializar la entidad de crédito o el establecimiento 
financiero de crédito”. En ese marco, las obligaciones cuya regulación vamos a exponer son 
aplicables, con las excepciones que señalaremos, a cualquier venta cruzada ofrecida por una 
entidad de crédito que incluya la oferta de un seguro accesorio del crédito. Por lo tanto, son 
aplicables a operaciones no solo con consumidores, sino también con empresas.   
 

(ii)  Prohibición de imponer la contratación de un seguro con un determinado proveedor 
en venta cruzada 

 
Entre las obligaciones generales, comunes a todos los mediadores de seguros, expuestas en 
el artículo 136 del Real Decreto-Ley, se cuenta la recogida en la letra f) que prohíbe a cualquier 
mediador: 

f) Imponer directa o indirectamente la celebración de un contrato de seguro. 
 
Esta prohibición ya estaba prevista en el artículo 5.2 e) de la Ley 26/2006, de mediación de 
seguros y reaseguros privados. No obstante, la expresa clasificación como mediador de seguros 
del canal banca-seguros extiende, sin duda alguna, la prohibición de imponer “directa o 
indirectamente” la celebración de un determinado contrato de seguro accesorio a las ventas 
cruzadas derivadas de sus operaciones de crédito. Esta prohibición unida a los dos principios ya 
mencionadas, la promoción de la libertad de contratación y la obligación primaria del mediador 
de seguros de obrar “en beneficio de los intereses de sus clientes”, conduce a una conclusión 
incontrovertible: la imposición, en una venta cruzada de operación de crédito, de un 
determinado contrato de seguro con un determinado proveedor, perteneciente a un mismo 
grupo financiero o fruto de un convenio masivo de distribución suscrito con la entidad de 
crédito, está expresamente prohibida. Cabría plantear, además, si puede entenderse como 
imposición indirecta de la celebración de un contrato de seguro, una alteración sustancial de 
las condiciones de un crédito ofrecido de forma combinada con un contrato de seguro, de forma 
que el crédito se encarezca injustificadamente para el caso de que el consumidor no desee 
contratar el seguro ofrecido por la entidad de crédito.  
 



 

18 
 

La violación de esta prohibición, en perjuicio del consumidor, supone una infracción grave, 
conforme al artículo 195.16 de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de Ordenación, supervisión y 
solvencia de las entidades aseguradoras y reaseguradoras. 
 

(iii)  Regulación específica de las operaciones de ventas cruzadas. Regla general y 
excepciones 

 
El Real Decreto-Ley regula de forma específica las operaciones vinculadas y las operaciones 
combinadas en su artículo 184. El párrafo 2 del precepto prevé: 

 “2. Cuando un contrato de seguro sea auxiliar a un bien o servicio que no sea 
de seguros, como parte de un mismo paquete o acuerdo, el distribuidor de 
seguros ofrecerá al cliente la posibilidad de adquirir el bien o servicio por 
separado. El presente apartado no se aplicará: 

 
a) cuando el producto de seguro sea complementario de un servicio o actividad 

de inversión en el sentido del Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de 
octubre, 

 
b) cuando el producto de seguro sea complementario de un contrato de 

préstamo en el sentido del artículo 4.3) de la Ley 5/2019, de 15 de marzo, 
reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, o 

 
c) cuando el contrato de seguro sea complementario de una cuenta de pago en 

el sentido del Real Decreto-Ley 19/2017, de 24 de noviembre, de cuentas de 
pago básicas, traslado de cuentas de pago y comparabilidad de comisiones.”  

 
La norma está orientada a regular la conducta de aquellos mediadores de seguros que 
ofrezcan, por coincidir en ellos también la condición de oferente del producto o servicio 
principal, paquetes en los que el seguro es un servicio auxiliar. Es decir, si una entidad de 
crédito, que actúa como operador de banca-seguros, ofrece un seguro accesorio a un crédito, 
de cualquier naturaleza y a cualquier cliente, debe ofrecer al cliente la posibilidad de contratar 
el crédito por separado. Pero ello no significa la prohibición total de ventas vinculadas. Por 
dos razones. 
 
En primer lugar, porque la regla no se refiere a todas las operaciones vinculadas. Según el 
artículo 128.24 de la norma, la operación vinculada consiste en “toda oferta o venta de un 
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paquete constituido por un contrato de seguro y otros productos o servicios financieros 
diferenciados cuando el contrato de seguro no se ofrezca al cliente por separado”. Debemos 
tener presente que aquellas operaciones en las que la ley ordena al distribuidor de seguros 
ofrecer el crédito por separado son aquellas en las que el seguro es accesorio del crédito. 
Pero no a la inversa, aquellas en las que el seguro fuere la operación principal. Es cierto, que 
el objeto de nuestro análisis son las ventas cruzadas bancarias en las que el seguro es producto 
auxiliar. Por lo tanto, la conclusión que se debe extraer es que sí queda implícitamente 
prohibida por esta norma la operación de venta vinculada desde el punto de vista de la entidad 
de crédito: si la oferta comprende crédito más seguro, la entidad de crédito que estará 
actuando como distribuidor de seguros, además, deberá ofrecer el crédito por separado. 
 
La segunda razón tiene mayor alcance práctico y son las excepciones expresamente previstas 
en el párrafo 2 del artículo 128. Son tres las excepciones a esta regla: 
 

a) No se aplicará, cuando el producto de seguro sea complementario de un 
servicio o actividad de inversión, definidos en la Ley del Mercado de 
Valores.  

b) Tampoco, cuando el producto de seguro sea complementario de una 
cuenta de pago, es decir, una cuenta abierta a nombre de uno o varios 
usuarios de servicios de pago y utilizada para la ejecución de 
operaciones de pago. Se trata, en ambos casos, de operaciones de pasivo 
de las entidades de crédito que quedan fuera del alcance de este 
informe. 

c) La tercera excepción sí se refiere a un supuesto que entra de lleno en 
nuestro campo de análisis: los préstamos de crédito inmobiliario, cuyo 
régimen especial – que más abajo analizamos- se regula de forma 
específica en la Ley 5/2019, de 15 de marzo. El Banco no estará obligado 
a ofrecer el crédito sin seguro, cuando este sea complementario de un 
contrato de préstamo hipotecario -o con otra garantía real- en cuya 
constitución intervenga una persona física como prestatario, fiador o 
garante. O, sin garantía real, cuando el préstamo tenga por finalidad 
adquirir o conservar derechos de propiedad sobre terrenos o inmuebles 
construidos o por construir.   

 
Llama la atención que el Real Decreto-Ley 3/2020 no excepcione de esta regla, también, a los 
seguros auxiliares de los créditos al consumo, pese a la regulación especial de esta materia, 
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tanto a nivel comunitario como estatal, que implica un tácito reconocimiento de la existencia 
de prácticas de venta vinculadas. Puede obedecer a un olvido del legislador. Las normas que 
regulan los créditos al consumo son especiales respecto a las reglas generales de distribución 
de seguros. Por otro lado, el considerando 54 de la Directiva 2016/97, traspuesta por el Real 
Decreto-Ley 3/2020 expresamente afirma respecto de la regulación de las ventas cruzadas: 
“Las disposiciones de la presente Directiva relativas a la venta cruzada se entienden sin 
perjuicio de los actos legislativos de la Unión que establecen normas sobre las prácticas de 
venta cruzada aplicable a determinadas categorías de bienes y servicios”.  Entendemos, por 
ello, que la obligación de ofertar por separado el crédito, en el caso de los créditos al consumo, 
podría decaer, pese al dictado literal de la norma, ante el régimen especial de las operaciones 
cruzadas en créditos al consumo que más abajo exponemos. 
  
Además de la obligación de ofrecer el seguro por separado, la ley establece obligaciones 
informativas específicas respecto de la oferta del crédito y el seguro, que incumben al 
distribuidor de seguros, es decir, a la entidad de crédito que esté actuando como mediador de 
seguros por el canal banca-seguros. La entidad de crédito deberá informar al usuario de 
manera expresa y comprensible de los siguientes extremos en casos de ventas cruzadas 
(artículo 184.4): 

a) Que se está realizando una práctica de venta combinada o vinculada. 
 
b) De la parte del coste total que corresponde a cada uno de los productos o 

servicios, en la medida en que este coste esté disponible para el usuario de 
seguros. 

 
c) De los efectos que la no contratación individual o la cancelación anticipada 

del seguro o de cualquiera de los productos vinculados produciría sobre el 
coste conjunto del seguro y el resto de los productos o servicios vinculados. 

 
d) De las diferencias entre la oferta conjunta y la oferta de los productos por 

separado. 

 
El artículo 184 del Real Decreto-Ley concluye en su párrafo 6, que confiere potestad específica 
a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, cuando tenga constancia de la 
realización de prácticas de venta cruzada que perjudiquen a los usuarios de seguros privados 
para, mediante resolución, establecer medidas, incluida la prohibición, en relación con la venta 
de productos de seguro junto con servicios o productos auxiliares distintos de los seguros como 
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parte de un paquete o acuerdo. La potestad, como vemos, solo se puede ejercitar en aquellos 
casos en los que el seguro sea el producto principal de la venta cruzada, por lo que tendrá 
escasa aplicación en nuestro ámbito. 
 

b) Normativa de créditos al consumo- Ley de Contratos de Crédito al 
Consumo 16/2011, de 24 de junio 

 
(i) Antecedentes normativos 

 
Las ventas cruzadas de crédito y seguro no son recientes, sino que vienen siendo práctica 
habitual de las entidades bancarias desde hace largo tiempo. El primer nicho de las ventas 
cruzadas de seguros por entidades financieras es el crédito al consumo. El seguro se ofrece de 
forma indisolublemente unida al crédito, como garantía de la devolución del préstamo. El 
préstamo al consumo carece de garantías estructurales, como las reales de los préstamos 
hipotecarios. Los seguros vinculados a los créditos al consumo tienen distintas modalidades, 
pero el seguro más habitual es el seguro de protección de pagos o amortización. Se trata de 
un seguro que protege al prestamista de los riesgos personales que pesan sobre el deudor que 
contrata un préstamo y se compromete a amortizarlo, ante los riesgos de fallecimiento, 
incapacidad temporal y/o desempleo durante el período de amortización del préstamo.    
 
La primera mención normativa a las prácticas de ventas cruzadas crédito/seguro en nuestro 
ordenamiento se recoge en la primera Ley de Crédito al Consumo, Ley 7/1995, de 23 de marzo. 
Esta disposición incorpora por primera vez a nuestro ordenamiento previsiones específicas 
respecto a la venta combinada de seguros y créditos. La norma se ceñía exclusivamente a los 
créditos al consumo y trasponía la normativa de la Directiva 87/102/CEE37 del Consejo, 
relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros en materia de crédito al consumo, primera regulación armonizada en el 
seno europeo del crédito al consumo.  
 
Pues bien, en aquella Directiva pionera se regulaba la información previa de las condiciones 
esenciales de la operación que la entidad prestamista debía facilitar al prestatario, para dar la 
mayor transparencia a la oferta de la entidad de crédito. Según el Anexo I de la Directiva, en 
su apartado viii), parte de esta información esencial era, en su caso, la indicación del seguro o 
de los seguros exigidos y, cuando la elección del asegurador no se deje al consumidor, 
indicación del coste de los mismos. Como se ve, la Directiva de 1987 asumía la oferta de 
seguros vinculados a la concesión del crédito, de forma que ni siquiera la elección del 
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asegurador se dejaba al arbitrio del consumidor. Esta práctica, reconocida implícitamente en 
aquella norma comunitaria, es incompatible con el marco regulatorio actual, lo que es señal 
de la evolución normativa en esta materia.  
 
Para trasponer la Directiva87/102/CEE37 del Consejo, se promulgó la Ley del Crédito al 
Consumo 7/1995. En su artículo 6 exigía que en el contrato de crédito constase “la necesidad 
de constitución, en su caso, de un seguro de amortización del crédito por fallecimiento, 
invalidez, enfermedad o desempleo del titular” y en su artículo 18 ordenaba que el coste del 
seguro se integrase en el coste del crédito para el cálculo de la tasa anual equivalente (TAE). 
 

(ii)  La Ley de contratos de crédito al consumo de 24 de junio, 16/2011. Ámbito de 
aplicación y reconocimiento de operaciones vinculadas de venta cruzada 

 
La Ley de 1995 fue derogada por la vigente Ley de contratos de crédito al consumo 16/2011, 
de 24 de junio, en vigor en la actualidad. A efectos de esta Ley es consumidor “la persona física 
que, en las relaciones contractuales reguladas por la ley, actúa con fines que están al margen 
de su actividad comercial o profesional”. Sus normas no alcanzan, por tanto, a las operaciones 
de financiación de empresas o a profesionales individuales, como los autónomos. Esta ley es 
aplicable a los créditos al consumo, definidos como aquellas operaciones en las que un 
prestamista concede o se compromete a conceder a un consumidor un crédito bajo la forma 
de pago aplazado, préstamo, apertura de crédito o cualquier medio equivalente de 
financiación. Definidos los créditos con tal amplitud, la ley excluye de su aplicación las 
siguientes operaciones:  

a) los créditos orientados a la adquisición de inmuebles,  
b) aquellos cuyo importe sea inferior a 200 euros,  
c) los arrendamientos financieros con opción de compra,  
d) los créditos para salvar descubiertos en cuentas,  
e) los créditos sin interés,  
f) los créditos transaccionales, las refinanciaciones sin intereses y  
g) los contratos con prenda como garantía única.  

 
En lo que a nuestra cuestión concierne, la ley admite no solo las ventas cruzadas, sino también 
las operaciones vinculadas, exigiendo, no obstante, el cumplimiento de determinadas normas 
de información y contenido contractual.  
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La Ley de contratos de crédito al consumo 16/2011, de 24 de junio deriva del carácter 
accesorio del contrato de seguro respecto al contrato de crédito una serie de reglas. Los 
derechos subjetivos que se reconocen al consumidor, de terminación de un contrato de 
crédito de duración indefinida, desistimiento o reembolso anticipado pueden ejercitarse 
igualmente en el contrato de seguro accesorio contratado por el consumidor. En 
consecuencia, la entidad de crédito estará obligada a devolver al consumidor la parte de la 
prima no consumida, al tiempo del desistimiento o del reembolso anticipado. Lo relevante de 
esta ley, a nuestros efectos, es la implícita admisión de contratos vinculados, en los que la 
entidad prestamista ofrece al consumidor de forma conjunta e inescindible el préstamo y el 
seguro accesorio. En efecto, el artículo 12, apartado 10 de la Ley 16/2011 dispone 
determinadas obligaciones de información en caso de que el prestamista “vincule la 
obtención del crédito en las condiciones ofrecidas con la contratación de servicios accesorios, 
en particular un contrato de seguro”. El prestamista deberá informar de esta circunstancia – 
la vinculación- del coste del seguro y de las condiciones alternativas del crédito en caso de que 
el consumidor no contrate el seguro. Ya hemos aludido en el apartado anterior, a la aparente 
contradicción existente entre la admisión implícita de operaciones vinculadas en esta Ley y la 
prohibición que se deduce del artículo 184 del Real Decreto-Ley 3/2020, entendiendo que 
prevalece en este caso la normativa de la Ley 16/2011, por su carácter especial. 
 

Ø Obligaciones de las entidades de crédito en ventas cruzadas de seguros. Publicidad, 
información precontractual y contenido del contrato. 

 
En caso de operaciones combinadas o vinculadas la ley prevé obligaciones respecto a la 
información previa, la publicidad y el contenido del documento del contrato, en sus artículos 
9 (publicidad), 10.3 letra k) (información previa) y 16. 2 letra o) (contenido mínimo del 
contrato) las obligaciones respecto a la información previa, publicidad y contenido del 
contrato de crédito. Veámoslas con detalle. 
 
En lo que respecta la publicidad de los créditos al consumo, el artículo 9 de la Ley exige que 
contenga la información básica prevista en el precepto. Entre tal información básica, el párrafo 
3 exige las siguientes menciones: 

“Si se condicionara la concesión del crédito en las condiciones ofrecidas a la 
celebración de un contrato relativo a un servicio accesorio vinculado con el 
contrato de crédito, en particular un seguro, y el coste de ese servicio no pudiera 
determinarse de antemano, dicha condición deberá mencionarse de forma 
clara, concisa y destacada, junto a la tasa anual equivalente”. 
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Por lo que toca a la información precontractual, el artículo 10.3 letra k) de la Ley exige que 
esta comprenda: 

“Los servicios accesorios al contrato de crédito, en particular de seguro, cuando 
la obtención del crédito o su obtención en las condiciones ofrecidas estén 
condicionadas a la suscripción del servicio accesorio. Deberán también 
facilitarse las condiciones que alternativamente se aplicarían al contrato de 
crédito al consumo si no se contrataran los servicios accesorios y, en particular, 
pólizas de seguro”. 

 
Esta información se reflejará en los formularios previstos en el Anexo II de la Ley 16/2011, 
denominados “Información normalizada europea sobre el crédito de consumo”, aunque 
puede ofrecerse sin usar tales formularios, al contrario de lo que sucede con las fichas 
preceptivas de los préstamos hipotecarios. La entrega del formulario al consumidor deberá 
incluirse en el documento de oferta vinculante, que se mantendrá durante un plazo mínimo 
de catorce días naturales desde su entrega, salvo que medien circunstancias extraordinarias. 
Este documento de oferta vinculante solo es preceptivo, previa solicitud del consumidor.   
 
Por lo que toca al contenido del contrato en relación a las ventas cruzadas, el artículo 16. 2 
letra o) prevé que se deban incorporar al contrato “los seguros a los que se condicione la 
concesión del crédito”. Entendemos que será suficiente con la mención del seguro y el 
condicionamiento, sin que sea preciso reproducir por entero el contrato de seguro.  
 
Finalmente, el artículo 30.6 de la Ley de Contratos de Créditos al Consumo 16/2011, de 24 de 
junio, relativo al derecho de reembolso anticipado, prevé que el reembolso anticipado de 
créditos que cuenten con un seguro vinculado a la amortización del crédito o cuya suscripción 
se haya condicionado a la concesión del crédito o su concesión en las condiciones ofrecidas, 
dará lugar a la devolución por parte de la entidad aseguradora al consumidor de la parte de 
prima no consumida. 
 
 
 
 
 

c)  Normativa de créditos inmobiliarios. 
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o  Normativa autonómica 
Dos comunidades autónomas en el ejercicio de su competencia de protección de 
consumidores han establecido reglas particulares respecto a las ventas cruzadas de 
seguros accesorios de créditos hipotecarios. El ámbito de aplicación de estas normas 
se constriñe a las operaciones de préstamo hipotecaria negociadas y formalizadas con 
consumidores dentro del territorio de la comunidad autónoma respectiva. 
 
 i.1 Cataluña. Ley 20/2014, de 29 de diciembre que modifica la Ley 22/2010, de 20-7-
2010 (LCAT 2010\507), del Código de consumo de Cataluña, para la mejora de la 
protección de las personas consumidoras en materia de créditos y préstamos 
hipotecarios, vulnerabilidad económica y relaciones de consumo 
 
Esta Ley modifica el Código de Consumo de Cataluña aprobado por Ley 22/2010 de 
Cataluña para establecer reglas de protección de consumidores que participen, como 
prestatarios, garantes o avalistas en la constitución de un préstamo hipotecario. El 
artículo 262-4 del Código de Consumo regula la información precontractual preceptiva 
para las entidades de crédito. En Su apartado g) 3º ordena a la entidad de crédito 
formular la siguiente advertencia: 
 
3ª. Una advertencia sobre los contratos de seguros o de apertura de cuentas corrientes 
y los demás servicios accesorios, con la indicación de si son obligatorios u opcionales 
para la persona consumidora, del coste real para esta y de las implicaciones que para 
ella puedan tener, incluidas las derivadas de no cumplir los compromisos. También 
debe añadirse la información sobre la posibilidad que tiene el consumidor de 
contratarlos a un proveedor acreditado distinto al prestamista. 

 
Por su parte el artículo 262-98, regula directamente las prácticas vinculadas y 
combinadas en los siguientes términos: 
 
 “Artículo 262-9. Prácticas vinculadas y combinadas 
 
1. Se autorizan las prácticas combinadas, pero no las prácticas vinculadas, excepto en 
los siguientes supuestos: 

 
8 Esta norma fue objeto de recurso de inconstitucionalidad resuelto por el Tribunal Constitucional de forma 
desfavorable por la   Sentencia 54/2018 de 24 de mayo de 2018. En el FJ 9 se contienen interesantes 
consideraciones respecto a la distribución competencial en la materia.  
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 a) Que se abra o se mantenga una cuenta de pago o de ahorro, siempre y cuando esta 
cuenta tenga como única finalidad acumular capital para efectuar reembolsos de 
crédito, pagar sus intereses o agrupar recursos para obtener el crédito, o bien 
ofrecer una seguridad adicional para el prestamista en caso de impago. 

 b) Que se abra o se mantenga un producto de inversión o un producto de pensión 
privada, si estos productos, que ofrecen fundamentalmente al inversor unos 
ingresos después de jubilarse, sirven también para ofrecer una seguridad adicional 
al prestamista en caso de impago o para acumular capital para efectuar reembolsos 
de crédito, pagar sus intereses o agrupar recursos para obtener el crédito. 

 c) Que los prestamistas puedan demostrar que las prácticas vinculadas presentan 
beneficios claros a las personas consumidoras, teniendo en cuenta la disponibilidad 
y los precios de los productos similares ofrecidos en el mercado.” 

 
2. Puede exigirse a la persona consumidora la suscripción de una póliza de seguros con 
relación al contrato de crédito. Sin embargo, deben aceptarse las pólizas de seguros con 
garantías equivalentes suscritas directamente por la persona consumidora con 
proveedores distintos al prestamista. 
 
La norma establece un régimen sobre las prácticas de operaciones vinculadas similar 
al de la Ley 5/2019 de los Contratos de Crédito Inmobiliario que se expondrá más 
adelante, aunque menos exigente en varios aspectos. En primer lugar, sobre las 
prácticas de operaciones vinculadas admisibles. En la regulación estatal, aquellas 
prácticas de vinculación en las que los prestamistas puedan demostrar que las 
prácticas vinculadas presentan beneficios claros para los consumidores deben ser 
autorizadas previamente por la autoridad competente. Entendemos que este requisito 
de autorización previa, más beneficioso para el consumidor, por exigir un análisis 
previo de la práctica autorizada por un cuerpo administrativo experto, prevalece sobre 
la regla autonómica. 
 
En segundo lugar, y por lo que toca a las vinculaciones de seguros, como se puede 
advertir, la norma catalana no limita los seguros vinculables al préstamo hipotecario. 
En un apartado posterior examinaremos la Ley 5/2019, de 15 de marzo, reguladora de 
los contratos de crédito inmobiliario, de ámbito estatal que limita los contratos de 
seguro vinculables al préstamo hipotecario a la póliza de seguro en garantía del 
cumplimiento de las obligaciones del contrato de préstamo y a los seguros de daños 
sobre el bien hipotecado. Conforme a la regla interpretativa de mayor protección para 
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el consumidor, la norma catalana no puede ampliar las clases de contratos de seguro 
vinculables con el crédito hipotecario y debe prevalecer en este extremo también la 
norma estatal. 
 
Finalmente, en cuanto garantes de la libertad de elección del consumidor de su 
proveedor de seguros, la norma estatal que garantiza la posibilidad de reemplazo, sin 
coste para el cliente, del proveedor de seguros, son también aplicables en Cataluña.   
 
(i.2) Andalucía.- La Ley 3/2016, de 9 de junio de protección de los derechos de las 
personas consumidoras y usuarias en la contratación de préstamos y créditos 
hipotecarios de la Comunidad de Andalucía. 
 
El ámbito de aplicación de esta norma se circunscribe, según su artículo 2, a los 
contratos de préstamos hipotecarios sobre una vivienda que vayan a formalizarse o se 
celebren en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía entre consumidores 
y empresas prestamistas, es decir, todas aquellas personas que, de manera 
profesional, realicen la actividad de concesión de los préstamos hipotecarios sobre una 
vivienda. Definición en las que están incluidas las entidades de crédito. La regla solo es 
aplicable a contratos hipotecarios concertados en el territorio de la Comunidad 
Autónoma Andaluza con consumidores. 
 
La ley dispone en su artículo 12 lo siguiente respecto de productos o servicios 
accesorios: 
 
“Artículo 12. Productos o servicios accesorios. 

1. De acuerdo con lo previsto en el  artículo 89.4 del Real Decreto Legislativo 
1/2007, de 16 de noviembre, no podrá obligarse a la persona consumidora y 
usuaria a la suscripción de productos o servicios accesorios no solicitados. 

 

2. Si , de conformidad con el artículo 17 de la Ley 5/2019 , de 15 de marzo , se 
produce la venta vinculada de productos o servicios accesorios que se oferten 
para mejorar las condiciones del préstamo hipotecario , sin perjuicio de las 
menciones que procedan de acuerdo con el apartado 5 de dicho precepto , 
deberá hacerse constar en la información a suministrar , la relación de los 
mismos , su carácter no opcional , así como la ausencia de condiciones 
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alternativas en caso de su no suscripción . Para ello, deberán consignarse los 
costes reales de los productos o servicios accesorios, así como el beneficio en 
costes económicos que supone para la persona consumidora y usuaria la 
contratación de cada uno de ellos. Si el coste de este producto o servicio 
accesorio no puede determinarse con anterioridad, se habrá de mencionar 
clara y destacadamente la fórmula de cálculo y un intervalo de su posible 
coste junto con la tasa anual equivalente. 

    En el caso de venta vinculada de productos o servicios accesorios que se 
oferten para ofrecer una seguridad adicional, acumular capital para 
garantizar el reembolso del préstamo o el pago de sus intereses o bien 
agrupar recursos para obtener el préstamo, deberá constar expresamente y 
de manera justificada esta finalidad. 

 

3. En el caso de venta combinada de productos o servicios accesorios, sin 
perjuicio de las menciones que procedan de acuerdo con el   artículo 17.7 de 
la Ley 5/2019, de 15 de marzo, deberá hacerse constar la relación de los 
mismos, su carácter opcional y no preceptivo, y la posibilidad de que se 
contrate cada uno de ellos de forma separada. Si el coste de este producto o 
servicio accesorio no puede determinarse con anterioridad, se habrá de 
mencionar clara y destacadamente la fórmula de cálculo y un intervalo de su 
posible coste junto con la tasa anual equivalente. 

 

4. Respecto a las pólizas de seguro que la empresa prestamista pueda exigir en 
relación con el préstamo hipotecario, deberá informarse expresamente y por 
escrito a la persona consumidora y usuaria de que tiene derecho a que la 
empresa prestamista acepte la póliza de seguros de cualquier proveedor 
distinto del ofrecido por ésta cuando dicha póliza posea un nivel de garantía 
equivalente. 

 
5. El coste de la contratación de estos productos o servicios accesorios con la 

empresa prestamista no será superior al existente para el mismo producto o 
servicio en el mercado.” 
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Se sigue del examen del precepto, que fue modificado para adaptarlo a la regulación e 
la Ley 5/2019 de 17 de marzo, que las reglas de esta ley autonómica son coherentes 
con las garantías establecidas en la ley estatal. La única novedad expresa y que 
consideramos vigente, por establecer un patrón expreso de comparación del precio de 
los productos vinculados se halla en el párrafo 5. Esta regla de la norma andaluza 
permite comparar el coste del seguro accesorio convenido entre entidad de crédito y 
consumidor, con motivo de la concesión del préstamo hipotecario, con el precio medio 
de mercado del mismo seguro. De existir una desviación sensible entre el coste del 
seguro ofertado por la entidad de crédito y el precio de mercado del mismo, tal 
desviación determinará la nulidad parcial del contrato de seguro, en cuanto al exceso 
de coste de la prima. Tal práctica, además, supondría una infracción administrativa, 
conforme al título II, capítulo IV de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y 
Protección de los Consumidores y Usuarios de Andalucía. 
 

Normativa estatal. Ley de los Contratos de Crédito Inmobiliario 5/2019, de 15 de marzo 
  
La Ley de los contratos de crédito inmobiliario 5/2019 constituye una novedad destacada en 
la materia que nos ocupa. El objeto de la ley es establecer normas de protección de las 
personas físicas, deudores, fiadores o garantes de préstamos que estén garantizados 
mediante hipoteca u otro derecho real de garantía sobre bienes inmuebles de uso residencial. 
La Ley traspone la Directiva 2014/17/UE del Parlamento y del Consejo de 4 de febrero de 2014. 
Es importante retener los límites de las operaciones reguladas por la Ley 5/2019 pues las 
prácticas reguladas solo lo son en función de que se refieran a préstamos de esta naturaleza. 
Y no todos los préstamos hipotecarios están sujetos a esta ley. Quedan sujetas a esta ley las 
siguientes operaciones: 
 

1) Por un lado las operaciones con garantía hipotecaria o derecho real similar convenidas 
con personas físicas (aunque no sean consumidores).   
 

1. Se trata de operaciones en las que el prestatario, el fiador o el garante sea 
persona física. 

2. Se trata de contratos que tengan por objeto la concesión de préstamos con 
garantía hipotecaria u otro derecho real de garantía sobre un inmueble de 
uso residencial. Los garajes, trasteros y otros elementos que cumplan con 
una función doméstica están incluidos entre los inmuebles de uso 
residencial.  
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2) Por otro, operaciones de crédito en las que un consumidor comparezca, sea como 
prestatario, garante o fiador. A estos efectos son consumidores las personas físicas que 
actúen con un propósito ajeno a su actividad comercial, empresarial o profesional. 
Tengamos en cuenta que la comparecencia como fiador de una persona física (por 
ejemplo, un avalista pariente del prestatario, que solicita un crédito para su actividad 
profesional) somete toda la operación a la ley. Esta clase de operaciones de préstamo 
están sometidas a la ley, tanto si cuentan con garantía hipotecaria, como si no, pues se 
aplica a operaciones de crédito por su finalidad: aquellos préstamos cuya finalidad sea 
adquirir o conservar derechos de propiedad sobre terrenos o inmuebles construidos o por 
construir.  

 
En todas las operaciones bancarias de crédito que cumplan los requisitos precedentes, las 
prácticas de venta vinculada, es decir, toda oferta o venta de un paquete constituido por un 
contrato de préstamo y otros productos o servicios financieros diferenciados, cuando el 
contrato de préstamo no se ofrezca al prestatario por separado, están prohibidas, con una 
salvedad que se refiere, precisamente, a determinados contratos de seguro accesorios. La 
excepción determina que la venta vinculada de estos seguros, por parte de las entidades de 
crédito, esté permitida. El mecanismo de garantía de la persona física prestataria es 
garantizarle la elección del asegurador, garantizarle que pueda seleccionar el proveedor del 
seguro que elija. La Ley permite la venta cruzada, con supeditación de la contratación del 
préstamo inmobiliario a la de determinados seguros, pero regula la materia, a favor de la 
libertad de contratación, con reglas claras que facilitan el cambio del proveedor de seguros 
que haya propuesto inicialmente el banco. El incumplimiento de estas reglas por parte de la 
entidad bancaria puede concluir en la nulidad del contrato de seguro y de la cláusula del 
contrato de préstamo que supeditase la validez de este último a la del primero. Esto es, el 
préstamo hipotecario permanecerá vigente y el contrato de seguro accesorio devendrá nulo. 
La regulación se halla en el artículo 17 de la Ley 5/2019, que reproducimos parcialmente: 
 

“Artículo 17. Práctica de ventas vinculadas y combinadas. 
 

1. Quedan prohibidas las prácticas de venta vinculada de préstamos, con las 
excepciones previstas en este artículo. 

    No obstante, la autoridad competente de conformidad con el artículo 28 
podrá autorizar prácticas de ventas vinculadas concretas cuando el 
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prestamista pueda demostrar que los productos vinculados o las categorías 
de productos ofrecidos, en condiciones similares entre sí, que no se presenten 
por separado, acarrean un claro beneficio a los prestatarios, teniendo 
debidamente en cuenta la disponibilidad y los precios de los productos 
pertinentes ofrecidos en el mercado. A estos efectos, el Banco de España 
podrá establecer mediante Circular criterios para la aplicación homogénea 
de las prácticas relativas a las ventas vinculadas permitidas. 

    Para la autorización prevista en el párrafo anterior, la autoridad competente 
recabará informe del Banco de España, cuando no sea la autoridad 
competente, de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones o de 
la Comisión Nacional del Mercado de Valores cuando alguno de los productos 
vinculados afecte a su ámbito de competencias. 

2. En consonancia con lo previsto en el apartado anterior, será nulo todo 
contrato vinculado al préstamo que, en perjuicio del prestatario, no cumpla 
con las exigencias previstas en este artículo. La nulidad de las cláusulas del 
contrato de préstamo que, en su caso, afecten a productos vinculados no 
determinará la nulidad del préstamo. 

3. Como excepción a la prohibición de las prácticas de venta vinculada 
contenida en el apartado 1, los prestamistas o intermediarios de crédito 
inmobiliario podrán exigir al prestatario la suscripción de una póliza de 
seguro en garantía del cumplimiento de las obligaciones del contrato de 
préstamo, así como la suscripción de un seguro de daños respecto del 
inmueble objeto de hipoteca y del resto de seguros previstos en la normativa 
del mercado hipotecario. En este caso el prestamista deberá aceptar pólizas 
alternativas de todos aquellos proveedores que ofrezcan unas condiciones y 
un nivel de prestaciones equivalentes a la que aquel hubiera propuesto, tanto 
en la suscripción inicial como en cada una de las renovaciones. El prestamista 
no podrá cobrar comisión o gasto alguno por el análisis de las pólizas 
alternativas que se le presenten por el prestatario. 

    La aceptación por el prestamista de una póliza alternativa, distinta de la 
propuesta por su parte, no podrá suponer empeoramiento en las condiciones 
de cualquier naturaleza del préstamo. 

... 

5. En las prácticas vinculadas autorizadas por la autoridad competente, el 
prestamista informará al prestatario de manera expresa y comprensible: 
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a) que se está contratando un producto vinculado, 
b) del beneficio y riesgo de pérdidas, especialmente en los productos de 

inversión, que supone para el prestatario su contratación, 
c) de los efectos que, en su caso, la cancelación anticipada del préstamo o 

cualquiera de los productos vinculados produciría sobre el coste conjunto del 
préstamo y el resto de los productos o servicios vinculados. 

6. Estarán permitidas, con los límites establecidos en este artículo, las ventas 
combinadas de préstamos. 

7. En las prácticas combinadas, el prestamista realizará la oferta de los 
productos de forma combinada y por separado, de modo que el prestatario 
pueda advertir las diferencias entre una oferta y otra. Antes de la 
contratación de un producto combinado, el prestamista informará al 
prestatario de manera expresa y comprensible: 

a) que se está contratando un producto combinado, 
b) del beneficio y riesgos de pérdida, especialmente en los productos de 
inversión, que supone para el prestatario su contratación, incluyendo 
escenarios simulados, 
c) de la parte del coste total que corresponde a cada uno de los productos o 
servicios, 
d) de los efectos que la no contratación individual o la cancelación anticipada 
del préstamo o cualquiera de los productos combinados produciría sobre el 
coste conjunto del préstamo y el resto de los productos o servicios combinados, 
y 
e) de las diferencias entre la oferta combinada y la oferta de los productos por 
separado.9” 

 

 
9 La prohibición de operaciones vinculadas no es compatible, con las previsiones sobre productos vinculados que 
figuran en la Guía de Acceso al Préstamo Hipotecario del Banco de España de 2013, no actualizada todavía, en la 
que se puede leer: En el caso particular de los préstamos hipotecarios, no existe, en principio, limitación alguna 
a las condiciones y cláusulas que se pueden incluir en un contrato de préstamo. Por tanto, nada impide que una 
entidad, para conceder un préstamo, exija del prestatario el cumplimiento de uno o varios requisitos adicionales, 
como pueden ser, por ejemplo, domiciliar una nómina, contratar un plan de pensiones, un producto de inversión 
o un seguro de unas determinadas características, aportar uno o varios fiadores, o que sean varios los prestatarios 
responsables del pago de las cuotas del préstamo.  
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La prohibición de las operaciones vinculadas tiene excepciones. En efecto, el párrafo 1 
reconoce que las prácticas de venta vinculada pueden ser autorizadas, bien por el Banco de 
España, bien por el organismo competente de la Comunidad Autónoma en cuyo territorio el 
prestamista profesional únicamente esté establecido, en determinadas condiciones y aunque 
se refieran a otros productos y servicios distintos de los contratos de seguro previsto en la Ley 
5/2019. 10 
 
La autoridad competente debe evaluar para la autorización la vinculación si cumple con los 
requisitos establecidos en la norma. El prestamista debe demostrar para obtener la 
autorización que “los productos vinculados o las categorías de productos ofrecidos, en 
condiciones similares entre sí, que no se presenten por separado, acarrean un claro beneficio 
a los prestatarios”. Para evaluar si los prestatarios obtienen este claro beneficio, la autoridad 
competente deberá tener en cuenta la disponibilidad y los precios de los productos 
pertinentes ofrecidos en el mercado.  
 
El párrafo 3 del artículo 17 de la Ley 5/2019 excluye de la prohibición de ventas vinculadas, 
precisamente a determinados contratos de seguro. ¿Qué contratos de seguro puede el 
prestamista ofrecer vinculados con el contrato de crédito inmobiliario?  Son según el artículo 
17.3 de la Ley los siguientes: 
 

1) una póliza de seguro en garantía del cumplimiento de las obligaciones del 
contrato de préstamo.  

 
La póliza de seguro en garantía del cumplimiento de las obligaciones del contrato de préstamo 
no distingue el ramo de aseguramiento. Las pólizas de seguro a las que se refiere la ley no 
abarcan solo los llamados seguros de amortización de préstamos, que cubre riesgos 
personales del prestatario que le impidan acometer el pago regular de sus cuotas, casos de 
desempleo o invalidez. También cubren los seguros de vida del prestatario. Pero en este caso, 
el diseño del seguro es determinante para calibrar si garantiza el cumplimiento de las 
obligaciones del contrato de préstamo o va más allá. Un seguro de vida en el que el capital 
asegurado permanezca invariable durante toda la vida del préstamo y no se reduzca de forma 
pareja a la amortización del capital prestado excede, pongamos por caso, de la función de 

 
10 Las previsiones de la guía hipotecaria de 2013, a las que aludimos en la nota anterior no pueden interpretarse 
como autorización del Banco de España de ventas vinculadas concretas a las que se refiere el apartado 1 del 
precepto. Es un documento informativo no actualizado. 
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garantía del pago de las cuotas. Y solo los seguros que tengan esa finalidad están permitidos 
en ofertas vinculadas. 
 

2) la suscripción de un seguro de daños respecto del inmueble objeto de 
hipoteca y del resto de seguros previstos en la normativa del mercado 
hipotecario.  

 
De acuerdo con el artículo 8 de la Ley 2/1981, de 25 de marzo, reguladora del Mercado 
Hipotecario el único seguro obligatorio vinculado a la contratación de un préstamo hipotecario 
es el seguro de daños de los bienes hipotecados. El artículo 10 del Real Decreto 716/2009, de 
24 de abril, de desarrollo de determinados aspectos de la ley del Mercado Hipotecario 
concreta en vía reglamentaria los ramos del seguro de este seguro obligatorio. Exige, en 
primer lugar, que el seguro contra daños sea adecuado a la naturaleza de los bienes 
hipotecados y señala que los riesgos cubiertos deberán ser al menos los previstos en números 
8 y 9 del artículo 6.1 del Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, 
con excepción del robo. Es obligatorio, en conclusión, un seguro de daños sobre el bien 
hipotecado proveniente de los siguientes riesgos: Incendio, explosión, tormenta, granizo, 
helada y elementos naturales distintos de la tempestad, energía nuclear y hundimiento de 
terreno.   
 
Aunque la ley permite la vinculación del contrato de seguro al préstamo inmobiliario, impide 
que la entidad de crédito pueda imponer el proveedor del contrato de seguro. De esta forma 
protege la libertad de elección del prestatario/tomador del seguro. En primer lugar, la ley 
obliga a la entidad prestamista a entregar por escrito las condiciones del contrato de seguro 
en su oferta. Así lo dispone el artículo 14.2 f) de la Ley de los Contratos de Crédito Inmobiliario 
5/2019, de 15 de marzo. Entregadas las condiciones del seguro, el prestatario podrá buscar 
ofertas alternativas de seguros con condiciones similares, para suscribir en lugar de la indicada 
por la entidad de crédito. La ley establece tres reglas, para alcanzar ese fin: 
 

b. El prestamista debe aceptar pólizas alternativas de todos aquellos proveedores 
que ofrezcan unas condiciones y un nivel de prestaciones equivalentes a la que 
aquel hubiera propuesto, tanto en la suscripción inicial como en cada una de las 
renovaciones.  

 
c. El prestamista no podrá cobrar comisión o gasto alguno por el análisis de las pólizas 

alternativas que se le presenten por el prestatario. 
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d. La aceptación por el prestamista de una póliza alternativa, distinta de la propuesta 

por su parte, no podrá suponer empeoramiento en las condiciones de cualquier 
naturaleza del préstamo. 

 
El juego conjunto de estas tres reglas impide al Banco, en este ámbito de los créditos 
inmobiliarios, la imposición de un determinado contrato de seguro, aquel que provea una 
compañía aseguradora perteneciente a su grupo, o aquella otra con la que tenga un especial 
convenio de distribución. Sin embargo, estas obligaciones específicas, conforme a la literalidad 
de la norma, parecen no regir para la oferta combinada, es decir, para toda oferta o venta de 
un paquete constituido por un contrato de préstamo y otros productos o servicios financieros 
diferenciados, cuando el contrato de préstamo se ofrezca también al prestatario por 
separado. No obstante, consideramos que la entidad de crédito no puede elevar el coste del 
préstamo ofrecido de forma combinada, por el solo hecho de que el prestatario acuda a un 
proveedor de seguros distinto del indicado por el prestamista en su oferta, para obtener un 
seguro de condiciones similares al ofertado en combinación por la entidad de crédito.11  
  
La ley prevé obligaciones específicas de transparencia en las operaciones de crédito 
inmobiliario. Son obligaciones de información precontractual muy estrictas y extensas. Ya 
hemos aludido a la obligación de entregar por escrito las condiciones básicas de los seguros, 
prevista en el artículo 14 de la Ley de los Contratos de Crédito Inmobiliario 5/2019, de 15 de 
marzo. La información precontractual debe consignarse en formularios normalizados, la Ficha 
Europea de Información Normalizada (FEIN) contenida en el Anexo I de la Ley. En los supuestos 
de ventas vinculadas autorizadas por la autoridad competente, la entidad de crédito deberá 
informar al prestatario de manera expresa y comprensible de los siguientes extremos: 
 

a) que se está contratando un producto vinculado, 
b) del beneficio y riesgo de pérdidas, especialmente en los productos de inversión, 

que supone para el prestatario su contratación, 

 
11 La norma vigente no es clara. El apartado 6 del artículo 17 autoriza las ofertas combinadas, sometidas a los 
límites establecidos en el artículo. La cuestión controvertida es si los límites fijados en el apartado 4, que regula la 
excepción a la prohibición de ventas vinculadas y establece dos exigencias (libertad de elección de proveedor de 
seguro y prohibición de incremento del coste por estudio de la póliza del proveedor alternativo, son igualmente 
aplicables a las ofertas combinadas. Ello por razones sistemáticas de la norma española. En cualquier caso, sí sería 
aconsejable en futuras reformas legislativas dotar de más claridad a la norma y extender, sin sombra de duda, a 
las ofertas combinadas las garantías aplicables a las ofertas vinculadas. 
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c) de los efectos que, en su caso, la cancelación anticipada del préstamo o 
cualquiera de los productos vinculados produciría sobre el coste conjunto del 
préstamo y el resto de los productos o servicios vinculados. 

  
En el supuesto de ventas combinadas el prestamista deberá realizar dos ofertas: la oferta de 
los productos de forma combinada y la oferta de los productos por separado, de modo que el 
prestatario pueda advertir las diferencias entre una oferta y otra. El prestamista deberá 
informar de forma expresa y comprensible de los siguientes extremos: 

1. que se está contratando un producto combinado, 
2. del beneficio y riesgos de pérdida, especialmente en los productos de 

inversión, que supone para el prestatario su contratación, incluyendo 
escenarios simulados 

a) de la parte del coste total que corresponde a cada uno de los productos o 
servicios, 

b) de los efectos que la no contratación individual o la cancelación anticipada 
del préstamo o cualquiera de los productos combinados produciría sobre el 
coste conjunto del préstamo y el resto de los productos o servicios 
combinados, y 

c) de las diferencias entre la oferta combinada y la oferta de los productos por 
separado. 

 
La información precontractual de la entidad de crédito debe referirse también a los derechos 
del prestatario respecto del seguro accesorio en caso de reembolso anticipado del préstamo. 
Por lo tanto, la entidad debe informar también de estos extremos: 
 

1. que se extinguirá el contrato de seguro accesorio al de préstamo del que sea 
beneficiario el prestamista, salvo que el prestatario comunique 
expresamente a la compañía aseguradora su deseo de que el contrato de 
seguro mantenga su vigencia y designe para ello un nuevo beneficiario.  

2. derecho el prestatario al extorno de la parte de prima no consumida por 
parte de quien la percibió.   

 
La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, en su servicio de reclamaciones, 
constató prácticas orientadas a perturbar la transparencia exigida con esta información y así 
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lo hizo constar en su Memoria de 201812, anterior a la promulgación de la Ley. La previsión en 
el contrato de seguro de que, en caso de cancelación anticipada del préstamo hipotecario, la 
entidad aseguradora devolverá el importe de la prima no consumida, debe acompañarse de 
una tabla de valores a lo largo de la vida del préstamo, y la forma de cálculo de la parte 
consumida de la prima. En la práctica las entidades deducen una serie de gastos referidos al 
seguro que no se han anunciado en la información precontractual. En estos casos, el criterio 
del Servicio de Reclamaciones de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones “es 
considerar que la oscuridad en la redacción de los contratos no debe perjudicar al asegurado, 
e impedir la detracción de cualesquiera gastos que no se establezcan de manera clara y 
expresa en el contrato suscrito.” 
 
La regulación no se limita a obligaciones de información precontractual. Incluye Normas y 
recomendaciones relativas al contenido de los seguros accesorios de préstamos inmobiliarios. 
Específicamente, disposiciones respecto al derecho de reembolso. 
 
La Ley 5/2019 reconoce al prestatario el derecho al reembolso anticipado del préstamo en su 
artículo 23.3: 
 

El prestatario tendrá derecho a una reducción del coste total del préstamo 
que comprenderá los intereses y los costes correspondientes al plazo que 
quedase por transcurrir hasta el momento de su extinción. En particular, se 
extinguirá el contrato de seguro accesorio al de préstamo del que sea 
beneficiario el prestamista, salvo que el prestatario comunique 
expresamente a la compañía aseguradora su deseo de que el contrato de 
seguro mantenga su vigencia y designe para ello un nuevo beneficiario, 
teniendo derecho el prestatario al extorno de la parte de prima no 
consumida por parte de quien la percibió. Se informará de estos derechos 
en la documentación precontractual y contractual del préstamo 
inmobiliario y del contrato de seguro. Se entenderá por seguro accesorio 
aquel que haya sido ofrecido por el prestamista al prestatario junto con el 
contrato de préstamo con la finalidad de cubrir los riesgos que pudieran 
afectar a su capacidad de reembolso del mismo. 

 
12 
http://www.dgsfp.mineco.es/es/Publicaciones/DocumentosPublicaciones/Memoria%20Reclamaciones%202018.
pdf  
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El prestatario podrá en cualquier momento anterior a la expiración del término pactado 
reembolsar de forma anticipada, total o parcialmente, la cantidad adeudada. Y el reembolso 
anticipado determinará la finalización, potestativa para el prestatario, de los contratos de 
seguros accesorios del préstamo. En caso de que el contrato de seguro se dé por vencido, el 
prestatario tiene derecho al extorno de la parte de prima no consumida por parte de quien la 
percibió. Sucede que los seguros accesorios del contrato de préstamo inmobiliario se ofrecen, 
usualmente, mediante una prima única pagada por el prestatario al inicio del contrato. Esta 
práctica dificulta al prestatario que suscribe el contrato de seguro por un largo plazo, 
coextensivo al de amortización del préstamo, la posibilidad de cambiar de proveedor a lo largo 
de la vida del seguro.  
 
Por ello la Memoria del Servicio de Reclamaciones de la Dirección General de Seguros y Fondos 
de Pensiones del año 2018 califica el ofrecimiento de seguros de prima única como una mala 
práctica, página 80. Razona la memoria que “en la medida en que ambas opciones, seguro 
anual renovable y seguro a prima única, son válidas y ofrecen la misma garantía a las 
entidades prestamistas, el hecho de que se requiera la contratación de la segunda modalidad 
tiene, según criterio del Servicio de Reclamaciones, la consideración de actuación contraria a 
las buenas prácticas”. 
 
(iii) Normativa estatal: Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación 

empresarial 
 
Debemos hacer una breve alusión a La Ley 5/2015 de 27 de abril, de fomento de la financiación 
empresarial. Esta norma tiene una doble finalidad, según su preámbulo. Por un lado, pretende 
hacer más accesible y flexible la financiación bancaria a las pymes; por otro, pretende avanzar 
en el desarrollo de medios alternativos de financiación, sentando las bases regulatorias 
necesarias para fortalecer las fuentes de financiación corporativa directa o financiación no 
bancaria en España. La ley no establece ninguna regla directa relativa a las ventas cruzadas, 
pero sí contiene una previsión que las presupone. Establece la ley en su artículo 1 la obligación 
de las entidades financieras de notificar con una antelación mínima de tres meses, su intención 
de no prorrogar o extinguir el flujo de financiación que vengan concediendo a una pyme o de 
disminuirlo en una cuantía igual o superior al 35 por ciento. 
 
Pues bien, el artículo 2 de la Ley obliga a las entidades que realicen tal notificación a facilitar en 
el plazo de diez días hábiles a contar desde el siguiente a la notificación “un documento 
denominado «Información Financiera-PYME» basado en toda la información que hubiere 
recabado de ella en relación con su flujo de financiación”. Este documento debe contener, según 
específica el apartado 2.1 c) quinto del precepto: 
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5.º una relación de los contratos de seguros vinculados al flujo de financiación. A estos efectos 
se considerarán seguros asociados los contratados dentro del plazo de 6 meses anteriores o 
posteriores al perfeccionamiento de cualquiera de los contratos de préstamo o crédito que 
componen el flujo de financiación o de cualquiera de sus prórrogas. 
 
La norma define los seguros asociados en función de un criterio temporal, de forma que, 
aunque la venta no haya sido vinculada o combinada, por realizarse en un momento temporal 
diferente, el contrato de seguro queda asociado al crédito. Este carácter asociado del seguro, 
permite considerarlo como un producto accesorio de la línea de crédito, que habrá de 
extinguirse o finalizar si el crédito deja de esta disponible. Pero habrá que estar, para tal 
efecto, a las condiciones contractuales convenidas entre las partes. 
 
 

(III) NORMAS MERCANTILES RELEVANTES 
 

o Normativa de Defensa de la libre competencia. 
 
Al igual que cualquier otra actividad económica o empresarial en nuestro país, la distribución 
y comercialización de seguros por las entidades financieras está sujeta a la normativa antitrust 
o protectora de la libre competencia. Concretamente, son o pueden ser relevantes a este 
respecto las disposiciones contenidas en los artículos 1.1, 2 y 3 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
de Defensa de la Competencia (en adelante “LDC”). https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2007-12946 
 
Las conductas colusorias están prohibidas por el artículo 1 de la LDC, tanto a nivel de principio 
general como algunos ejemplos concretos, que la norma enumera a título meramente 
ilustrativo. Podrían ser relevantes en este contexto los supuestos mencionados en los 
apartados 1.1.d y 1.1.e: 
 

«Artículo 1. Conductas colusorias. 
 

1. Se prohíbe todo acuerdo, decisión o recomendación colectiva, o práctica 
concertada o conscientemente paralela, que tenga por objeto, produzca o 
pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la competencia en todo 
o parte del mercado nacional y, en particular, los que consistan en: [...] 
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d) La aplicación, en las relaciones comerciales o de servicio, de 
condiciones desiguales para prestaciones equivalentes que 
coloquen a unos competidores en situación desventajosa frente 
a otros. 

e) La subordinación de la celebración de contratos a la aceptación 
de prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o con 
arreglo a los usos de comercio, no guarden relación con el objeto 
de tales contratos.» 

 
Según esta disposición, para la constatación de la existencia de una conducta colusoria no es 
necesaria la existencia de un acuerdo expreso entre empresas. Basta con la constatación de un 
acuerdo implícito (sin necesidad de comunicaciones entre las empresas concertadas), que se 
considera acreditado mediante conductas “conscientemente paralelas” en el mercado que no 
tengan una explicación objetiva y razonable distinta de la concertación. 
 
En el ámbito objeto de estudio, es altamente improbable que pudiera acreditarse la existencia 
de acuerdos entre entidades financieras concluidos mediante reuniones o comunicaciones 
entre sus gestores. Lo que ya no está tan claro, y podría estudiarse, es si respecto de alguna 
práctica bancaria en la comercialización de seguros pudiera estar produciéndose alguna 
práctica conscientemente paralela orientada a mantener una intensidad baja de competencia 
respecto del modo de comercialización de algunos productos financieros.  
 
En cuanto a los supuestos concretos enumerados como ejemplos de prácticas restrictivas de la 
competencia, destacan en este ámbito la utilización de condiciones discriminatorias en la 
comercialización de productos o prestación de servicios y, también, la subordinación de la 
celebración de contratos (p. ej. de préstamo hipotecario) a la aceptación de prestaciones 
suplementarias no relacionadas. La cuestión aquí sería discernir hasta qué punto, teniendo en 
cuenta la nueva Ley Hipotecaria (Ley 57/2019) ciertos seguros y las condiciones aplicadas por 
los bancos podrían considerarse relacionadas con la operación principal (el préstamo). 
 
También el abuso de posición dominante está prohibido por el artículo 2 de la LDC, tanto a 
nivel general como en referencia a ejemplos concretos que la norma cita. Podrían ser 
relevantes para nuestro análisis los supuestos mencionados en los apartados 2.2. a), d) y e): 
 

«Artículo 2. Abuso de posición dominante. 
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1. Queda prohibida la explotación abusiva por una o varias empresas de su posición 
de dominio en todo o en parte del mercado nacional. 

2. El abuso podrá consistir, en particular, en: 

1) La imposición, de forma directa o indirecta, de precios u otras condiciones 
comerciales o de servicios no equitativos. 

2) [...]. 
3) [...]. 
4) La aplicación, en las relaciones comerciales o de servicios, de condiciones 

desiguales para prestaciones equivalentes, que coloque a unos competidores en 
situación desventajosa frente a otros. 

5) La subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones 
suplementarias que, por su naturaleza o con arreglo a los usos de comercio no 
guarden relación con el objeto de dichos contratos. » 

 
Para que pueda aplicarse esta prohibición a un operador económico es requisito previo que 
tenga una posición de dominio en el mercado. Y es que, como es obvio, para abusar de una 
posición de dominio, es preciso tenerla.  
 
A nivel europeo, el artículo 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), 
que contiene una norma similar, requiere para su aplicación, además, la posibilidad de que 
esa explotación abusiva afecte al comercio entre los Estados miembros. 
 
La posición de dominio es la situación de poder económico de una o más empresas que le 
otorga u otorgan la capacidad de obstaculizar o impedir la competencia, como resultado del 
predominio e independencia de esta o éstas respecto de sus competidores en el mercado. 
 
Para determinar si una determinada entidad financiera tiene o no posición de dominio en un 
determinado mercado (por ejemplo, de préstamos hipotecarios), sería necesario realizar un 
análisis económico del mercado relevante, a cuyos efectos han de tomarse en consideración 
tres criterios concurrentes: geográfico, temporal y objetivo. Una vez delimitado el mercado 
relevante, habría que ver si la entidad en cuestión está o no en condiciones de ejercitar por sí 
sola una influencia notable en el mercado o si falta una competencia efectiva por parte de 
otras entidades. La cuota de mercado que disfruta la entidad examinada es muy relevante en 
este análisis. 
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El artículo 2 de la LDC prohíbe, en algunos casos, la realización de las mismas conductas que 
están vetadas en el artículo 1 LDC pero, a diferencia de las conductas colusorias (que se 
cometen de forma concertada por dos o más operadores) en este caso la conducta prohibida 
se realiza por una sola entidad que, gracias a su posición dominante en el mercado, no necesita 
de otras para llevar a la práctica las conductas restrictivas de la competencia. Obviamente, en 
el mercado bancario español, que actualmente está inmerso en una creciente concentración 
debido a las fusiones entre grandes entidades bancarias, la probabilidad de encontrar 
entidades que tengan una posición de dominio en la comercialización de algún tipo de 
producto o servicio es sin duda creciente. 

La LDC incluye entre las prácticas prohibidas los actos de competencia desleal que falseen 
gravemente la competencia en el mercado y esa grave distorsión afecte al interés público 
(artículo 3 LDC). 

 
«Artículo 3. Falseamiento de la libre competencia por actos desleales. 
La Comisión Nacional de la Competencia o los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas conocerán en los términos que la presente Ley 
establece para las conductas prohibidas, de los actos de competencia desleal 
que por falsear la libre competencia afecten al interés público.» 
 

Según la doctrina del antiguo Tribunal de Defensa de la Competencia13 (actualmente CNMC) 
para que se dé este supuesto deben concurrir tres elementos: a) un acto de competencia 
desleal según la Ley 3/1991; b) que ese acto pueda producir un falseamiento sensible de la 
competencia en todo o en parte del mercado nacional, y c) que afecte al interés público. 
 

Así pues, no todos los actos de competencia desleal automáticamente implican una infracción 
del artículo 3 LDC: sólo aquellos especialmente graves porque, dada su generalización o gran 
repercusión, afecten a la forma en que los operadores compiten en el mercado relevante. 
Obviamente, uno de los factores -entre otros- que pueden influir en esa especial trascendencia 
de un acto de competencia desleal, es que su autor sea una entidad con posición de dominio 
en el mercado o, al menos con una alta cuota. 

 
13 Resolución de 6 de febrero de 2004 [RJ 2004, 328]), sobre el anterior artículo 7 de la Ley 16/1989, de 17 de 
julio, de Defensa de la Competencia, antecedente del actual artículo 3 LCD. 
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Eso sí, para la aplicación de este artículo es necesario constatar la existencia de un acto de 
competencia desleal especialmente grave o generalizado. Para lo cual es preciso acudir a la 
normativa sobre competencia desleal. 
 

o Normativa sobre competencia desleal. 

La regulación vigente contra la competencia desleal se encuentra fundamentalmente en la Ley 
3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal (en adelante “LCD”).  
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1991-628 

 

La vinculación de las normas sobre competencia desleal con la protección de los consumidores 
se vio extraordinariamente reforzada por la Ley 29/2009, de 30 de diciembre, que incorporó la 
denominada Directiva UE sobre las prácticas comerciales desleales. 

Ahora bien, las normas sobre competencia desleal (por actos dirigidos a consumidores) son 
compatibles y complementarias con las disposiciones legales dictadas específicamente para 
proteger a los consumidores contra algunas actuaciones empresariales ya contempladas como 
ilícitas por los preceptos sobre competencia desleal. Así, por ejemplo, la publicidad engañosa 
está prohibida por el artículo 5 LCD y, además, puede dar lugar sanciones administrativas según 
lo dispuesto en el artículo 19 LGDCU, como establece el artículo 19 LCD. 

El ámbito subjetivo de aplicación es distinto en ambos ámbitos: las normas sobre competencia 
desleal pueden ser invocadas por los empresarios (normalmente los competidores), mientras 
que las normas administrativas de protección de los consumidores sólo protegen a éstos (y 
serán invocadas por ellos o las asociaciones que los protegen). Además, la violación de normas 
administrativas de protección a los consumidores da lugar, normalmente, a la imposición de 
sanciones administrativas, a las que puede vincularse la indemnización de daños y perjuicios 
(artículo 48 LGDCU); mientras que en aplicación de las normas sobre competencia desleal se 
puede obtener esa indemnización, pero normalmente no habrá lugar a la imposición de 
sanciones administrativas. Finalmente, mientras la acción administrativa para la protección de 
los consumidores puede realizarse de oficio o por una simple denuncia, la acción por 
competencia desleal suele exigir la iniciación de un procedimiento judicial. 

Así pues, es posible la coexistencia de una regulación contra la competencia desleal y de 
disposiciones administrativas para protección de los consumidores que coincidan en algunos 
supuestos prohibidos tal como ocurre con las normas de la LCD y la LGDCU. 

Hay que tener asimismo en cuenta lo dispuesto en la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, que incorpora normas en virtud de las cuales pueden sancionarse 
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por la vía administrativa las prácticas comerciales calificadas como desleales por la Ley de 
Competencia Desleal. Así, por ejemplo, el artículo 47.3 de LGDCU dispone que «las autoridades 
competentes en materia de consumo sancionarán asimismo.... las prácticas comerciales 
desleales con los consumidores y usuarios». 

También es importante la interacción entre la LCD y la Ley 34/1988, General de Publicidad (LGP), 
que declara ilícita la publicidad engañosa en su artículo 3.  La LCD se remite a la LGP cuando en 
su artículo 18 dispone que «la publicidad considerada ilícita por la Ley General de Publicidad 
se reputará desleal». Así pues, cualquier vulneración por parte de una entidad bancaria de las 
normas sobre publicidad de seguros y productos crediticios constituiría, automáticamente, un 
acto de competencia desleal invocable por otro operador en el mercado. 

 
a) Actos desleales. 

Existen diversos comportamientos que la LCD considera actuaciones desleales. Ya de entrada, 
el artículo 4.1 enuncia la denominada cláusula general, en virtud de la cual “se reputa desleal 
todo comportamiento que resulte objetivamente contrario a las exigencias de la buena fe”, lo 
cual, en las relaciones con consumidores o usuarios, se entiende aquél “contrario a la diligencia 
profesional, entendida ésta como el nivel de competencia y cuidados especiales que cabe 
esperar de un empresario conforme a las prácticas honestas del mercado, que distorsione o 
pueda distorsionar de manera significativa el comportamiento económico del consumidor 
medio...”. O sea, según aclara la LCD en este mismo artículo 4, “ 

«... utilizar una práctica comercial para mermar de manera apreciable su 
capacidad de adoptar una decisión con pleno conocimiento de causa, haciendo 
así que tome una decisión sobre su comportamiento económico que de otro 
modo no hubiera tomado.» 

En el ámbito de la contratación de seguros, parece claro que para cumplir con las exigencias de 
la buena fe objetiva una entidad que comercialice este producto debe cumplir 
escrupulosamente -y sin artilugios destinados a eludir su finalidad- la normativa vigente sobre 
mediación y distribución de seguros. La transparencia y provisión de la suficiente información 
al usuario que contrata un seguro es un requisito especialmente importante en esta actividad.  

Cuando se exige a un usuario que junto con un préstamo que ha solicitado debe contratar un 
seguro de vida o de daños, la falta de transparencia en la información que se da al cliente podría 
distorsionar de manera significativa su comportamiento económico. Nótese que, siendo los 
contratos de seguro “contratos de adhesión”, en muchas ocasiones las entidades bancarias que 
los comercializan no facilitan al cliente la información detallada a la que están obligados. 
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Es importante también evitar las denominadas “prácticas agresivas”, mencionadas en varios 
artículos de la LCD. Así, por ejemplo, en el artículo 8: 

 
«Artículo 8. Prácticas agresivas. 

a) Se considera desleal todo comportamiento que teniendo en cuenta sus 
características y circunstancias, sea susceptible de mermar de manera 
significativa, mediante acoso, coacción, incluido el uso de la fuerza, o 
influencia indebida, la libertad de elección o conducta del destinatario 
en relación al bien o servicio y, por consiguiente, afecte o pueda afectar 
a su comportamiento económico.   

      A estos efectos, se considera influencia indebida la utilización de una 
posición de poder en relación con el destinatario de la práctica para 
ejercer presión, incluso sin usar fuerza física ni amenazar con su uso. 

b) Para determinar si una conducta hace uso del acoso, la coacción o la 
influencia indebida se tendrán en cuenta: 

1. El momento y el lugar en que se produce, su naturaleza o su persistencia. 
2. [...] 
3. La explotación por parte del empresario o profesional de cualquier infortunio o 
circunstancia específicos lo suficientemente graves como para mermar la capacidad 
de discernimiento del destinatario, de los que aquél tenga conocimiento, para influir 
en su decisión con respecto al bien o servicio. 
4. Cualesquiera obstáculos no contractuales onerosos o desproporcionados 
impuestos por el empresario o profesional cuando la otra parte desee ejercitar 
derechos legales o contractuales, incluida cualquier forma de poner fin al contrato 
o de cambiar de bien o servicio o de suministrador.» 

 

Esta disposición es un tanto genérica, pues el concepto de “influencia indebida” es 
jurídicamente indeterminado y, por tanto, es ampliamente interpretable, para lo cual deben 
valorarse las circunstancias previstas en el párrafo 2 del artículo 8 LCD.  

En la comercialización de seguros vinculados a un producto crediticio, podrían darse supuestos 
de “influencia indebida”. Nótese que en muchos casos no se obliga a la contratación, pero se 
“sugiere”, “incita” o se “recomienda” la contratación– en una situación de abuso de una 
posición prevalente, al vincularse la concesión del préstamo solicitado por el usuario -el 
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producto que realmente quiere y necesita- con un producto accesorio que o bien no es 
necesario o no lo es en las condiciones ofrecidas por la entidad. Esta práctica podría vulnerar 
los derechos de los clientes, que en el momento de pedir un crédito están en una situación de 
inferioridad evidente, tanto a nivel económico como psicológico. 

Más específica respecto del sector asegurador es la práctica agresiva tipificada en el artículo 
31.1 LCD: 

 

«Artículo 31. Otras prácticas agresivas. 

Se considera desleal por agresivo: 

    Exigir al consumidor o usuario, ya sea tomador, beneficiario o tercero 
perjudicado, que desee reclamar una indemnización al amparo de un 
contrato de seguro, la presentación de documentos que no sean 
razonablemente necesarios para determinar la existencia del siniestro y, en 
su caso, el importe de los daños que resulten del mismo o dejar 
sistemáticamente sin responder la correspondencia al respecto, con el fin de 
disuadirlo de ejercer sus derechos. » 

 

En cuanto a las obligaciones de información y transparencia en el proceso previo a la 
contratación, puede ser relevante el artículo 27 de la LCD que prohíbe las prácticas engañosas: 

 
«Artículo 27. Otras prácticas engañosas. 

Igualmente se consideran desleales por engañosas las prácticas que: 
1. [...] 

2. Transmitan información inexacta o falsa sobre las condiciones de mercado o 
sobre la posibilidad de encontrar el bien o servicio, con la intención de inducir 
al consumidor o usuario a contratarlo en condiciones menos favorables que 
las condiciones normales de mercado.» 

 

Esta disposición puede ser relevante en relación con la comercialización de seguros vinculados 
a un producto crediticio, a un precio superior al medio o habitual en el mercado para 
operaciones de aseguramiento similares.  
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Finalmente, y como colofón a todas las prácticas desleales anteriormente mencionadas, debe 
tenerse en cuenta que la violación de normas, en sí misma, puede constituir un acto de 
competencia desleal generador de derechos indemnizatorios para el perjudicado. Véase el 
artículo 15 de la LCD: 

 

 
«Artículo 15. Violación de normas. 

a) Se considera desleal prevalerse en el mercado de una ventaja 
competitiva adquirida mediante la infracción de las leyes. La ventaja 
ha de ser significativa. 

b) Tendrá también la consideración de desleal la simple infracción de 
normas jurídicas que tengan por objeto la regulación de la actividad 
concurrencial» 

 
La libre competencia en el mercado parte de la base según la cual todos los competidores deben 
cumplir las obligaciones legales que les corresponden. Por ello, si en el mercado de 
comercialización de seguros alguna entidad (bancaria o no) compitiese infringiendo las normas 
legales que debería cumplir, ello probablemente le situaría en una posición ventajosa frente al 
resto de entidades participantes en el mercado asegurador, que compiten con ella. Ello justifica 
que el incumplimiento de normas, en especial las que rigen para la actividad económica 
competitiva en el mercado, constituya un supuesto concreto de competencia desleal. 

 
b) Presupuestos de aplicación de la LCD. 

La LCD no trata de proteger solamente al competidor directo del infractor, sino también y muy 
especialmente a los consumidores y al propio funcionamiento correcto del sistema competitivo. 
Por ello, no es preciso que una actuación se produzca dentro de una relación de competencia 
entre varios empresarios para que pueda considerarse incorrecta y, por tanto, constitutiva de 
competencia desleal (artículo 3.2 LCD)14. Para que esa deslealtad exista basta que la actuación 
en cuestión sea incorrecta y pueda perjudicar a cualquiera de los participantes en el mercado, 
por ejemplo, a los consumidores, o pueda distorsionar el funcionamiento del propio sistema 
competitivo. 

 
14 Artículo 3.2 LCD: “La aplicación de la Ley no podrá supeditarse a la existencia de una relación de competencia 
entre el sujeto activo y el sujeto pasivo del acto de competencia desleal.” 
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Asimismo, para que se produzca un acto de competencia desleal, ni siquiera es preciso que se 
concluya una operación comercial (o varias). Basta con que existan actos preparatorios dirigidos 
a tal fin (p. ej. negociaciones), pues así lo establece el artículo 2.3 LCD: “La ley será de aplicación 
a cualesquiera actos de competencia desleal, realizados antes, durante o después de una 
operación comercial o contrato, independientemente de que éste llegue a celebrarse o no”. 

Por tanto, actividad de comercialización o distribución de seguros podría dar lugar a prácticas 
desleales no sólo derivadas de la conclusión de los contratos (firma de las pólizas) sino incluso 
antes, en el proceso de negociación o fase precontractual (publicidad, tratos preliminares, 
entrega de información previa, etc.). 

 

(IV) PROTECCIÓN DEL CONSUMIDOR Y DATOS PERSONALES 
 
Nuestro ordenamiento jurídico contiene varios sectores legales que, desde una perspectiva u 
otra, tienen como finalidad la protección de los consumidores y usuarios en los procesos de 
contratación de bienes y servicios. Dentro de las distintas áreas que deben tenerse en cuenta, 
también en la actividad de contratación de seguros, pueden mencionarse: (a) La normativa 
sobre condiciones generales de la contratación; (b) La normativa general de protección de los 
consumidores; (c) La normativa sobre protección de datos de carácter personal; y (d) La 
normativa sobre comercio electrónico y sociedad de la información. 
 

o Normativa sobre condiciones generales de la contratación. 
 
Los contratos de seguro son generalmente contratos de adhesión, en el sentido previsto en el 
artículo 1 de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de la Contratación 
(“LCGC”). https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-8789&p=20190316&tn=1#a1 

 
Y es que, aunque ocasionalmente pudiera negociarse alguna condición en el contrato de 
seguro, lo habitual es que el mismo esté redactado con cláusulas predispuestas cuya 
incorporación al contrato es impuesta por una de las partes (la entidad financiera o 
aseguradora) a la otra (cliente), y están concebidas con la finalidad de ser incorporadas a una 
pluralidad de contratos. Así, por ejemplo, según la jurisprudencia y la referencia expresa en 
las Memorias del Servicio de 2018 de Reclamaciones de la Dirección General de Seguros y 
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Fondos de Pensiones (DGSFP) de 2018, 2019 y 202015, queda claro que la vinculación de la 
concesión de contratos de préstamo hipotecarios a la suscripción de un seguro de vida, 
muchas veces de prima única, es una práctica generalizada y no se trata de negociaciones 
individualizadas. 
 

(i) Control de incorporación. 
 
En los contratos de adhesión -y entre ellos los seguros- la parte predisponente (p. ej. la entidad 
financiera) debe cumplir con una serie de requisitos para que las condiciones generales 
queden incorporadas al contrato (control de inclusión o de incorporación). Mediante el 
control de incorporación se intenta comprobar que la adhesión se ha realizado con unas 
mínimas garantías de cognoscibilidad por parte del adherente de las cláusulas que se incluyen 
en el contrato. 
 
La LCGC se refiere a la incorporación de las condiciones generales al contrato en dos 
preceptos: en el artículo 5 para establecer los requisitos de incorporación; y en el artículo 7 
para establecer cuándo las condiciones generales no quedan incorporadas al contrato. 
 
Conforme al artículo 5, en lo que ahora importa: 
 

1. Las condiciones generales pasarán a formar parte del contrato cuando 
se acepte por el adherente su incorporación al mismo y sea firmado por 
todos los contratantes. 

2. Todo contrato deberá hacer referencia a las condiciones generales 
incorporadas. 

3. No podrá entenderse que ha habido aceptación de la incorporación de 
las condiciones generales al contrato cuando el predisponente no haya 

 
15 Págs. 78-79 en la Memoria de 2018 
http://www.dgsfp.mineco.es/es/Publicaciones/DocumentosPublicaciones/Memoria%20Reclamaciones%202018.
pdf . 
Págs. 89-90 en la Memoria de 2019 
http://www.dgsfp.mineco.es/es/Publicaciones/DocumentosPublicaciones/Memoria%20del%20servicio%20de%2
0reclamaciones%202019.pdf. 
Págs. 87-88 en la Memoria de 2020  
http://www.dgsfp.mineco.es/es/Publicaciones/DocumentosPublicaciones/memoria%20del%20servicio%20de%2
0reclamaciones%202020.pdf 



 

50 
 

informado expresamente al adherente acerca de su existencia y no le 
haya facilitado un ejemplar de las mismas. 

4. La redacción de las cláusulas generales deberá ajustarse a los criterios 
de transparencia, claridad, concreción y sencillez. 

 
A su vez, a tenor del artículo 7, no quedarán incorporadas al contrato las condiciones generales 
que: 

a) El adherente no haya tenido oportunidad real de conocer de manera 
completa al tiempo de la celebración del contrato o cuando no hayan 
sido firmadas, si ello fuera necesario conforme al artículo 5. 

b) Sean ilegibles, ambiguas, oscuras e incomprensibles, salvo, en 
cuanto a estas últimas, que hubieren sido expresamente aceptadas 
por escrito por el adherente y se ajusten a la normativa específica 
que discipline en su ámbito la necesaria transparencia de las 
cláusulas contenidas en el contrato. 

 
En la práctica, se aplica en primer lugar el filtro negativo del artículo 7 LCGC; y si se supera, es 
necesario pasar una segunda criba, ahora positiva, que es la prevista en los artículos 5.5 y 7 
de la misma Ley: la redacción de las cláusulas generales deberá ajustarse a los criterios de 
transparencia, claridad, concreción y sencillez, de modo que no quedarán incorporadas al 
contrato las que sean ilegibles, ambiguas, oscuras e incomprensibles. 
 
El primero de los filtros mencionados, el del artículo 7, consiste, pues, en acreditar que el 
adherente (tomador del seguro) tuvo ocasión real de conocer las condiciones generales al 
tiempo de la celebración. La Sentencia del Tribunal Supremo nº 241/2013, de 9 mayo 2013, 
consideró suficiente que la parte predisponente acredite la puesta a disposición y la 
oportunidad real de conocer el contenido de dichas cláusulas para superar este control, 
independientemente de que el adherente o el consumidor realmente las haya conocido y 
entendido, pues esto último tendría más que ver con el control de transparencia y no con el 
de inclusión. 
 
El segundo de los filtros del control de incorporación, previsto en los artículos 5 y 7 LCGC, hace 
referencia a la comprensibilidad gramatical y semántica de la cláusula. 
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En suma, para superar el control de incorporación, debe tratarse de una cláusula con una 
redacción clara, concreta y sencilla, que permita una comprensión gramatical normal y que el 
adherente haya tenido oportunidad real de conocer al tiempo de la celebración del contrato. 
 
El control de incorporación es aplicable a cualquier contrato en que se utilicen condiciones 
generales de la contratación (aunque ninguna de las partes sea un consumidor). No ocurre lo 
mismo con los controles de transparencia y abusividad, reservados a los contratos celebrados 
con consumidores. 
 

(ii) Control de transparencia. 
 
El necesario control de transparencia se deriva de lo previsto en los artículos 5.5 y 7.b) de la 
LCGC. A diferencia del control de incorporación, el control de transparencia solo procede en 
contratos con consumidores. 
 
El control de transparencia no se agota en el mero control de incorporación, sino que supone 
un plus sobre el mismo. Según se desprende inequívocamente de la jurisprudencia del TJUE 
(sentencias de 21 de marzo de 2013, asunto C-92/11 , caso RWE Vertrieb; de 30 de abril de 
2014, asunto C-26/13 , caso Kásler y Káslerne Rábai; de 26 de febrero de 2015, asunto C-
143/13 , caso Matei; y de 23 de abril de 2015, asunto C-96/14, caso Van Hove), no solo es 
necesario que las cláusulas estén redactadas de forma clara y comprensible, sino también que 
el adherente pueda tener un conocimiento real de las mismas, de forma que un consumidor 
informado pueda prever, sobre la base de criterios precisos y comprensibles, sus 
consecuencias económicas. 
 
Según tiene declarado repetidamente el Tribunal Supremo, “el control de transparencia 
excluye que, en contratos en que el adherente sea un consumidor, pueda agravarse la carga 
económica que el contrato supone para el consumidor, tal y como éste la había percibido, 
mediante la inclusión de una condición general que supere los requisitos de incorporación, pero 
cuya trascendencia jurídica o económica le pasó inadvertida, porque se le dio un inapropiado 
tratamiento secundario y no se le facilitó la información clara y adecuada sobre las 
consecuencias jurídicas y económicas de dicha cláusula” (Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 
1ª, nº 314/2018, de 28 de mayo de 2018) 
 
El control de transparencia en ocasiones no se debería considerar superado en las operaciones 
en las que la cláusula referida a un seguro vinculado está enmascarada entre una multiplicidad 
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de datos o de otras cláusulas, lo que dificulta su efectivo conocimiento y comprensión de su 
alcance por el adherente. Es decir, la comprensibilidad por el consumidor de la carga jurídica 
y económica de la condición general de la contratación.  
 

(iii) Aplicación en el sector de los seguros vinculados. 
 
Antes de la aprobación de la Ley 5/2019, muchos tribunales, si bien partiendo de la licitud con 
carácter general de la imposición del seguro vinculado a un préstamo, declaraban nula su 
contratación si la misma no se había efectuado cumpliendo con los requisitos de introducción 
de condiciones generales de la contratación como son los mencionados controles de 
incorporación y transparencia. Es más, el Tribunal Supremo declaró válidos los seguros 
vinculados partiendo de la base de que el prestatario elegía libremente la compañía 
aseguradora, lo cual es una asunción que no se ajustaba frecuentemente a la realidad (al 
menos al amparo de la normativa anterior a la Ley 5/2019). 
 
En el ramo del seguro de vida, es preciso verificar si la imposición de la contratación del seguro 
supera el control de incorporación, toda vez que, salvo en supuestos de financiación de la 
prima única con el propio préstamo hipotecario, no siempre se menciona la contratación en 
la oferta vinculante y en el contrato, aún a pesar del elevadísimo importe que supone una 
prima única de un seguro de vida de estas características. En cambio, si se financia el importe 
de la prima, sí es habitual que la escritura pública contenga una cláusula que autorice a la 
entidad financiera a retener parte del principal prestado para su pago. En ambos supuestos, 
todo se desarrolla en el ámbito exclusivo de disposición del prestamista que impone el 
aseguramiento y efectúa el pago por cuenta de los prestatarios: por más que se redacte la 
cláusula indicando que los prestatarios dan una orden de transferencia, ésta se vincula 
directamente a la contratación del préstamo. 
 

o Normativa general de protección de los consumidores. 
 
La Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios (actual Texto Refundido 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre –LGDCU-), contiene 
importantes normas de obligado cumplimiento por parte de las entidades comercializadoras 
de seguros. https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2007-20555&p=20210120&tn=1#a81 
 
Por un lado, la LGDCU contiene disposiciones sobre control de transparencia en las 
condiciones de los contratos, que son complementarias a las ya mencionadas al tratar la LCGC; 
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y también existen disposiciones que podrían ser relevantes en relación con la prohibición de 
cláusulas abusivas (reciprocidad de las contraprestaciones, imposición de servicios no 
solicitados o de garantías desproporcionadas). 
 

(i) Control de transparencia. 
 
La contratación de un seguro como garantía adicional del pago de un préstamo no resulta por 
sí misma abusiva, pero sí que debe someterse a los controles de transparencia –formal y de 
contenido- ex artículos 60 y 80 de la LGDCU, sobre información previa al contrato y claridad 
de las cláusulas no negociadas individualmente, cuando dicha contratación ha sido impuesta 
por la entidad prestamista, como condición para el otorgamiento del préstamo.  
 
De forma similar a lo previsto en los artículos 5 y 7 de la LCGC, el artículo 80 de la LGDCU 
establece los siguientes requisitos: 
 

«Artículo 80. Requisitos de las cláusulas no negociadas individualmente. 

1. En los contratos con consumidores y usuarios que utilicen cláusulas no 
negociadas individualmente, incluidos los que promuevan las 
Administraciones públicas y las entidades y empresas de ellas 
dependientes, aquéllas deberán cumplir los siguientes requisitos 

1. Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de 
comprensión directa, sin reenvíos a textos o documentos que no se 
faciliten previa o simultáneamente a la conclusión del contrato, y a los 
que, en todo caso, deberá hacerse referencia expresa en el documento 
contractual. 

2. Accesibilidad y legibilidad, de forma que permita al consumidor y 
usuario el conocimiento previo a la celebración del contrato sobre su 
existencia y contenido. En ningún caso se entenderá cumplido este 
requisito si el tamaño de la letra del contrato fuese inferior al milímetro 
y medio o el insuficiente contraste con el fondo hiciese dificultosa la 
lectura. 

3. Buena fe y justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las 
partes, lo que en todo caso excluye la utilización de cláusulas abusivas. 
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2. Cuando se ejerciten acciones individuales, en caso de duda sobre el 
sentido de una cláusula prevalecerá la interpretación más favorable al 
consumidor. » 

 
Cuando las cláusulas de un contrato de préstamo o de seguro vinculado a un préstamo 
incumplan los requisitos previstos en esta norma, la consecuencia es la prevista en el artículo 
83.2 LGDCU: “Las condiciones incorporadas de modo no transparente en los contratos en 
perjuicio de los consumidores serán nulas de pleno derecho”. 
 
Asimismo, es importante la regla de interpretación de cláusulas dudosas en el sentido más 
favorable al consumidor, según prevé no solamente el artículo 80.2 LGDCU sino también el 
artículo 65: 

«Artículo 65. Integración del contrato. 
 

Los contratos con los consumidores y usuarios se integrarán, en beneficio 
del consumidor, conforme al principio de buena fe objetiva, también en los 
supuestos de omisión de información precontractual relevante.» 

 
Así pues, los contratos de adhesión propuestos por cualquier entidad financiera deben ser 
claros, so pena de resultar inaplicables en aquellas partes oscuras o, alternativamente, que se 
les dé la interpretación posible que sea más favorable para el cliente. 
 

(ii) Nulidad de las cláusulas abusivas. 
 
Según lo establecido en el artículo 83 de la LGDCU, en el caso de que un contrato de adhesión 
(como un contrato de seguro vinculado a un préstamo) contenga una cláusula abusiva, la 
cláusula en cuestión se tendrá por no puesta. 
 
 

«Artículo 83. Nulidad de las cláusulas abusivas y subsistencia del contrato. 

Las cláusulas abusivas serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no 
puestas. A estos efectos, el Juez, previa audiencia de las partes, declarará la 
nulidad de las cláusulas abusivas incluidas en el contrato, el cual, no 
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obstante, seguirá siendo obligatorio para las partes en los mismos términos, 
siempre que pueda subsistir sin dichas cláusulas. 

[...] » 

 
La aplicación de esta norma beneficiaría normalmente al tomador de un seguro vinculado a 
un préstamo en la medida en que, si la cláusula abusiva es la relacionada con la contratación 
del seguro (de vida o daños) puede conseguirse que el seguro sea declarado nulo (y por tanto 
ineficaz), quedando vigente el resto del contrato (la parte relativa al préstamo), que subsistiría 
sin el seguro. 
 
Ahora bien, la cláusula por la que se impone al prestatario la suscripción de un seguro como 
garantía adicional de la devolución del préstamo no es abusiva per se. Dependerá de las 
circunstancias. Nótese que la Ley 5/2019 permite la vinculación de seguros a préstamos 
hipotecarios cumpliendo ciertos requisitos. 
 
A pesar de que el artículo 89.4 y 5 de la LGDCU establece el carácter abusivo de: 

d) La imposición al consumidor y usuario de bienes y servicios 
complementarios o accesorios no solicitados. 

e) Los incrementos de precio por servicios accesorios, financiación, 
aplazamientos, recargos, indemnización o penalizaciones que no 
correspondan a prestaciones adicionales susceptibles de ser aceptados 
o rechazados en cada caso expresados con la debida claridad o 
separación. 

 
...sin embargo, esta regla general no es claramente aplicable a los seguros vinculados a un 
préstamo, no sólo porque en este caso el seguro no es tanto un “servicio” complementario 
que se presta al cliente sino más bien una garantía que se otorga en interés del contratante 
profesional (prestamista). Y, además, la vinculación de un contrato de seguro a uno de 
préstamo hipotecario está permitida con ciertos requisitos por el artículo 17.3 de la Ley 
5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario. 
 
Ello, no obstante, no está de más tener en mente esta causa de abuso para según qué 
supuestos de vinculación de seguros que no estén amparados por la normativa sectorial. Antes 
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de la promulgación de la Ley 5/2019, bajo la normativa anterior, hay varios ejemplos de 
Sentencias que declaran la nulidad de la contratación de un seguro vinculado a un préstamo16.  
 
Aparte de lo anterior, los supuestos de cláusulas abusivas que podrían tenerse en cuenta en 
la contratación de seguros vinculados a préstamos son básicamente los previstos en el artículo 
82 de la LGDCU: 

 
“Artículo 82. Concepto de cláusulas abusivas. 
 

1. Se considerarán cláusulas abusivas todas aquellas estipulaciones no negociadas 
individualmente y todas aquellas prácticas no consentidas expresamente que, 
en contra de las exigencias de la buena fe causen, en perjuicio del consumidor 
y usuario, un desequilibrio importante de los derechos y obligaciones de las 
partes que se deriven del contrato. 

2. [...]  

El empresario que afirme que una determinada cláusula ha sido negociada 
individualmente, asumirá la carga de la prueba. 

3. El carácter abusivo de una cláusula se apreciará teniendo en cuenta la 
naturaleza de los bienes o servicios objeto del contrato y considerando todas las 
circunstancias concurrentes en el momento de su celebración, así como todas 
las demás cláusulas del contrato o de otro del que éste dependa. 

 
16 Véase, por ejemplo la Sentencia de la Audiencia Provincial de León (Sección 1ª) núm. 314/2015 de 16 diciembre 
2015 (JUR 2016\34407), que trató un supuesto de contratación de un seguro de protección del pago de un  
préstamo hipotecario, ocultándose la cláusula y sin que se hubiera ofrecido al cliente la posibilidad de contratar 
un seguro de prima temporal anual renovable, y sin que tampoco se le hubiera ofrecido información relevante 
como los criterios de cálculo del valor de rescate ni, por supuesto, el elevado coste que suponía el pago de la prima 
única que, además, debía de ser financiado, todo lo cual llevó al tribunal a declarar la falta de transparencia del 
control de contenido de la cláusula.  
No es ésta una sentencia aislada, pues también la Audiencia Provincial de Jaén declaró la nulidad de un seguro por 
imponérsele al prestatario una determinada aseguradora que, además, formaba parte del mismo grupo 
empresarial que la entidad financiera y cuyas condiciones eran perjudiciales para el consumidor y francamente 
mejorables para cualquier libre competidor en el mercado. Las Audiencias Provinciales de Madrid y Málaga han 
sido otras de las que se han pronunciado sobre la nulidad de la imposición de un seguro concreto al cliente, sin 
permitir elegirle ni la aseguradora concreta, ni el tipo de prima, suponiendo además un coste más alto que otros 
seguros del mercado. 
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4. No obstante, lo previsto en los apartados precedentes, en todo caso son 
abusivas las cláusulas que, conforme a lo dispuesto en los artículos 85 a 90, 
ambos inclusive: 

a. ..., 
b. limiten los derechos del consumidor y usuario, 
c. determinen la falta de reciprocidad en el contrato, 
d. impongan al consumidor y usuario garantías desproporcionadas o le 

impongan indebidamente la carga de la prueba, (…)” 

 
De esta disposición la regla que más relevante es para la comercialización de seguros 
vinculados a préstamos es el artículo 82.4.d), en relación con la imposición al consumidor de 
“garantías desproporcionadas”. El problema de esta expresión es que es un concepto jurídico 
indeterminado, que es preciso interpretar e integrar, lo cual corresponde a la jurisprudencia. 
 
Existen varias sentencias, incluso recientes, que declaran que el seguro de vida para la 
protección del pago de un préstamo hipotecario es una “sobregarantía” no necesaria17. Al fin 
y al cabo, el seguro de vida siempre es una tercera garantía, pues en caso de fallecimiento del 
prestatario, la entidad financiera tiene derecho a (i) ejecutar la hipoteca contra el bien 
hipotecado y, además (ii) ejecutar el patrimonio personal del deudor, antes de que éste vaya 
a sus herederos. Es decir, la jurisprudencia considera que este tipo de seguros de vida pueden 
ser redundantes y, por tanto, innecesarios, en perjuicio del prestatario. 
 
En este contexto, lo que puede considerarse abusivo es que la entidad financiera obligue al 
cliente a suscribir un seguro de protección de pagos del cual luego no hace uso llegado el 
momento del siniestro, dando preferencia a las otras garantías que no perjudican a la entidad 
aseguradora, de su mismo grupo empresarial. Así lo han considerado los tribunales en un 
supuesto en el que la entidad financiera obliga al cliente a suscribir un seguro de vida, 
(imponiéndole además la entidad aseguradora, vinculada al propio banco), obligándole a 
pagar la cuota de ese seguro (habitualmente más alta que la de los libres competidores) y, aun 
así, cuando se produce el fallecimiento del prestatario, la entidad decide acudir a las garantías 
personales (por existir avalistas) o reclamarle el capital pendiente de pago a los herederos del 

 
17 SAP Pontevedra (Sección 1ª) núm. 251/2018 de 5 septiembre 2018 (JUR 2018\282363) 
SAP Pontevedra (Sección 1ª) núm. 274/2020 de 29 mayo 2020 (JUR 2020\194373) 
SAP Islas Baleares (Sección 5ª) núm. 536/2020 de 29 julio 2020 (JUR 2020\275535) 
SAP Islas Baleares (Sección 5ª) núm. 537/2020 de 29 julio 2020 (JUR 2020\275423). 
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fallecido y no a la entidad aseguradora. En la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 1ª) núm. 
119/2004 de 19 febrero 2004 (RJ 2004\1803), el Tribunal Supremo declaró que esta actuación 
se trataba de una práctica abusiva de conformidad con el artículo 1.258 del Código Civil. 
 
Aun así, es preciso advertir en que esta sentencia es anterior a la aprobación de la Ley 5/2019, 
por lo que debe tomarse con la debida cautela en la medida en que algunas normas sectoriales 
podrían haber cambiado. Téngase en cuenta que, al tratar las cláusulas abusivas sobre 
garantías, la LGCDU establece lo siguiente en su artículo 88.1: 
 
 

“Artículo 88. Cláusulas abusivas sobre garantías. 

En todo caso se considerarán abusivas las cláusulas que supongan: 

 1. La imposición de garantías desproporcionadas al riesgo asumido. 
 
Se presumirá que no existe desproporción en los contratos de financiación o 
de garantías pactadas por entidades financieras que se ajusten a su 
normativa específica. 
(…)” 

 
Por tanto, en la medida en que la vinculación de un seguro de vida pueda encajar en los 
supuestos permitidos en la Ley 5/2019, será más difícil que un tribunal declare su abusividad 
per se. Cuestión distinta es que ese carácter abusivo no se encuentre en el hecho mismo de la 
vinculación del seguro sino en las condiciones (excesivas) o en el carácter innecesario de la 
garantía, revelado a posteriori por los actos concluyentes del propio banco una vez producido 
el impago que el seguro estaba destinado a garantizar.  
 

o Normativa sobre protección de datos personales. 
 
Las entidades bancarias utilizan las sinergias de su actividad financiera para comercializar 
seguros, como ya se ha comentado, de forma vinculada con sus productos “tradicionales”, 
sobre todos los préstamos hipotecarios. El problema es que las entidades financieras tienen 
información privilegiada y confidencial sobre sus clientes (datos económicos), que utilizan 
para hacer perfiles y estrategias de marketing para ofrecer a cada cliente los productos de 
otras empresas de su grupo (p. ej. seguros) no sólo según las necesidades del cliente sino, 
sobre todo, según sus “posibilidades” financieras, lo cual es algo que en teoría es una 
información reservada o confidencial. Y también conocen, a través de las domiciliaciones 
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bancarias, qué recibos periódicos reciben sus clientes para pagar pólizas de seguros suscritas 
con otras entidades, normalmente compañías de seguros. Esta información, a pesar de ser 
confidencial, es sistemáticamente utilizada para “ir a tiro hecho” mediante el ofrecimiento de 
productos sustitutivos de los que el cliente tiene ya contratados. 
 
Los bancos tienen absolutamente todos los datos de sus clientes para poder hacer un 
presupuesto de cualquier seguro patrimonial: de vehículos, de hogar, comunidad…etc. 
Afortunadamente esta práctica está siendo especialmente vigilada en los últimos tiempos por 
la Administración. 
 

(i) Normas relevantes. 
 
En esta materia, las entidades financieras deben cumplir con la normativa establecida en: 
 

a) El Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril 
de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos (Reglamento 
General de Protección de Datos -en adelante “RGPD”-); y 

b) Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales (“LOPD”). 

 
El RGPD, que se aplica directamente en España desde el pasado 25 de mayo de 2018, viene a 
establecer que: 
 

1. El consentimiento del interesado ha de ser expreso, por lo que no cabe, 
como ocurría hasta la aplicación del RGPD, el consentimiento tácito. 

2. El Considerando 47 RGPD añade otra vía para que la utilización de los 
datos de contacto de los interesados con fines comerciales o 
publicitarios sea lícita, en la medida en que determina que «[e]l 
tratamiento de datos personales con fines de mercadotecnia directa 
puede considerarse realizado por interés legítimo». Así, este 
Considerando entronca con la previsión establecida en el artículo 6.1.f) 
RGPD, en virtud del cual se otorga licitud al tratamiento de datos 
personales «necesario para la satisfacción de intereses legítimos del 
responsable del tratamiento o de un tercero», si bien advierte que ello 
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concurrirá siempre y cuando no prevalezcan intereses y derechos 
fundamentales de los interesados. 

 
En relación con el consentimiento del cliente de una entidad financiera para que ésta pueda 
hacer uso de sus datos para otras finalidades, distintas a las necesarias para gestionar la 
relación pactada, es relevante lo previsto en el artículo 6 de la LOPD: 
 
 

“Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.  
 

1.  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 
2016/679, se entiende por consentimiento del afectado toda manifestación 
de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la que este acepta, 
ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el 
tratamiento de datos personales que le conciernen.  

2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el 
consentimiento del afectado para una pluralidad de finalidades será preciso 
que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento se 
otorga para todas ellas.  

3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta 
el tratamiento de los datos personales para finalidades que no guarden 
relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación 
contractual.” 

 
Así pues, para que una entidad bancaria pueda utilizar los datos de sus clientes para ofrecerles 
otro tipo de productos o enviarles información sobre ellos, es importante que previamente 
recabe su consentimiento libre, específico (para cada finalidad concreta), informado e 
inequívoco respecto de cada una de las finalidades pretendidas por la entidad18. 

 
18 Véase en este sentido el Informe Jurídico de la AEPD emitido con fecha 29-julio-2013 en respuesta a una consulta 
de ADECOSE sobre la licitud del uso por la entidad financiera de la información que figura en los recibos 
domiciliados para el abono de la prima de un determinado seguro y que le son remitidos por un mediador con la 
finalidad de ofrecer los seguros que comercializa ella a través de sus acuerdos. Se concluye que, cuando el uso de 
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Los artículos 23.3 y 23.4 de la LOPD exigen además que, antes de realizar envíos de marketing 
basados en el interés legítimo de las compañías (y no en el consentimiento19), se lleve a cabo 
una comprobación20  sobre si dichos usuarios constan en los ficheros comunes de exclusión 
publicitaria (i. e., las llamadas “listas Robinson”21). Además, según el artículo 23.3 de la LOPD 
las compañías deberán informar acerca de la existencia de dichos ficheros de exclusión 
publicitaria cuando un interesado manifieste su deseo de que sus datos no sean tratados para 
la remisión de comunicaciones comerciales. 
 
La Agencia Española de Protección de Datos (“AEPD”) es cada vez más vigilante del 
cumplimiento de estas normas básicas por parte de las empresas. Y, a tal efecto, tiene la 
potestad de interponer sanciones por las condutas infractoras de la normativa de protección 
de datos. Entre las infracciones más relevantes que atañen a las entidades financieras, cabe 
citar las siguientes en el artículo 72 de la LOPD española: 
 

“Artículo 72. Infracciones consideradas muy graves”. 

1. En función de lo que establece el artículo 83.5 del Reglamento (UE) 
2016/679 se consideran muy graves y prescribirán a los tres años las 
infracciones que supongan una vulneración sustancial de los artículos 
mencionados en aquel y, en particular, las siguientes:  

   [...] 

    La utilización de los datos para una finalidad que no sea compatible con 
la finalidad para la cual fueron recogidos, sin contar con el 
consentimiento del afectado o con una base legal para ello.  

[...] 

 
los datos es con finalidad comercial, para que su consentimiento sea válido el interesado debe tener conocimiento 
de “los sectores específicos y concretos de actividad respecto de los que podrá recibir información o publicidad”. 
19 El artículo 23.4 de la LOPD dispone que “No será necesario realizar la consulta a la que se refiere el párrafo 
anterior cuando el afectado hubiera prestado, conforme a lo dispuesto en esta ley orgánica, su consentimiento 
para recibir la comunicación a quien pretenda realizarla”. 
20 El artículo 23.4 de la LOPD señala que “A estos efectos, para considerar cumplida la obligación anterior será 
suficiente la consulta de los sistemas de exclusión incluidos en la relación publicada por la autoridad de control 
competente”. 
21 AEPD: Informe 173/2018. 
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La vulneración del deber de confidencialidad establecido en el artículo 5 de 
esta ley orgánica. 

[...]” 

 
La AEPD ha abierto expedientes sancionadores a las más importantes entidades financieras 
de nuestro país y, recientemente, esos expedientes culminaron en la imposición de 
importantes multas por infracción de esta normativa de protección de datos. Así, por ejemplo, 
cabe citar los casos del BBVA y de CaixaBank. 
 

(ii) Resolución sancionadora de la AEPD contra BBVA. 
 
La AEPD hizo pública en enero de 2021 la resolución del procedimiento sancionador 
PS/00070/2019, abierto a BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA, S.A. (“BBVA”), que concluyó 
con la imposición de dos multas a dicha entidad por un valor total de 5 millones de euros. Una 
de ellas por el incumplimiento de las obligaciones de información establecidas en los artículos 
13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679; y otra en relación con las bases de legitimación de 
algunos de los tratamientos efectuados por el BBVA, y en particular, en la forma en la que se 
recoge el consentimiento (artículo 6 del RGPD). 
 
La AEPD aborda varias cuestiones en su resolución, las cuales fundamentan la imposición de 
las multas. 
 

1. Empleo de terminología imprecisa y formulaciones vagas. 
2. Falta de precisión en la descripción de las categorías de datos tratadas. 
3. Falta de claridad en la información facilitada sobre finalidades del tratamiento y bases 

de legitimación. 
4. Falta de información sobre los intereses legítimos del BBVA y de terceros. 
5. Falta de información en relación con las actividades de perfilado desarrolladas por el 

BBVA. 
6. Deficiencias en la recogida del consentimiento de los afectados. 
7. Tratamientos de datos basados (erróneamente) en el interés legítimo. 

 
En cuanto a la vulneración del principio de legitimación, la AEPD declara que el BBVA no 
obtuvo de manera adecuada el consentimiento para el tratamiento de los datos. El BBVA dio 
por hecho que se daba por bueno el consentimiento por el hecho de no marcar una casilla, 
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algo que infringe los preceptos contenidos en el RGPD. En cuanto al interés legítimo, el banco 
consideraba que bastaba como finalidad para obtener información la mera relación con la 
entidad con fines publicitarios, pero la AEPD considera que la necesidad del banco de contar 
con esa información es un interés, no una finalidad. En opinión de la AEPD, el BBVA confunde 
la descripción de la finalidad del tratamiento de datos personales con el detalle de los 
intereses legítimos perseguidos por el responsable y por terceros con el tratamiento de esos 
datos, que, en consecuencia, no aparecen claramente detallados. A lo anterior, hay que añadir 
deficiencias en relación con la utilización de expresiones genéricas para justificar el 
tratamiento de datos. 
 
En relación con la justificación para el tratamiento, declara la AEPD: 
 

“En todo caso, la utilización de los datos personales con la finalidad de 
“conocer” mejor al cliente, según aparece enunciada, puede entenderse 
como un seguimiento del interesado sin una razón justificable, el cual no 
puede ampararse en el interés legítimo. Este seguimiento supone un 
análisis exhaustivo de la información sobre el cliente, que pretende 
justificarse con la mención de una finalidad genérica y simple (“conocerte 
mejor”), cuyas consecuencias pueden ser mucho más graves que las 
mencionadas como ejemplos (felicitación por el cumpleaños). 
 
Lo mismo puede decirse sobre la utilización de los datos de los clientes para 
“mejorar los productos y servicios” de BBVA, que esta entidad fundamenta 
también en el interés legítimo, considerando, según indica la misma, que el 
interesado tiene una expectativa razonable de que sus datos personales se 
utilicen con esa finalidad. 
 
Esta Agencia considera que este tratamiento de los datos, tal como aparece 
fundamentado en la política de privacidad de BBVA, no puede ampararse 
en la base jurídica del interés legítimo, que exige una evaluación para 
determinar los intereses o derechos que prevalecen. Esta ponderación ha 
de tener en cuenta, efectivamente, “las expectativas razonables de los 
interesados basadas en su relación con el responsable”, pero entendidas 
como lo que el interesado puede percibir o deducir como razonable por sí 
mismo en base a las circunstancias específicas que se dan en cada caso, lo 
que pudo prever en el momento de la recogida de datos de forma 
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razonable. No lo que la entidad responsable entienda como una 
“expectativa razonable” del cliente, ni aquello sobre lo que la misma 
informe al cliente que responde a esas expectativas. 
 
El concepto “expectativa razonable” debe utilizarse siempre con 
moderación, atendiendo a la posición que ostentan responsable e 
interesado y a la naturaleza jurídica de la relación o servicio que les vincula, 
que podrían dar lugar al uso posterior de los datos personales de éste (…)”. 

 
En relación con la invocación de un supuesto “interés legítimo” del BBVA en el tratamiento de 
los datos para las finalidades expresadas, la AEPD manifiesta en su Resolución lo siguiente: 
 

“Considerando que ni siquiera es posible conocer claramente las finalidades 
del tratamiento difícilmente las mismas pueden asociarse a intereses 
legítimos de BBVA que puedan, además, prevalecer sobre los derechos de 
los interesados, a los que no se informa claramente acerca de los extremos 
exigidos por las normas de protección de datos. 
 
El interés legítimo expresado, que se describe en los mismos términos que 
las finalidades, resulta vago y especulativo (…). Ello tiene como 
consecuencia que los tratamientos que se realizan no resulten previsibles 
para un ciudadano medio. 
 
Siendo así, resulta imposible que el interesado, o esta autoridad de control, 
pueda valorar si las operaciones de tratamiento realizadas son necesarias, 
o si, por el contrario, podría obtenerse el mismo resultado por medios 
menos invasivos; tampoco podrá concluirse, menos aún, que el interés 
invocado sea prevalente. 
 
Más bien parece que los “intereses” expresados por BBVA, ya sea en la 
Política de Privacidad o (…) responden a intereses económicos de la 
entidad, que no se expresan. La obtención de un beneficio económico a 
través de la actividad empresarial que BBVA desarrolla no deja de ser un 
interés legítimo, pero en ningún caso podrá prevalecer sobre el derecho 
fundamental a la protección de datos de las personas afectadas (…)” 
(…) 
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Además de lo expuesto, se tienen en cuenta las circunstancias siguientes: 
La manera en la que se recopilan los datos utilizados en base al interés 
legítimo y la escala en la recopilación de datos, que resulta excesiva; así 
como la utilización de datos personales recabados de terceros sin el 
conocimiento del interesado (ficheros externos de solvencia patrimonial y 
créditos) o de productos de terceros comercializados por BBVA. 
 
Las técnicas utilizadas (tratamiento de datos con la finalidad de obtener 
algoritmos) y la falta de transparencia sobre la lógica del tratamiento 
consistente en la elaboración de perfiles, que puede llevar a una 
discriminación de precios y suponer una repercusión potencial financiera 
que puede tener el carácter de excesiva (…)”. 

 
Estas infracciones dieron lugar en esta novedosa resolución a la aplicación de los poderes 
correctivos que el RGPD (art 58) otorga a la AEPD y en consecuencia se requiere a BBVA para 
que, en el plazo de seis meses, “comunique a las entidades del Grupo BBVA a las que hubiese 
comunicado datos personales de los clientes que hubiesen prestado su consentimiento 
mediante el formulario referido (...) que deberán suprimir tales datos y cesar en la utilización 
de los mismos para ofrecer a sus titulares productos y servicios propios de las entidades del 
Grupo personalizados para el cliente y para la mejorar las características y precios de la oferta 
de productos y servicios”. A este requerimiento se añade que BBVA, en el mismo plazo, debe 
cesar en los tratamientos de datos personales que fundamenta en el interés legítimo de BBVA 
o de terceros. 
 

(iii) Resolución sancionadora de la AEPD contra CaixaBank. 
 
El 13 de enero de 2021, en su procedimiento sancionador PS/00477/2019, la AEPD impuso a 
la entidad bancaria CaixaBank, S.A. (“CaixaBank”) dos multas por un total de 6 millones de 
euros por infringir los artículos 6, 13 y 14 del RGPD relativos al principio de licitud del 
tratamiento y al deber de información. La instrucción de este caso surgió tras la recepción por 
la AEPD de dos reclamaciones relacionadas con las condiciones de los contratos utilizados por 
CaixaBank para recabar el consentimiento de los interesados. 
 
Una de las reclamaciones fue presentada por la Asociación de Consumidores y Usuarios en 
Acción (FACUA). La otra por un cliente se dirigió a la AEPD denunciando que CaixaBank le 
obligase a aceptar nuevas condiciones en materia de protección de datos que incluían la 
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cesión de sus datos personales a todas las empresas que forman parte del Grupo de 
CaixaBank. En caso de no querer que se llevase a cabo esa cesión CaixaBank obligaba al cliente 
a dirigir una carta a cada una de las empresas del grupo. 
 
En cuanto a los requisitos de transparencia e información, La AEPD reprocha a CaixaBank el 
uso en sus documentos contractuales de terminología imprecisa y formulaciones vagas. Se 
considera que no se informa de manera clara y sistemática al cliente sobre los tratamientos 
de datos personales ni las finalidades para las que serán utilizados; y tampoco se delimita la 
naturaleza de la información sometida a tratamiento y su posterior utilización. 
 
Según la AEPD, los documentos emplean expresiones que incumplen el principio de 
transparencia: “conocerte mejor”, “ofrecerte productos y servicios (…) personalizados a ti”, 
“mejorar la calidad de los productos y servicios”, “(…) que tu experiencia sea más 
personalizada”, “darte un mejor servicio”, “comunicar tus datos a terceros con los que 
tengamos acuerdo”, etc. El uso de estas expresiones genéricas impide que los interesados 
puedan deducir claramente su significado a partir del contexto en el que se ofrece la 
información. Deben evitarse referencias vagas y demasiado generales a la hora de expresar 
los fines del tratamiento para que estos puedan considerarse explícitos. Asimismo, la AEPD 
advierte que, cuanto más complejo sea el tratamiento de los datos personales, los fines deben 
especificarse de manera más detallada y exhaustiva. 
 
También se declara que CaixaBank facilita información insuficiente respecto de las categorías 
de datos tratados y los tratamientos a que se destinan, lo cual afecta al interés legítimo en el 
uso de esos datos, pues los datos tratados al amparo de esta base legal dan lugar a la 
elaboración de perfiles, que pueden ser posteriormente utilizados para tratamientos basados 
en el consentimiento (finalidades comerciales). Por lo tanto, los defectos en la información en 
relación con el tratamiento de datos en base al interés legítimo afectarán por igual a la validez 
del consentimiento. 
 
En lo referente a la necesaria información sobre el interés legítimo del responsable del 
tratamiento y sobre la elaboración de perfiles, la AEPD considera que la información ofrecida 
por CAIXABANK respecto a los tratamientos de datos que se basan en el interés legítimo no 
expresa el interés específico. Además, se indica que dicha información es insuficiente para 
justificar la habilitación legal y realizar el juicio de ponderación que permita determinar si 
dichas razones prevalecen sobre los intereses y derechos del interesado. 
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Por lo que respecta a las bases de legitimación utilizadas para el tratamiento de los datos, la 
AEPD declara la existencia de deficiencias en la recogida por CaixaBank del consentimiento del 
cliente en los documentos contractuales y, por tanto, todos los tratamientos que se hayan 
basado en dicha base legitimadora devienen ilícitos. Se declara que el consentimiento 
recogido por CAIXABANK: 
 

1. no puede considerarse libre porque con la firma del contrato se imponen 
al cliente aspectos esenciales relativos al tratamiento de sus datos 
personales, mermando su capacidad de elección. Por ejemplo, la firma 
del contrato supone la cesión de datos personales a las empresas del 
grupo.  

2. El consentimiento tampoco puede considerarse específico de acuerdo 
con el criterio de la autoridad española de protección de datos porque 
los consentimientos se agrupan en tres finalidades, pero dentro de cada 
una de esas finalidades se recogen a su vez distintas subfinalidades que 
suponen tratamientos de datos en sí mismos. De conformidad con el 
criterio de la AEPD, algunas de las subfinalidades constituyen 
tratamientos independientes para los que se debería haber recogido el 
consentimiento del interesado de forma independiente, granular y 
diferenciada. 

3. Por último, las deficiencias a la hora de proporcionar la información 
conforme a los artículos 13 y 14 del RGPD tienen como consecuencia que 
el consentimiento no se considere informado. 

 
Por lo demás, CaixaBank hacía en el Contrato Marco que firma el cliente una comunicación (y 
cesión) de datos a empresas de su grupo, sin consultarle expresamente sobre esta cuestión. 
La AEPD considera que la comunicación de datos a empresas del grupo de CaixaBank, fuera 
del supuesto de transmisión de datos para fines administrativos internos (a los que se refiere 
el considerando 48 del RGPD), constituye una finalidad para la cual se requiere el 
consentimiento del usuario. Se considera que esta cesión responde a propósitos 
“comerciales” y, por tanto, se debería hacer recogido el consentimiento de los interesados. 
De acuerdo con ello, las cesiones realizadas por CaixaBank a su grupo devienen ilícitas. 
 
La AEPD también reprocha a CaixaBank una confusión entre los tratamientos basados en el 
consentimiento y los basados en el interés legítimo. Se considera que los tratamientos de 
datos con fines comerciales basados en el interés legítimo que lleva a cabo CaixaBank son 
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similares a los tratamientos que se llevan a cabo al amparo del consentimiento del cliente. Tal 
situación, además de crear confusión entre los tratamientos basados en el consentimiento y 
el interés legítimo, puede dar lugar a que se realicen tratamientos de datos en base al interés 
legítimo que hubiesen sido rechazados por el interesado.  
 
La AEPD manifiesta asimismo que CaixaBank no especifica ningún interés legítimo, sino que se 
limita a señalar los tratamientos de datos que realiza con dicha base jurídica. Para que el 
artículo 6.1.f) del RGPD pueda constituir la base legitimadora del tratamiento de los datos 
personales, es necesario que previamente se haya realizado una ponderación de los derechos 
e intereses en juego: el interés legítimo del responsable del tratamiento de una parte, y de 
otra, los intereses, derechos y libertades fundamentales de los afectados, para poder 
determinar cuál de ellos prevalece. La AEPD concluye que CaixaBank no ha acreditado la 
idoneidad (si el tratamiento permite conseguir el objetivo propuesto), la necesidad (esto es, 
que no exista ninguna otra medida más moderada o menos intrusiva para los interesados), ni 
la proporcionalidad (es decir, que el tratamiento conlleve más beneficios que perjuicios) del 
tratamiento de datos basados en el interés legítimo. 
 

o La normativa sobre marketing por medios electrónicos. 
 
En cuanto a los correos electrónicos, existe una práctica muy extendida que comprende todo 
tipo de comunicación no solicitada realizada por vía electrónica (‘spam’). La Ley 34/2002, de 
11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico (“LSSI”) 
solamente autoriza el envío de comunicaciones comerciales con el consentimiento previo del 
receptor o si ha habido un contrato previo entre la empresa y el cliente. 
 
Así pues, si una entidad bancaria quiere enviar comunicaciones comerciales por medios 
electrónicos (p. ej., e-mails o sms) ajustadas al perfil de los clientes debería cumplir con la LSSI 
(y, en particular, con los artículos 20.1 y 21). Dichas disposiciones constituyen una norma 
especial22, por lo que debe acudirse a ella y –de forma complementaria al RGPD– para resolver 
las cuestiones relativas al envío de comunicaciones comerciales. 
 
En primer lugar, el artículo 20.1 LSSI dispone que “las comunicaciones comerciales realizadas 
por vía electrónica deberán ser claramente identificables como tales”. Es decir, que la entidad 
remitente debe indicar de forma clara la finalidad (comercial o publicitaria) del mensaje. 

 
22 Vid. Considerandos 95 y 173 del RGPD, así como los Informes del Gabinete Jurídico de la AEPD núm. 173/2018, 
núm. 164/2018 y núm. 195/2017. 
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Y la primera parte del artículo 21 LSSI establece las siguientes reglas básicas: 
 

“Artículo 21. Prohibición de comunicaciones comerciales realizadas a través 
de correo electrónico o medios de comunicación electrónica equivalentes. 

1. Queda prohibido el envío de comunicaciones publicitarias o 
promocionales por correo electrónico u otro medio de comunicación 
electrónica equivalente que previamente no hubieran sido solicitadas 
o expresamente autorizadas por los destinatarios de las mismas. 

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no será de aplicación cuando 
exista una relación contractual previa, siempre que el prestador 
hubiera obtenido de forma lícita los datos de contacto del destinatario 
y los empleara para el envío de comunicaciones comerciales 
referentes a productos o servicios de su propia empresa que sean 
similares a los que inicialmente fueron objeto de contratación con el 
cliente.  

 [...]” 

Según lo anterior, el marketing de una entidad bancaria debería promocionar solo productos 
y servicios similares a los ya contratados. El término “similar” ha sido interpretado por la AEPD 
de forma restrictiva. A modo de ejemplo, la AEPD puntualizó que, si un cliente ha contratado 
productos financieros, no tendría “una expectativa razonable” de que las ofertas sobre 
seguros sean “similares” a los productos financieros que ya hubiera contratado. En este 
sentido, su Informe 195/2017, sección IV, señala lo siguiente:  

“De este modo, no cabría duda de que sería posible la oferta de otros 
productos relacionados con el ahorro o el crédito, pero sería necesario 
establecer ya un primer análisis restrictivo cuando la acción de publicidad se 
refiriese a servicios que pudieran encajar en el concepto amplio de “servicios 
financieros”, como sucedería en el caso de los seguros. Finalmente, la 
ponderación a la que estamos haciendo referencia no operaría cuando se 
tratase de publicidad u oferta de productos o servicios que no guardan 
relación con la actividad de la entidad, sino que la acción publicitaria deriva 
de la existencia de un determinado acuerdo con el anunciante al que se 
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refiriese la publicidad o afectase a productos o servicios no financieros pero 
ofrecidos por empresas del grupo o participadas por la entidad”  

 
Por ello, si una entidad quisiese enviar marketing sobre seguros a un cliente que hubiese 
contratado otro tipo de productos financieros, debería recabar su consentimiento expreso. 
 
Asimismo, son también requisitos importantes los establecidos en la última parte del artículo 
21.2 LSSI: 

“Artículo 21. Prohibición de comunicaciones comerciales realizadas a través 
de correo electrónico o medios de comunicación electrónica equivalentes. 

1. [...] 
2. [...] 

En todo caso, el prestador deberá ofrecer al destinatario la posibilidad de 
oponerse al tratamiento de sus datos con fines promocionales mediante un 
procedimiento sencillo y gratuito, tanto en el momento de recogida de los datos 
como en cada una de las comunicaciones comerciales que le dirija. 
 
Cuando las comunicaciones hubieran sido remitidas por correo electrónico, 
dicho medio deberá consistir necesariamente en la inclusión de una dirección 
de correo electrónico u otra dirección electrónica válida donde pueda ejercitarse 
este derecho, quedando prohibido el envío de comunicaciones que no incluyan 
dicha dirección.” 

 
Es importante, por ello, que se mencione expresamente al cliente sus derechos (la posibilidad 
de oponerse al tratamiento de sus datos), y que se habiliten los medios para ello. 
 
Según se ha mencionado, La LSSI, como regla general, exige recabar el consentimiento expreso 
(opt-in) de los usuarios para poder enviar comunicaciones comerciales. No obstante, si se 
cumplen varios requisitos, no será necesario recabar el consentimiento expreso de los 
usuarios. En dichos supuestos, dado que existiría un interés legítimo, tan solo sería necesario 
informar sobre el sector de actividad específico sobre el que se van a remitir comunicaciones 
comerciales y ofrecer un derecho de oposición (opt-out) a la recepción de marketing en el 
momento de la recogida de los datos y en cada comunicación comercial que se realice con 
posterioridad. La forma más apropiada de otorgar dicho derecho sería incluyendo una casilla 
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no premarcada en el formulario de recogida de los datos con el fin de que el usuario tenga la 
oportunidad de marcarla si no desea recibir comunicaciones comerciales. 
 
Para para que el envío de comunicaciones comerciales pueda basarse en el interés legítimo 
de la entidad financiera debe cumplirse los siguientes requisitos: 
 

A. Que el receptor sea cliente de la entidad. El destinatario del marketing debería ser 
cliente de la entidad. Por lo tanto, si el destinatario ya hubiera cesado la relación 
negocial o contractual con el banco, el envío de marketing exigiría un 
consentimiento expreso. 

 
B. El marketing debe ser sobre productos y/o servicios del remitente. 

Contrariamente, si una entidad desease enviar comunicaciones comerciales sobre 
productos y servicios de otras sociedades del grupo o terceros (partners con los 
que se mantengan acuerdos comerciales) necesitaría, como regla general, recabar 
el consentimiento expreso (opt-in) de los clientes. 

 
C. El marketing debería promocionar solo productos y servicios similares a los ya 

contratados (según lo comentado anteriormente). 
 
 

(V) REVISIÓN DE LA NORMATIVA U.E. Y EXPERIENCIAS DE DERECHO 
COMPARADO 

 
Revisamos en este capítulo la normativa europea que afecta a ventas cruzadas, así como 
algunas experiencias de Derecho comparado. En buena medida, la normativa europea ha sido 
ya expuesta al analizar la normativa española de esta materia, en tanto todas las normas de 
nuestro ordenamiento reguladoras de esta cuestión no son sino transposición de Directivas 
de la Unión. Haremos alusión, a continuación, al proyecto de Directiva sobre crédito al 
consumo, actualmente en tramitación. También recogeremos algunas de las reflexiones de los 
informes de cumplimiento de esta normativa, emitidos por EIOPA. Y, finalmente experiencias 
en algunos países de nuestro entorno (Derecho comparado). 
 
La problemática de las ventas cruzadas, práctica asentada en el mercado desde largo tiempo, 
resultaba indiferente para el legislador europeo de los años ochenta, como hemos podido ver 
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con la Directiva 87/102/CEE37. Esta Directiva asumía la posibilidad de que un banco pudiese 
imponer una determinada compañía de seguros a un consumidor al contratar un seguro 
accesorio a un crédito.  
 
La creciente sensibilidad de la Unión Europea hacia los problemas de competencia originados 
por las ventas cruzadas en el sistema financiero tiene un primer peldaño en el informe 
sectorial sobre Banca Minorista, publicado en el año 200723. Pese a que el objeto principal de 
aquel informe era el análisis de los servicios de pago y cuentas corrientes proveídos por la 
banca minorista, detectó una extensión significativa de la vinculación de préstamos 
hipotecarios, no solo con la apertura de cuentas corrientes, sino también con la venta de 
seguros. Comoquiera que, entre los objetivos originales de la encuesta sectorial estaba la 
identificación de cuestiones vidriosas para la protección de la competencia, la investigación se 
extendió también a las vinculaciones que son objeto del presente estudio, crédito + seguro. 
 
El informe definió la vinculación de productos y la distinguió de las ventas combinadas. La 
combinación de productos sucede, según el informe, cuando dos o más productos son 
vendidos de forma conjunta en un paquete conjunto, aunque ambos productos sean 
accesibles al consumidor por separado. En las ventas vinculadas, al menos uno de los 
productos ofrecidos no es accesible por separado. Definidas en esos términos, el informe 
estudió la implantación de varias prácticas de vinculación, entre las que se encontraba la de 
un crédito hipotecario y un seguro, fuera de vida o de daños. Los resultados del informe en 
cuanto a la implantación de las prácticas en el año 2007 se recogen en la figura 11, (página 51) 
y responde a los datos que ofrecieron las distintas entidades bancarias que contestaron. El 
resultado en España es llamativo, en tanto señala una incidencia del 0% de esta práctica de 
vinculación consistente en ligar la concesión de un préstamo hipotecario con la contratación 
de un seguro de vida del prestatario. 
 
En las conclusiones del informe, la Comisión Europea consignó una idea general, la de que las 
prácticas vinculadas pueden debilitar la competencia de tres maneras: 

a) Las ventas cruzadas conducen a los consumidores a adquirir más productos del 
mismo banco, lo que eleva los costes de transacción, los costes de cambio de 
entidad. 

b) Las ventas cruzadas desalientan a nuevos competidores, especialmente 
aquellos que sean monoproducto, por cuanto la asimilación por el consumidor 

 
23   https://ec.europa.eu/competition/sectors/financial_services/inquiries/sec_2007_106.pdf  
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de la vinculación o combinación de productos reduce sus posibilidades de 
acceder al mercado. 

c) Las ventas cruzadas reducen la transparencia del precio de los productos por 
separado y obstaculizan la comparación entre proveedores.  

 
El siguiente paso en los estudios de campo, respecto a estas prácticas en la Unión Europea fue 
auspiciado por el Libro Blanco sobre la integración de los mercados de crédito hipotecario de 
la UE, publicado por la Comisión en el mes de diciembre de 2007. El Libro Blanco preveía la 
realización de un extenso estudio sobre las prácticas de venta cruzada en el sector bancario, 
estudio que no había de limitarse solamente al mercado hipotecario. El resultado de esa 
extensa investigación fue el Informe sobre ventas vinculadas y otras prácticas comerciales 
desleales en el sector minorista de servicios financieros, entregado a la Comisión Europea el 
24 de noviembre de 200924.  
 
La andadura normativa posterior de la Unión Europea ha ido restringiendo el ámbito de licitud 
de las prácticas de ventas vinculadas, autorizando, al propio tiempo, las prácticas de ventas 
combinadas. Esta opción legislativa es acaso un tanto ingenua, en tanto es fácil presumir que 
las entidades financieras pueden evitar la prohibición de prácticas de ventas vinculadas, 
mediante el diseño de sus ofertas: por ejemplo, con ventas combinadas en las que el producto 
principal buscado por el cliente, el crédito, tiene un coste sensiblemente superior en la oferta 
por separado de los productos que componen el paquete. 
 

o Directiva 2014/65/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 15 de mayo 
de 2014, relativa a los mercados de instrumentos financieros y por la que se 
modifican la Directiva 2002/92/CE y la Directiva 2011/61/UE. 

 
La denominada Directiva MIFID II regula productos de inversión, por lo que, en principio, no 
es aplicable al supuesto que estudiamos referido exclusivamente a las ventas cruzadas de 
productos de activo de los bancos. No obstante, es expresiva del nuevo enfoque de la Unión 
Europea hacia estas prácticas bancarias. Señala en su considerando 81: 

Las prácticas de venta cruzada son una estrategia común de los prestadores de 
servicios financieros minoristas en toda la Unión. Pueden ofrecer ventajas a los 
clientes minoristas, pero puede también suceder que no persigan 

 
24 https://ec.europa.eu/finance/consultations/2010/tying/docs/report_en.pdf  No nos consta que haya versión 
española del informe. 
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adecuadamente los intereses de aquellos. Por ejemplo, determinadas prácticas 
de venta cruzada, como la vinculación, que consiste en la venta de dos o más 
servicios financieros en un paquete en el que al menos uno de los servicios que 
lo constituyen no se vende separadamente, pueden falsear la competencia y 
afectar negativamente a la movilidad de los clientes y a su capacidad de elegir 
con conocimiento de causa. Un ejemplo de práctica de vinculación es la 
necesidad de abrir cuentas corrientes para prestar un servicio de inversión a un 
cliente minorista. Si bien las prácticas de venta combinada, en la que dos o más 
servicios financieros se venden conjuntamente en un paquete, pero cada uno 
de los servicios que lo componen puede comprarse separadamente, puede 
también falsear la competencia y afectar negativamente a la movilidad de los 
clientes y a su capacidad de elegir con conocimiento de causa, al menos dejan 
al cliente más libertad de elección y no plantean tanto peligro de que las 
empresas de servicios de inversión soslayen las obligaciones impuestas por la 
presente Directiva. Es necesario evaluar el recurso a estas prácticas con el fin 
de promover la competencia y la libre elección del consumido. 

 
El artículo 4 de esta Directiva define las ventas cruzadas como “la oferta de un servicio de 
inversión conjuntamente con otro servicio o producto, como parte de un paquete, o como 
condición para el mismo acuerdo o paquete”. Y respecto a las ventas así definidas estableció 
una prevención en el artículo 24.11, del siguiente tenor: 
 

Cuando se ofrezca un servicio de inversión junto con otro servicio o producto 
como parte de un paquete o como condición del mismo acuerdo o paquete, la 
empresa de servicios de inversión comunicará al cliente si se pueden comprar 
por separado los distintos componentes y facilitará aparte justificantes de los 
costes y cargas de cada componente. 

Si es probable que los riesgos asociados a dicho acuerdo o paquete ofrecido a 
un cliente minorista sean diferentes de los riesgos asociados a los componentes 
considerados por separado, la empresa de servicios de inversión facilitará una 
descripción adecuada de los diferentes componentes del acuerdo o paquete y 
del modo en que la interacción entre ellos modifica los riesgos. 
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Como vemos, la Directiva autoriza la vinculación de productos de inversión, aunque obliga a 
facilitar información por separado de cada producto.  
 
Este mismo artículo 24 preveía en su párrafo tercero que, a más tardar el 3 de enero de 2016, 
la Autoridad Europea del Mercado de Valores, en cooperación con la Autoridad Bancaria y la 
Autoridad Europea de Seguros y Pensiones de Jubilación, elaborarían directrices, que 
actualizará periódicamente, para la evaluación y supervisión de las prácticas de venta cruzada. 
Las tres autoridades abordaron de forma conjunta la elaboración de una guía, destinada a 
servir a las autoridades reguladoras nacionales de los tres sectores. Pero este proyecto 
conjunto, quizá por la complejidad y la afección de intereses muy variados, fracasó. Y la única 
guía de directrices aprobada es la prevista en la Directiva MIFID II, esto es, las Directrices sobre 
ventas cruzadas de la ESMA. No son aplicables a nuestro particular, en tanto se aplican a 
ventas cruzadas de productos de inversión y seguros, no a créditos y seguros. Sin embargo, 
entendemos de utilidad exponer algunas de sus pautas. 
 
Las Directrices25  tienen por objeto fundamental establecer un enfoque coherente y efectivo 
en la supervisión de las empresas por parte de las autoridades competentes, que supervisan 
los mercados de valores; o sea, carecen de un efecto normativo directo sobre empresas o 
particulares. En tanto, servirán para enjuiciar el cumplimiento de las prescripciones de la 
Directiva por parte de las autoridades supervisoras, su fuerza, como soft law, es evidente. Pues 
bien, la última de estas Directrices, 10 en su párrafo 27 es del siguiente tenor: 
 

Las autoridades competentes que supervisen a empresas que distribuyan 
paquetes vinculados o combinados deberán exigirles a éstas que garanticen 
que a los clientes se les permita posteriormente dividir los productos 
agrupados en ofertas de venta cruzada sin que medien penalizaciones 
desproporcionadas, salvo que existan razones justificadas por las que tal 
opción no sea posible. 

 
Y, específicamente, como ejemplo de aplicación de esta norma, indica el siguiente para 
detectar una práctica no compatible por suponer un peligro de “flexibilidad reducida”: 
 

 
25   https://www.esma.europa.eu/sites/default/files/library/2016-574_es.pdf  versión española.   
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 Imponer unos gastos desproporcionados por una rescisión anticipada de un 
producto de seguro auxiliar si el cliente desea sustituir la cobertura ofrecida por 
la de un proveedor alternativo, o amenazar con la extinción de la relación 
contractual correspondiente a otro producto incluido en el paquete 

 
 

o Directiva 2014/17/UE del Parlamento y del Consejo de 4 de febrero de 2014 
sobre los contratos de crédito celebrados con los consumidores para bienes 
inmuebles de uso residencial y por la que se modifican las Directivas 
2008/48/CE y 2013/36/UE y el Reglamento (UE) no 1093/2010 

 
La Directiva sobre préstamos hipotecarios contiene regulación específica en la materia que, 
como ya hemos visto, ha sido objeto de trasposición en nuestro ordenamiento, mediante la 
promulgación de la Ley de Contratos de Crédito Inmobiliario 5/2019, de 15 de marzo. La 
Directiva en su considerando 25 se refiere de forma expresa a las ventas vinculadas de 
seguros, para admitirlas bajo una condición: que la entidad bancaria permita al cliente la 
contratación de un seguro en las mismas condiciones con otro proveedor: 
  

Como norma general, no deben permitirse las prácticas de venta vinculada 
a no ser que el servicio o producto financiero ofrecido junto con el contrato 
de crédito no pueda ofrecerse por separado al constituir una parte del 
crédito plenamente integrada en el mismo, como por ejemplo en el caso de 
los descubiertos garantizados. En otros casos, cabe justificar, no obstante, 
que los prestamistas ofrezcan o vendan un contrato de crédito en un 
paquete junto con una cuenta de pago, una cuenta de ahorro, un producto 
de inversión o un producto de pensiones, por ejemplo en caso de que el 
capital de la cuenta se utilice para reembolsar el crédito o sea un requisito 
previo para agrupar recursos con objeto de obtener el crédito, o en aquellas 
situaciones en las que un producto de inversión o un producto de pensiones 
privado sirve de garantía adicional del crédito. Si bien está justificado que 
los prestamistas puedan exigir a los consumidores que dispongan de la 
pertinente póliza de seguro para garantizar el reembolso del crédito o 
asegurar el valor de la garantía, el consumidor debe tener la oportunidad 
de elegir su propio proveedor de seguro, a condición de que su póliza de 
seguro tenga un nivel de garantía equivalente al de la póliza ofrecida por el 
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prestamista. Además, los Estados miembros pueden normalizar, en todo 
o en parte, la cobertura proporcionada por los contratos de seguro, con 
objeto de facilitar la comparación entre diversas ofertas para los 
consumidores que deseen buscar los productos que mejor se ajusten a sus 
necesidades. 

 
El considerando contiene una previsión final (que hemos subrayado, aunque carece de 
correlato en el texto normativo) que invita a cada Estado a regular, para normalizarla, la 
cobertura proporcionada por los contratos de seguro vinculados ordinariamente a los créditos 
hipotecarios (seguros de vida y/o reembolso y seguros de daños para el bien hipotecado). El 
propósito de esta previsión no normativa es mejorar la transparencia, para que los clientes 
puedan comparar los seguros con mayor facilidad. No consta que en España esta potestad 
normativa, auspiciada por los considerandos de la Directiva, haya sido ejercida hasta la fecha. 
 
La Directiva2014/17/UE del Parlamento y del Consejo de 4 de febrero de 2014 se aplica a:  
 

1) los contratos de crédito garantizados por una hipoteca o por otra garantía 
comparable comúnmente utilizada en un Estado miembro sobre bienes 
inmuebles de uso residencial, o garantizados por un derecho relativo a un 
bien inmueble de uso residencial, y 

2) los contratos de crédito cuya finalidad sea adquirir o conservar derechos de 
propiedad sobre fincas o edificios construidos o por construir. 

 
La finalidad de la Directiva es proteger los préstamos inmobiliarios a consumidores. Sin 
embargo, como hemos visto al exponer la norma española. La Ley 5/2019 tiene un alcance 
mayor, en tanto se aplica a operaciones garantizadas por hipotecas por personas físicas, 
aunque no sean en su calidad de consumidores (bien que los inmuebles deban tener finalidad 
residencial). Define la Directiva en su artículo 4 qué se debe entender por prácticas de venta 
combinadas y prácticas de venta vinculadas de créditos inmobiliarios.  
 

1) «prácticas de venta vinculada»: toda oferta o venta de un paquete constituido por un 
contrato de crédito y otros productos o servicios financieros diferenciados, cuando el 
contrato de crédito no se ofrezca al consumidor por separado; 
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2)  «prácticas de venta combinada»: toda oferta o venta de un paquete constituido por 
un contrato de crédito y otros productos o servicios financieros diferenciados, cuando 
el contrato de crédito se ofrezca también al consumidor por separado, aunque no 
necesariamente en los mismos términos y condiciones que combinado con otros 
servicios auxiliares; 

 
Las prácticas reguladas en la Directiva son las propias de las entidades prestamistas, en las que 
el crédito es el producto principal y los seguros, productos auxiliares. En el artículo 12 de la 
Directiva se regulan de forma expresa estas prácticas. La Directiva exige la prohibición, por 
parte de los Estados miembros, de las ventas vinculadas y la autorización de las prácticas 
combinadas. Con varias excepciones. La última de ellas expresada en el apartado 4 del artículo 
se refiere precisamente a los seguros: 
 

Los Estados miembros podrán permitir a los prestamistas que exijan al 
consumidor suscribir una póliza de seguros pertinente en relación con el 
contrato de crédito. En estos casos, los Estados miembros velarán por que 
el prestamista acepte la póliza de seguros de un proveedor distinto de su 
proveedor favorito cuando dicha póliza posea un nivel de garantía 
equivalente al nivel que haya propuesto el prestamista.  

 
La Directiva se refiere a una póliza de seguros pertinente, sin mayor indicación. La sentencia 
del TJUE de 15 de octubre de 2020 (Sala Quinta), asunto C-778/18 aborda la interpretación 
del artículo 12 respecto a las ventas vinculadas autorizadas en el apartado 2, que no son las 
de seguros pertinentes sino las relativas a contratos de cuenta corriente vinculados al crédito 
hipotecario. Pese a ese diferente objeto, la sentencia ofrece dos criterios interpretativos que 
deberán tenerse en cuenta también en la interpretación del apartado 4. Por un lado, recuerda 
el TJUE que entre los fines de la Directiva está facilitar la movilidad de los consumidores, así 
como su capacidad para elegir con pleno conocimiento de causa. Por otro (parágrafo 52) 
recuerda la sentencia que las excepciones a la regla general de prohibición de las prácticas de 
venta vinculadas deben ser objeto de una interpretación estricta y no extensiva. Por 
consiguiente, la expresión indeterminada “una póliza de seguros pertinente” deberá ser 
interpretada de forma restrictiva y teniendo en cuenta que la norma tiene por norte facilitar 
la movilidad de los consumidores. 
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Debemos hacer una breve alusión a la Directiva 2014/92/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 23 de julio de 2014 sobre la comparabilidad de las comisiones conexas a las 
cuentas de pago, el traslado de cuentas de pago y el acceso a cuentas de pago básicas. Es una 
Directiva que establece un marco común para las normas y condiciones con arreglo a las cuales 
los Estados miembros garantizarán el derecho de los consumidores a abrir y utilizar cuentas 
de pago básicas en la Unión. En su considerando 24 identifica una práctica que señala 
frecuente de ventas vinculadas a estos servicios de cuentas de pago ofrecidos por los bancos 
y específicamente se refiere a los seguros, en tanto productos auxiliares a un servicio de 
cuenta de pago. Es una combinación que en España no es conocida.  Según el considerando, 
sin embargo, “es habitual que los proveedores de servicios de pago ofrezcan una cuenta de 
pago integrada en un paquete con otros productos o servicios financieros distintos de los 
vinculados a una cuenta de pago, como por ejemplo productos de seguros o de asesoramiento 
fiscal”.   
 

o Directiva (UE) 2016/97 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de enero 
de 2016 sobre la distribución de seguros 

 
La Directiva sobre distribución de seguros constituye, hasta la fecha, el último jalón en la 
regulación sectorial de la Unión sobre las prácticas de ventas cruzadas: la expresa prohibición 
de determinadas ventas vinculadas supone una significativa novedad en la materia. Pero el 
alcance de esta prohibición es timorato, por las excepciones que prevé. El proyecto inicial de 
la Directiva incluía un considerando extenso relativo a las ventas cruzadas, que ofrecía 
información específica sobre los perjuicios que estas prácticas podían suponer para los 
consumidores. En su redacción inicial la exposición de motivos aludía, como un supuesto de 
venta cruzada perjudicial para los consumidores, la venta de un seguro de automóvil unida al 
crédito al consumo orientado a la adquisición de un vehículo. Pero esta cita expresa 
desapareció de la exposición de motivos aprobada; lacónicamente en sus considerandos 53 y 
54 dice el texto aprobado por el Parlamento y el Consejo Europeos: 
 

(53)  
Las prácticas de venta cruzada son una estrategia común utilizada por los 
distribuidores de seguros de toda la Unión. Pueden ofrecer ventajas a los clientes, 
pero puede también suceder que no se tengan adecuadamente en cuenta los intereses 
de estos. La presente Directiva no debe impedir la distribución de pólizas de seguro 
multirriesgo. 
(54) 
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Las disposiciones de la presente Directiva relativas a la venta cruzada se entienden sin 
perjuicio de los actos legislativos de la Unión que establecen normas sobre las 
prácticas de venta cruzada aplicables a determinadas categorías de bienes y servicios. 

 
La Directiva tiene un ámbito de aplicación extenso y no se limita a la protección de los 
consumidores, pues su objeto es establecer normas relativas al acceso a las actividades de 
distribución de seguros y reaseguros, y al ejercicio de las mismas, dentro de la Unión.  
 
No es de aplicación a los intermediarios que ejerzan actividades de distribución de seguros 
complementarios, típicamente, los seguros de viaje. Es decir, a seguros (i) que sean 
complementarios del bien o servicios suministrados por algún proveedor y (ii) siempre que el 
seguro cubra el riesgo de avería, pérdida o daño del bien o la no utilización del servicio 
suministrado por dicho proveedor, o los daños al equipaje o la pérdida de este, y demás 
riesgos relacionados con el viaje contratado con dicho proveedor. Y ello con un límite 
cuantitativo (iii) si la prima no excede de 600 euros en cómputo anual o, para el caso de que 
el servicio para el que se contrata el seguro no tenga una duración superior a tres meses, de 
200 euros. Pese a esta exclusión, sin embargo, las disposiciones del artículo 24 sobre ventas 
cruzadas, que ahora pasamos a exponer, son también preceptivas en la comercialización de 
estos seguros complementarios, básicamente seguros de viajes. El artículo 24 de esta Directiva 
tiene el siguiente tenor: 
 
 

“Artículo 24: Ventas cruzadas 
 

1. Cuando un producto de seguro se ofrezca conjuntamente con servicios o 
productos auxiliares distintos de los seguros como parte de un paquete o del 
mismo acuerdo, el distribuidor de seguros informará al cliente de si los 
distintos componentes pueden adquirirse separadamente, y, en tal caso, 
ofrecerá una descripción adecuada de los diferentes componentes del 
acuerdo o paquete y facilitará aparte justificantes de los costes y gastos de 
cada componente. 

 

2. En las circunstancias a que se refiere el apartado 1, y si el riesgo o la cobertura 
de seguro resultantes de dicho acuerdo o paquete ofrecido a un cliente son 
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diferentes de los asociados a los componentes considerados por separado, el 
distribuidor de seguros facilitará una descripción adecuada de los diferentes 
componentes del acuerdo o paquete y del modo en que la interacción entre 
ellos modifica el riesgo o la cobertura de seguro. 

3. Cuando un producto de seguro sea auxiliar a un bien o servicio que no sea de 
seguros, como parte de un paquete o del mismo acuerdo, el distribuidor de 
seguros ofrecerá al cliente la posibilidad de adquirir el bien o servicio por 
separado. El presente apartado no se aplicará cuando el producto de seguro 
sea complementario de un servicio o actividad de inversión en el sentido del 
artículo 4, apartado 1, punto 2, de la Directiva 2014/65/UE, un contrato de 
crédito en el sentido del artículo 4, punto 3, de la Directiva 2014/17/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo (15), o una cuenta de pago en el sentido 
del artículo 2, punto 3, de la Directiva 2014/92/UE del Parlamento Europeo y 
del Consejo (16). 

4.  La AESPJ podrá elaborar directrices para la evaluación y supervisión de las 
prácticas de venta cruzada, señalando las situaciones en las que las prácticas 
de venta cruzada no sean conformes con lo dispuesto en el artículo 17. 

5.  El presente artículo no impedirá la distribución de productos de seguro que 
prevea la cobertura de diferentes tipos de riesgo (pólizas de seguros 
multirriesgo). 

6. En los casos referidos en los apartados 1 y 3, los Estados miembros 
garantizarán que los distribuidores de seguros especifiquen las exigencias y 
las necesidades del cliente respecto de los productos de seguro que forman 
parte del conjunto del paquete o el mismo acuerdo. 

7. Los Estados miembros podrán mantener o adoptar medidas adicionales más 
estrictas o actuar en casos particulares para prohibir la venta de productos 
de seguro junto con servicios o productos auxiliares distintos de los seguros 
como parte de un paquete o el mismo acuerdo cuando puedan demostrar que 
dichas prácticas redundan en perjuicio de los consumidores.” 

 

Como es de ver, el artículo establece una regulación diferente para dos supuestos distintos, 
en función de si es el seguro el producto principal en el paquete ofrecido (párrafo 1) o si el 
seguro es, meramente, el producto auxiliar (párrafo 3). Solo en el segundo caso se prohíben 
implícitamente las ventas vinculadas. Y ello con excepciones. Así es: 
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1. Cuando el seguro es el producto principal y los créditos ofrecidos son 
auxiliares del primero, el distribuidor de seguros debe informar al cliente de 
si los distintos componentes pueden adquirirse separadamente. La 
Directiva permite, en su esfera, las ventas vinculadas de productos o 
servicios auxiliares al seguro. Exige como contrapartida que el distribuidor 
de seguros ofrezca una descripción adecuada de los diferentes 
componentes del acuerdo o paquete y facilite aparte justificantes de los 
costes y gastos de cada componente. Se trata de obligaciones informativas. 

2. Sin embargo, cuando el seguro es el producto auxiliar de un bien o servicio 
que no sea de seguros, como parte de un paquete o del mismo acuerdo, el 
distribuidor de seguros ofrecerá al cliente la posibilidad de adquirir el bien 
o servicio por separado.  Parece claro que esta previsión es aplicable a los 
seguros accesorios de operaciones de crédito bancarias, formalizadas a 
través del canal banca-seguros. La previsión implica una tácita prohibición 
de la venta vinculada del seguro por el canal bancario.  

 
Es regla común a ambos casos que el distribuidor del seguro debe especificar las exigencias y 
las necesidades del cliente respecto del seguro que forme parte del paquete. La Directiva salva 
de estas disposiciones los paquetes de productos, formados solamente por seguros, las pólizas 
multirriesgo. 
 

o Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre créditos 
al consumo 

 
Hacemos referencia, por último, a la propuesta de la nueva Directiva del Parlamento y del 
Consejo sobre créditos al consumo, que habrá de sustituir a la Directiva 2008/48 en la 
regulación de esta materia. La tramitación de la Directiva está en fase de primera lectura del 
Parlamento. 
 
En la propuesta de la Comisión26 se incluye un artículo 14, que, por primera vez prohíbe en 
créditos al consumo las ventas vinculadas. El texto provisional de este precepto es como sigue: 
 

 
26 https://eur-lex.europa.eu/resource.html?uri=cellar:2df39e27-da3e-11eb-895a-
01aa75ed71a1.0005.02/DOC_1&format=PDF 
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“Prácticas de venta vinculada y combinada” 
 
1.Los Estados miembros podrán autorizar las prácticas de venta combinada, pero 
prohibirán las prácticas de venta vinculada. 
 
2.No obstante lo dispuesto en el apartado 1, y sin perjuicio de la aplicación de las 
normas de competencia, los Estados miembros podrán autorizar que los prestamistas 
o proveedores de servicios de crédito de financiación participativa exijan al consumidor 
que abra o mantenga una cuenta de pago o de ahorro, cuando la única finalidad de 
dicha cuenta sea una de las siguientes: 

a) acumular capital para reembolsar el crédito. 

b) pagar los intereses del crédito; 

c) agrupar recursos para obtener el crédito; 

d) proporcionar una garantía adicional al prestamista en caso de impago. 

 
3.No obstante lo dispuesto en el apartado 1 y sin perjuicio de la aplicación de las 
normas de competencia, los Estados miembros podrán permitir prácticas de venta 
vinculada cuando el prestamista o el proveedor de servicios de crédito de financiación 
participativa puedan demostrar a la autoridad competente que los productos 
vinculados o las categorías de productos ofrecidos, en condiciones similares entre sí, 
redundan claramente en beneficio de los consumidores, teniendo debidamente en 
cuenta la disponibilidad y los precios de los correspondientes productos ofrecidos en el 
mercado. 
 
4.Los Estados miembros podrán permitir que los prestamistas o proveedores de 
servicios de crédito de financiación participativa exijan al consumidor que suscriba una 
póliza de seguros pertinente relacionada con el contrato de crédito o los servicios de 
crédito de financiación participativa, teniendo en cuenta consideraciones de 
proporcionalidad. En tales casos, los Estados miembros velarán por que el prestamista 
o el proveedor de servicios de crédito de financiación participativa estén obligados a 
aceptar la póliza de seguro de un proveedor distinto del preferido por ellos cuando 
dicha póliza de seguro tenga un nivel de garantía equivalente al que el prestamista o 
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el proveedor de servicios de crédito de financiación participativa hayan propuesto, sin 
modificar la condición de la oferta de crédito al consumidor.” 

 
El proyecto prohíbe las ventas vinculadas, salvo que el prestamista puede acreditar que la 
vinculación es beneficiosa para el consumidor, teniendo en cuenta los precios y la 
disponibilidad de bienes. La salvedad prevista en el párrafo 4, admite la venta vinculada de 
seguros, pero conforme a criterios de “proporcionalidad” y permitiendo al consumidor el 
cambio de proveedor de seguro. El tenor del proyecto no es claro respecto a si esta regla será 
igualmente aplicable a las ventas combinadas. 
 
 

o Valoración en los informes sobre tendencias de los consumidores de la 
Autoridad Europea de Seguros y Fondos de Pensiones (EIOPA) 

 
La propuesta de estudio temático de EIOPA es comprensible, a la vista de la información 
plasmada en los informes anuales sobre tendencias de consumidores relativos a esta materia, 
que atestigua la distancia todavía existente entre el régimen normativo aprobado y las 
prácticas de las entidades bancarias. Información confirmada en otros dos informes 
sectoriales, como vamos a relatar. 
 
En el informe del año 201927 EIOPA constata el incremento del canal banca seguros en la 
comercialización de seguros de vida y señala problemas graves en las prácticas de las 
entidades financieras, específicamente respecto a las ventas cruzadas, objeto de nuestro 
informe. Los problemas más señeros se producen con motivo de ventas combinadas, en los 
que las entidades no respetan la obligación de no modificar las condiciones del crédito, si hay 
un cambio de proveedor del seguro, así como en los déficits de información asociados a este 
tipo de ventas. También en el incentivo, bajo presión, de la venta del seguro a cuya suscripción 
el banco condiciona la oferta de determinado tipo de interés. El informe de EIOPA apunta tres 
problemas muy concretos:  
 

i) Algunas entidades de crédito suelen ofrecer un tipo de interés, descuento u otro 
tipo de descuento en productos de crédito solo si los consumidores contratan 
una póliza de protección/seguro de vida recomendado por la entidad de crédito. 
Esto podría conducir consumidores hacia la compra de un seguro de protección 

 
27 https://www.eiopa.europa.eu/document-library/consumer-trends-report/consumer-trends-report-
2019%E2%80%8B 
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de crédito producto, que pueden no necesitar o no encajar en sus necesidades, 
únicamente para obtener un descuento. 

ii) Algunas entidades de crédito se aprovechan de sesgos conductuales de los 
consumidores para empujarles a comprar un seguro de protección de crédito de 
una empresa de seguros dentro del mismo conglomerado financiero para 
generar comisiones. 

iii) El ambiente de ventas bajo presión, bajo el cual estos se venden los productos, 
también lleva a los consumidores a no fijar su entera atención en las exclusiones 
de la póliza y, por lo tanto, no estar al tanto de lo que está y no está cubierto. 

 
El informe denuncia también las altas comisiones cobradas por la comercialización de los 
productos en este canal. Preocupación reiterada en el informe del año 202028, que reitera los 
problemas advertidos en la edición anterior. Citamos literalmente (traducción propia) el 
informe: 
 

“Las preocupaciones relacionadas con las altas tasas de comisión se ven 
acentuadas por el conflicto de intereses que surge en el proceso de venta de 
productos de seguros de vida hipotecarios y de crédito, dado que estos 
productos se venden principalmente 'como un requisito obligatorio' por parte 
de los bancos, con diferentes acuerdos de exclusividad y/o estructura de 
propiedad, conjuntamente con el producto de crédito para generar ingresos 
por comisiones. Por ejemplo: muchas autoridades nacionales informaron que 
estos productos se venden como obligatorios; otras autoridades e interesados 
han continuado dando cuenta de "incentivos", como tasas de interés más 
bajas, para comprar estos productos”. 

 
En términos similares el informe de 2021 resalta una de las causas clave de los conflictos 
originados por ventas cruzadas de seguros: “ Los problemas de los productos de seguro de vida 
para respaldar créditos también están relacionados con las políticas de grupo de para estos 
productos, conforme a las cuales, los bancos, que a menudo tiene otros convenios con los 
proveedores de seguros, que a menudo son tanto los titulares de las pólizas como sus 
distribuidores”. Este informe alude al estudio temático de EIOPA sobre seguros de vida en 
préstamos hipotecarios y otros seguros de protección crediticia vendidos a través de 
entidades bancarias. Pese a que estaba prevista la conclusión del estudio, con un centenar de 

 
28 https://www.eiopa.europa.eu/document-library/consumer-trends-report/consumer-trends-report-2020 
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encuestas entre consumidores de diez estados miembros, entre otras fuentes de información, 
para el año 2021, no ha sido publicado todavía, debido a la repriorización de actividades 
debida a la pandemia de Covid-19, por lo que se ha postergado al año 2022. El proyecto 
aparece plasmado en el informe de 2020 de actividades de supervisión de EIOPA.29Se trata de 
un proyecto de enorme relevancia en la medida de que por primera vez EIOPA va a focalizar 
su preocupación sobre este problema en un estudio específico. 
 
El más reciente informe sobre la aplicación de la Directiva de Distribución de Seguros 
publicado por EIOPA reconoce también las previsiones de la Directiva respecto a las prácticas 
de venta vinculada y venta combinada. El informe recoge las quejas específicas de las 
asociaciones de consumidores respecto a prácticas abusivas en ventas cruzadas30. El informe, 
publicado el 6 de enero del año en curso,31 reconoce paladinamente que respecto a las 
prácticas de empaquetamiento que impiden la capacidad de los consumidores de comparar 
precios o estudiar cuidadosamente las características y los costos asociados con las pólizas de 
seguro de protección crediticia “EIOPA no tiene evidencia de que los problemas identificados 
en estos estudios se hayan resuelto desde la implementación de la Directiva”. 
 
 

o Experiencias de Derecho comparado. 
 

a. Bélgica. 
 
Tres asociaciones belgas de corredores de seguros (Feprabel, FVF y UPCA/BVVM) que 
representan 2.500 empresas han promovido una propuesta de enmienda al Código de 
Comercio para introducir mejoras que regulen las ventas combinadas de seguros de hogar 
ofrecidas por los bancos de Bélgica. Aunque la enmienda fue presentada el 18 de diciembre 
de 2019 aún no ha sido tramitada. 
 

 
29 https://www.eiopa.europa.eu/sites/default/files/publications/reports/eiopa_bos-21-097-report-on-
supervisory-activities.pdf  
30 Reclamaciones muy similares se incluyen también en el FinCoNet: informe sobre Gobernanza de Productos y 
Cultura Financiera (https://clientebancario.bde.es/pcb/es/blog/finconet--informe-sobre-gobernanza-de-
productos-y-cultura-financiera.html) : “Los encuestados identificaron los riesgos asociados con la vinculación o la 
venta cruzada de productos relacionados, pero a menudo inadecuados. Un ejemplo es la venta indebida de 
productos de seguros complementarios que no están directamente asociados con el préstamo y no benefician al 
consumidor.” 
31 https://www.eiopa.europa.eu/media/news/eiopa-publishes-report-application-of-insurance-distribution-
directive_en 
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Las asociaciones belgas, en sus argumentos, no se oponen a que se ofrezcan seguros 
combinados a préstamos hipotecarios con la consiguiente reducción del tipo de interés del 
préstamo. Sí alegan la dificultad de los clientes para desvincularse de los seguros combinados 
al préstamo hipotecario durante la existencia de la hipoteca. Esta situación puede cercenar la 
libertad del consumidor para elegir un proveedor distinto y pone en cuestión su libertad de 
no renovar el seguro con carácter anual. También cuestionan la ruptura del equilibrio en los 
derechos y obligaciones de ambas partes y el derecho que debería asistir al cliente para no 
renovar un seguro tras un siniestro o cuando la entidad aseguradora incremente la prima. 
 
La propuesta de enmienda de las asociaciones belgas presentada en el Parlamento de Bélgica 
es la siguiente: “el prestamista, en el caso de una venta combinada, debe estar obligado a 
mantener el precio reducido de los productos o servicios financieros agrupados, en caso de que 
el consumidor haga uso de su derecho a cambiar de proveedor de servicios.” 
 

b. Italia. 
 
Tanto el Gobierno italiano como la Autoridad de Supervisión italiana han promulgado reglas 
específicas con el fin de asegurar un nivel de igualdad entre los operadores que también 
proteja a los clientes.   
 
En este sentido cabe destacar el Decreto 1/2012 convertido en la Ley 27/2021 (artículo 28) 
que considera desleal la práctica de bancos y entidades o intermediarios financieros que 
impone la suscripción de un contrato de seguro asociado a hipotecas o a la apertura de una 
cuenta bancaria. En caso de que se requiera una póliza de seguros, el banco o entidad 
financiera están obligados a ofrecer al cliente al menos dos costes estimados de contratos 
procedentes de compañías de grupos diferentes. El cliente es libre en cualquier caso para 
elegir cualquier contrato que prefiera en el mercado.  
 
No obstante, se tiene constancia de que las entidades bancarias neutralizan la posibilidad de 
que el cliente pueda elegir entre dos opciones, dilatando por ejemplo en el tiempo la segunda 
oferta de tal manera que, ante la urgente necesidad de crédito, los clientes acaban eligiendo 
la primera, mermando así la libertad del cliente. 
 

c. Irlanda. 
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El Código de protección al consumidor, en relación con los seguros vendidos junto a una 
hipoteca, establece la prohibición para las entidades reguladas de combinar los productos 
aseguradores salvo que puedan demostrar que hay un beneficio económico para el 
consumidor. 
 

d. Francia. 
 
Varias leyes se han aprobado en los últimos años (Ley Lagarde, Ley Hamon o Ley Bourquin) 
encaminadas a garantizar derechos a los consumidores a la hora de contratar sus seguros con 
los bancos cuando contratan con ellos créditos hipotecarios. Estas iniciativas legislativas 
suponen la imposibilidad de modificar el tipo de interés del crédito en función del seguro 
elegido; la posibilidad de que el asegurado cambie el contrato de seguro en cualquier 
momento durante los primeros 12 meses del crédito y anualmente con posterioridad; la 
posibilidad de que el banco exija un nivel de garantías de seguro, contractualizado en la oferta 
de préstamo pero la imposibilidad de que el banco rechace un contrato con garantías 
equivalentes, tanto al suscribirse al crédito como durante la vida del crédito. 
 

e. Escándalo de productos de protección de pagos en el Reino Unido a 
través de los bancos. 

 
El mayor escándalo bancario de Reino Unido se ha producido sobre el denominado Payment 
Protection Insurance (PPI). Todo viene de la venta de un seguro de protección de pagos 
vendido junto con préstamos no garantizados, tarjetas de crédito e hipotecas. Se comercializó 
indiscriminadamente a consumidores que conforme a las cláusulas no podían reclamarlo. 
 
Los bancos que vendieron los PPI recibían una comisión de hasta el 87% de las primas pagadas 
por el cliente, de forma que, por ejemplo, el banco que vendía una póliza PPI con un coste de 
10.000 libras se embolsaba 8.700 de comisión. Los PPI representaban más de una tercera 
parte de las ganancias de la banca en los años de su comercialización masificada, lo que lo 
convertía en un producto muy rentable para las entidades bancarias a costa de sus clientes. 
 
Los reguladores británicos declararon su ilicitud y obligaron a todos los bancos involucrados 
en el fraude que comercializaron indebidamente este producto a indemnizar a los clientes 
afectados. La suma de las indemnizaciones superaría los 53.000 millones de libras (59.511 
millones de euros). Su venta ha sido calificada por algunos medios ingleses como «estafa». 
Según el grupo de expertos y el foro de servicios financieros New City Agenda el coste de las 
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indemnizaciones es cinco veces mayor que el de los Juegos Olímpicos celebrados en 2012 en 
Londres. 
 

(VI) LA POSTURA DE LAS AUTORIDADES DE COMPETENCIA 
 
Las autoridades de competencia españolas (primero el Tribunal de Defensa de la Competencia 
– TDC-, luego la Comisión Nacional de la Competencia -CNC- y finalmente la actual Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia -CNMC-) han venido conociendo de distintas 
reclamaciones en relación con la comercialización de seguros por parte de las entidades de 
crédito. Y existen varias resoluciones al respecto, cuya utilidad práctica en la actualidad es 
relativa, en la medida en que algunas de esas resoluciones son bastante antiguas y 
posiblemente la situación del mercado bancario existente en el momento de ser dictadas no 
era la misma que en la actualidad, lo cual puede afectar a la pertinencia o aplicabilidad de 
algunas de las declaraciones en su día realizadas a una situación como la presente. 
 
Con fecha 12 de junio de 2000 la Asociación de Usuarios de Servicios Bancarios (AUSBANC) 
presentó una denuncia ante el extinto Servicio de Defensa de la Competencia (SDC) contra la 
Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid (CAJAMADRID) por supuestas conductas 
prohibidas por la Ley 16/1989, de 17 de julio de Defensa de la Competencia (LDC 1989)32, 
consistentes en subordinar la concesión de préstamos hipotecarios a la suscripción de un 
seguro de vida o de amortización de crédito con una aseguradora perteneciente a su mismo 
grupo empresarial y en utilizar otras vías distintas a la de reclamar a esta aseguradora el pago 
del seguro al producirse la contingencia asegurada, en detrimento de la eficacia de dicho 
seguro. 
 
La denuncia fue archivada por Acuerdo del Director del SDC de 21 de diciembre de 2000 que, 
recurrido por la denunciante, ante el Tribunal de Defensa de la Competencia (TDC), fue 
desestimado por Resolución de este órgano de 21 de noviembre de 2001. 
 

o Resolución del TDC de 21 noviembre 2001 (Cajamadrid/AUSBANC). 
 
La denuncia entonces planteada por AUSBANC y cuyo archivo por el SDC debía revisar el TDC 
era resumidamente la siguiente:  
 

 
32 Ley entonces vigente, anterior a la actual Ley 15/2007. 
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“Las entidades bancarias, con carácter general, y en concreto la CAMM, subordinan la 
concesión de los préstamos hipotecarios a la suscripción de una póliza de seguro de vida o 
amortización de crédito con una entidad aseguradora perteneciente a su mismo grupo 
empresarial y en la que el beneficiario de dicho seguro es la entidad prestamista, lo que a 
juicio del denunciante supone infracción del artículo 1.1.e) de la LDC, sobre todo si se tiene 
en cuenta que dicho seguro de vida no responde a ninguna exigencia legal.  
 
Con dicha práctica no sólo se priva al usuario de elegir la compañía con la que contratar la 
póliza del seguro de vida, sino que además la entidad prestamista, la CAMM, cuando se trata 
de una póliza suscrita con Caja Vida Madrid (CVM), con la que tiene intereses comunes, utiliza 
en el caso de tener que ejecutar la garantía hipotecaria otras vías distintas de las del reclamo 
a la compañía de seguros (reclamación a avalistas o herederos), lo que hace el seguro ineficaz 
para el usuario, colocando además a los operadores económicos que han quedado excluidos 
del mercado, las otras compañías de seguros, en una situación de desventaja, lo que a juicio 
del denunciante supone una infracción del artículo 1.1 d) de la LDC" 

 
Ante esta acusación, CAJAMADRID se defendió básicamente alegando que su actuación era 
unilateral (sin acuerdo previo con ninguna otra entidad), por lo que no existía ninguna práctica 
colusoria. Se añadía que el artículo 1 de la LDC 1989 contempla relaciones interempresariales 
y no con los usuarios que tienen protección en su legislación específica, la Ley 26/84, de 19 de 
julio, General de Defensa de Consumidores y Usuarios, que en su artículo 10.1.c) 31 establecía 
que se reputarán contrarias a la buena fe y justo equilibrio de las contraprestaciones "las 
cláusulas abusivas, entendiendo por tales las que perjudiquen, de manera desproporcionada 
o no equitativa al consumidor, o comporten en el contrato una posición de desequilibrio entre 
los derechos y obligaciones de las partes en perjuicio de los consumidores o usuarios" y "la 
obligada adquisición de bienes o mercancías complementarias o accesorios no solicitados". 
 
Es decir, que CAJAMADRID resumidamente alegó que esta cuestión no estaba relacionada con 
prácticas restrictivas de la competencia (por ser una actuación unilateral) sino, en todo caso, 
con el cumplimiento de la normativa sobre consumidores. 
 
A la vista de lo alegado por ambas partes, el TDC advirtió que existen prácticas unilaterales 
que pueden restringir la competencia: las contempladas en el artículo 6 de LDC 1989, que 
requieren, para ser perseguibles, que las empresas que actúan unilateralmente se encuentren 
en posición de dominio o, después de la reforma de introducida por Ley 52/1999, de 28 de 
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diciembre, en situación de dependencia económica. A tal efecto, el planteamiento que hizo el 
TDC fue el siguiente: 
 

“Fto. 3º: [...] 
[...] Respecto a la posibilidad de incurrir en una conducta abusiva por parte de la CAMPM por 
exigir a sus clientes (cosa tampoco demostrada y que ni siquiera se cuestiona explícitamente 
por la denunciante) la contratación de la prestación secundaria (la póliza del seguro de vida) 
con una entidad aseguradora de su mismo grupo empresarial, se debe tener en cuenta que 
ello sólo estaría prohibido por la LDC si tal comportamiento se realizase desde una posición 
dominante y por lo tanto en el ámbito de aplicación del artículo 6. Habría entonces que definir 
el mercado y demostrar la existencia de una posición de dominio por parte de CAMPM en los 
mercados relevantes considerados. [...]” 

 
Pues bien, el TDC no consideró acreditado que CAJAMADRID impusiera este modo de 
contratación a sus clientes ni que dicha práctica estuviese generalizada. Y tampoco consideró 
acreditado que CAJAMADRID tuviese una posición de dominio en el mercado de entidades de 
crédito españolas. Para llegar a esta última conclusión influyó la constatación, citada en la 
resolución, de que en esa fecha (2001) “Actualmente existen en España 148 bancos, 51 cajas 
de ahorro y 97 cooperativas de crédito”. 
 
Es decir, la existencia en aquel momento de un mercado bancario altamente fraccionado 
evidenciaba que CAJAMADRID no tenía, ni podía tener, una posición de dominio en dicho 
mercado. Teniendo esto en cuenta, así como la ausencia de prueba de que la práctica 
denunciada estuviese generalizada, y mucho menos que estuviese concertada con otras 
entidades, el TDC desestimó el recurso contra el archivo de la denuncia. 
 
Ahora bien, la decisión del TDC no fue unánime entre todos los vocales de su Pleno: tres de 
los ocho vocales discreparon de la decisión de la mayoría y emitieron un voto particular 
conjunto, cuestionando las conclusiones alcanzadas en varios aspectos. 
 
En primer lugar, los vocales discrepantes consideraban que sí que existía una “generalización 
de la práctica denunciada” que debía investigarse, para determinar si dicha práctica respondía 
a una concertación o posiblemente a una conducta conscientemente paralela entre las 
entidades bancarias: 
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«... el R.D. Ley 6/2000, de Medidas Urgentes de Intensificación de la 
Competencia en Mercados de Bienes y Servicios, en cuyo artículo 40 se 
establece el derecho del prestatario a designar la entidad aseguradora que, en 
su caso, cubra las exigencias del prestamista, lo que parece también indicar la 
generalización de la práctica denunciada. 

Si el Servicio admitía la generalidad de la vinculación del crédito hipotecario a 
la contratación de un seguro de vida, creemos que debería haber investigado 
la parte de la denuncia que ni se cita ni se refuta en la Resolución de la que 
disentimos. ¿Resulta necesario que los tomadores de un crédito hipotecario 
contraten, además, un seguro de vida designando como beneficiaria a la propia 
entidad financiera? ¿No constituye suficiente garantía el título ejecutivo que 
adquiere el prestamista sobre la propiedad inmobiliaria a la que se destina el 
crédito hipotecario? ¿Cuál es la frecuencia de la práctica consistente en que las 
entidades financieras, en el caso de fallecimiento del tomador del crédito, no 
hagan uso de esta garantía adicional, prefiriendo actuar contra herederos o 
avalistas? 

Investigar estas cuestiones hubiera sido imprescindible ya que, si la vinculación 
del crédito al seguro se revela superflua e innecesaria y si es practicada con la 
generalidad que señalan Servicio, denunciante y denunciado, podría existir una 
práctica concertada entre las entidades financieras o una conducta 
conscientemente paralela prohibida por el artículo 1 LDC. No sería, en principio, 
sostenible en un mercado en libre competencia que las empresas impusieran 
simultáneamente una misma carga innecesaria a sus clientes, ya que la no 
imposición de tal carga supondría una ventaja competitiva que, sin 
concertación, utilizarían y pregonarían algunos de los competidores para 
obtener mayor cuota de mercado. En un régimen de competencia no falseada 
la carga innecesaria terminaría desapareciendo precisamente por la fuerza de 
la acción competitiva.» 

Por lo demás, los vocales discrepantes también plantearon la posibilidad de que existiese un 
falseamiento de la competencia por actos desleales (artículo 7 LDC 1989). Nótese que el 
artículo 7 de la LCD/1989 exigía determinar (i) si las conductas analizadas son subsumibles en 
alguno de los tipos que contiene la Ley de Competencia Desleal (LCD) y (ii) si la conducta 
desleal produce unos efectos gravemente perturbadores del funcionamiento del mercado. El 
voto particular manifiesta lo siguiente a este respecto: 
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«En cuanto al primer requisito, la LCD en sus artículos 5, 6 y 7 considera 
desleales los actos contrarios a las exigencias de la buena fe, de confusión y de 
engaño, respectivamente, y el artículo 15 tipifica de desleal prevalerse en el 
mercado de una ventaja competitiva adquirida mediante la infracción de las 
leyes, siempre que la ventaja sea significativa. Como la normativa sectorial 
impone la necesidad de separar las actividades de banca y seguros -Ley 
26/1988, de Disciplina e Intervención de las Entidades de crédito-, creemos que 
la posibilidad de que existiera conducta desleal no debió ignorarse en los 
análisis del Servicio y de la mayoría para no contradecir la interpretación literal, 
sistemática y teleológica de las citadas normas. 

En cuanto al segundo requisito, hemos de señalar que, dada la trascendencia 
que para las entidades de seguros puede tener la práctica denunciada, al 
producir, evidentemente, una desviación de clientela en favor de quien las 
realiza -que son las entidades financieras con aseguradoras que se prevalen de 
esta ventaja- la perturbación del mercado podría no ser, en modo alguno, 
despreciable, sino grave, y, por ello, la alegación de que la relación funcional 
entre los créditos y seguros del caso justifican su oferta conjunta, debió 
analizarse incoando expediente. Es decir, los efectos de la práctica podrían ir 
más allá de los meramente producidos para las partes contratantes, al crear 
una significativa clase de desleales competidores, distorsionando, entonces, 
gravemente las condiciones de competencia en el mercado de los seguros de 
vida, lo que constituiría una infracción del artículo 7 LDC que debería también 
haber sido estudiada por el Servicio.» 

 
En parte basándose en este voto particular y en parte en consideraciones adicionales, 
AUSBANC interpuso contra esta resolución recurso que fue resuelto por la Sala Sexta de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, mediante Sentencia núm. 1187/2003 
de 17 septiembre 2003 (RJCA 2003\900), en cuyo Fundamento Jurídico 4º se establecía 
expresamente que los hechos denunciados, parecían «prima facie» una práctica generalizada, 
que podrían incidir en sectores relevantes como el de créditos hipotecarios o el de seguros de 
vida, lo que hacía conveniente incoar un expediente sancionador que, sin prejuzgar la 
resolución de fondo que pudiera dictarse, permitiera profundizar sobre las circunstancias 
concurrentes, analizándolas pormenorizadamente en el ámbito de un procedimiento 
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adecuado, por lo que debía estimarse el recurso interpuesto a los solos efectos de incoar 
expediente, sin prejuzgar su resolución final. 
 
La sentencia de la Audiencia Nacional de 17 de septiembre de 2003 fue recurrida en casación 
por CAJAMADRID ante el Tribunal Supremo, que desestimó el recurso mediante sentencia de 
20 de junio de 2006 (RJ\2006\4634). 
 
A la vista de la sentencia de la Audiencia Nacional de 17 de septiembre de 2003, el extinto SDC 
inició en mayo de 2006 unas diligencias previas, bajo la referencia DP núm. 05/06, solicitando 
información a una muestra representativa del sector bancario respecto a los préstamos 
concedidos durante el primer cuatrimestre de 2006 en relación con su supuesta vinculación a 
seguros de vida o de amortización del crédito (21 entidades bancarias)33. Esta investigación, 
junto con otro asunto que le fue acumulado, dio lugar a la Resolución de la Comisión Nacional 
de la Competencia (CNC) de 29 mayo 2009 (AC\2009\1596), Expediente 2789/09 sobre 
Entidades de Crédito. 
 

o Resolución de la CNC de 29 mayo 2009 (Entidades de Crédito). 
 
Tras la instrucción del expediente, el procedimiento administrativo iniciado contra 21 
entidades de crédito, entre las que se encontraban las más importantes y representativas del 
sector en aquel momento, partió en primer lugar de la constatación de que, como punto de 
partida y en general, la vinculación de seguros a la concesión de créditos era una práctica lícita, 
según se desprendía de varias disposiciones legales (alguna de las cuales ha sido 
posteriormente derogada o modificada): 
 

1. la posibilidad de que una entidad de crédito opere como agente exclusivo de una 
concreta aseguradora se encontraba expresamente reconocida en la Ley 26/200634, 
ya se trate de una aseguradora integrada en el grupo empresarial o de una 
aseguradora con la que haya establecido un acuerdo al efecto.  

 
33 Estas entidades, además de la denunciada CAJAMADRID, fueron Banco Santander, Banco Bilbao Vizcaya 
Argentaria (BBVA), Caixa d'Estalvis y Pensions de Barcelona (La Caixa), Banco Popular Español, Caja de Ahorros de 
Valencia Castellón y Alicante (Bancaja), Banc Sabadell, Caixa d'Estalvis de Catalunya (Caixa Catalunya), Caja de 
Ahorros del Mediterráneo (CAM), Bankinter, Caja de Ahorros de Galicia (Caixa Galicia), Caja de Ahorros de 
Zaragoza, Aragón y la Rioja (Ibercaja) Unicaja, Bilbao Bizcaia Kutxa (BBK), Caja España de Inversiones, Caja de 
Ahorros de Vigo, Orense y Pontevedra (Caixanova), Caja de Ahorros de Salamanca y Soria (Caja Duero) Caja de 
Ahorros de Guipuzcoa y San Sebastián (Kuxa), Deutsche Bank-España y Banco Pastor. 
34 Disposición derogada por Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero. 
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2. La Circular del Banco de España 8/1990 de 7 de septiembre a entidades de crédito 

sobre transparencia de las operaciones y protección de la clientela35, establecía que 
en el cálculo del coste de efectivo de las operaciones activas «se habrán de incluir las 
primas de los seguros que tengan por objeto garantizar a la entidad el reembolso del 
crédito en caso de fallecimiento, invalidez o desempleo de la persona física que haya 
recibido el crédito, siempre que la entidad imponga dicho seguro como condición para 
conceder el crédito». Esto supone que dicho coste irá incluido en la TAE, lo que 
pretende facilitar al consumidor la comparativa de precios entre los préstamos que 
conceden las distintas entidades bancarias. 

 
3. Artículo 40 del Real Decreto-Ley 6/2000 de Medidas Urgentes de Intensificación de 

la Competencia en Mercados de Bienes y Servicios estableció lo siguiente en materia 
de préstamos hipotecarios, menciona como parte de la información que debe 
facilitarse con carácter previo a la formalización de préstamos hipotecarios “la 
entidad aseguradora que, en su caso, vaya a cubrir las contingencias que la entidad 
prestamista exija para la formalización del préstamo”. 

 
No obstante, si bien la vinculación es lícita en abstracto, podría llegar a ser ilícita si se realiza 
en un contexto de posición dominante de la entidad de crédito. Aunque esta posibilidad la 
formula la CNC como pura hipótesis (ni siquiera es objeto de la denuncia que está resolviendo) 
que inmediatamente descarta en el caso concreto que está resolviendo, por considerar que 
no hay ningún operador que pueda considerarse dominante en este mercado: 
 

«SEXTO- [...] 

El hecho de que la normativa permita la posibilidad de que las entidades de crédito vinculen 
sus préstamos a determinados tipos de seguros no quiere decir obviamente que de este tipo 
de prácticas sea lícita en todo caso. 
[...] 
Como regla general, la vinculación de productos, «per se», no es una práctica prohibida desde 
la perspectiva del derecho de la competencia. Puede llegar a serlo, como expone en sus 
Orientaciones sobre el artículo 82 la Comisión Europea, en casos en que una empresa que 
tiene posición dominante sobre un producto vincula la adquisición de otros productos 
complementarios a la compra de aquel. En esos casos, la práctica puede tener un efecto 

 
35 Derogada por Circular 5/2012, de 27 de junio. 
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excluyente sobre los productores que compiten en el mercado de los productos 
complementarios, donde la empresa dominante pretende extender su dominio. 
[...] 
En el caso que nos ocupa, no estamos ante una situación de posición de dominio en el 
mercado de la banca minorista –o en segmentos más estrechos como la concesión de 
préstamos hipotecarios o personales– que lleve a pensar que un operador puede a través de 
la vinculación de productos, extender su dominio a un mercado adyacente de seguros. » 

 
Obviamente, esta declaración se basa en el análisis realizado de la situación del mercado de 
entidades de crédito a principios del año 2009; lo cual en absoluto prejuzga que esta situación 
pudiera haber cambiado 12 años después, en el mercado actual en el que existe mucha más 
concentración (al haberse fusionado posteriormente casi todas las entidades participantes en 
este procedimiento). 
 
En cualquier caso, y respecto de la infracción que era objeto del expediente (colusión entre 
entidades), la CNC declara que no ha resultado acreditada la existencia de prácticas prohibidas 
por el artículo 1 LDC relativas a la vinculación de la concesión de préstamos personales e 
hipotecarios a la suscripción de un seguro de vida o de amortización con una aseguradora 
perteneciente a su mismo grupo empresarial por parte de las 21 entidades de crédito 
imputadas. 
 
Para llegar a esta conclusión, de inexistencia de práctica colusoria, la CNC argumentó que las 
prácticas de vinculación de seguros analizadas en el expediente no eran homogéneas ni 
estaban generalizadas: 
 

«SÉPTIMO- [...] 

Del análisis de la información disponible se concluye, tal y como sostiene la Dirección de 
Investigación, que no hay acreditada una infracción del artículo 1 consistente en un acuerdo, 
práctica concertada o conscientemente paralela entre entidades de crédito con el fin de 
vincular la concesión de préstamos personales o hipotecarios a la contratación de seguros de 
vida o amortización. 
[...] 
De las respuestas al requerimiento de información se deduce que los criterios comerciales 
que emplean las entidades de crédito difieren: siguen diferentes criterios a la hora de exigir 
la vinculación (unas lo exigen con mayor frecuencia y otras con menos), diferente grado de 
proactividad a la hora de anunciar los seguros de la empresa del grupo, diferentes 
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condiciones comerciales a la hora de contratar el seguro vinculado (en unos casos supone un 
descuento en los tipos de interés y en otros no)... Los datos mostrados son consistentes con 
estas diferencias en las políticas comerciales. 
 
OCTAVO 
Dado que no resulta acreditado que la vinculación sea una práctica generalizada y que las 
políticas comerciales de las entidades financieras sigan un mismo patrón, carece de sentido 
en términos jurídicos plantearse si dicha práctica viene explicada o es fruto de un acuerdo 
colusorio o una práctica conscientemente paralela y si existen otras explicaciones plausibles 
a la misma » 

 
Es más, al concluir su análisis, la CNC manifiesta que, aunque la práctica de la vinculación de 
seguros a los contratos de préstamo no está generalizada, en algunos casos podría estar 
justificada: 
 

«OCTAVO 
[...] 

AUSBANC, de hecho, admite que la práctica no es generalizada y que se observan diferencias 
entre entidades. Pero viene a afirmar que si una parte de las entidades en ocasiones 
comercializa el préstamo junto con el seguro estamos ante una práctica prohibida. Esto, 
definitivamente no es así. Primero, porque en muchos casos, aunque se produzca 
contratación conjunta, la entidad financiera no ha obligado a ello. Si sólo una parte de las 
entidades vinculan, los clientes tienen la opción de irse a otras. De hecho, de la información 
aportada por las entidades de crédito se desprende que la inmensa mayoría de ellas no exige 
la suscripción del seguro como condición general para la suscripción de un préstamo (la 
propia AUSBANC reconoce que sólo se da en un caso), aunque algunas de ellas sí pueden 
hacerlo en casos puntuales. 
Segundo, porque, aunque en parte de los casos se obligue, la vinculación no es 
anticompetitiva «per se». Como ya se ha mencionado, puede venir justificada en 
determinados casos como medida lógica de gestión de riesgos de la cartera crediticia (por 
ejemplo, en casos de crédito hipotecario en edad cercana a la jubilación). » 

 
En definitiva, la CNC resuelve, con base en todo lo anteriormente argumentado, que de 
acuerdo con el artículo 53.1.c) de la LDC 1989 procede declarar que no ha resultado acreditada 
la existencia de prácticas prohibidas por el artículo 1 de dicha Ley. Ahora bien, a pesar de 
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rechazar que exista infracción de la normativa de Defensa de la Competencia, la CNC no 
descarta que pudiera existir una infracción de la normativa protectora de los Consumidores, 
lo cual no le corresponde a ella analizar: 
 

Este Consejo no niega que, en casos concretos, se pueda producir algún tipo 
de extralimitación por parte de la entidad financiera por falta de información 
del cliente o por otros motivos. Dichos supuestos pueden tener cabida como 
infracción de otro tipo de normas, ya sea la propia normativa sectorial o la Ley 
de Protección a los Consumidores y Usuarios. Pero, en cualquier caso, a la 
vista de la información disponible, no puede interpretarse que sea producto de 
una infracción del artículo 1 de la Ley 16/1989. 

 
En vista del archivo definitivo del expediente administrativo, AUSBANC interpuso recurso 
contencioso-administrativo contra esta Resolución de la CNC de 29 de mayo de 2009, que 
sería posteriormente desestimado por Sentencia de la Audiencia Nacional (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sección 6ª) de 23 marzo 2011 (RJCA 2011\292). 
 

o La Sentencia de la Audiencia Nacional de 23 marzo 2011. 
 
La Sentencia de la Audiencia Nacional (AN) de 23 marzo 2011 analizó en el Recurso 
contencioso-administrativo 489/2009 las mismas cuestiones que habían sido previamente 
examinadas por la CNC, llegando básicamente a las mismas conclusiones: 
 

a) Que no existían acuerdos colusorios entre las entidades de crédito investigadas 
ni entre ellas y las entidades aseguradoras de sus respectivos grupos 
empresariales; y  

 
b) Que no existía posición de dominio de ninguna entidad de crédito que le 

permitiera abusar de dicha posición imponiendo la contratación de seguros 
vinculados a préstamos a sus clientes. 

 
Así se expresa respecto de la primera cuestión en el Fundamento de Derecho Tercero: 
 

«3.- En cuanto a la existencia de acuerdos entre las entidades de créditos 
y las aseguradoras, razona la CNC: 
Tampoco se sostiene la alegación de AUSBANC de que la existencia de 
acuerdos entre las entidades financieras y las compañías aseguradoras de 
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su grupo empresarial sea contraria a la separación de actividades que 
dispone la Ley. 
 
La Ley 26/2006 contempla la distribución de seguros por parte de las 
Entidades de Crédito a través de la figura del operador banca-seguros. El 
operador banca-seguros puede ser la propia entidad de crédito o bien una 
sociedad participada por ésta. En este segundo supuesto, además de 
cumplirse otros requisitos, debe existir un contrato de prestación de 
servicios que consista en la cesión de la red de distribución al Operador 
banca-seguros. [...] 
[...] ... la posibilidad de que una entidad de crédito opere como agente 
exclusivo de una concreta aseguradora se encuentra expresamente 
reconocida en la norma, ya se trate de una aseguradora integrada en el 
grupo empresarial o de una aseguradora con la que haya establecido un 
acuerdo al efecto. Carece de sentido por tanto la alegación de AUSBANC de 
que se deban perseguir los acuerdos entre las entidades financieras y las 
compañías aseguradoras de su grupo empresarial por ser contrarias a la 
separación de actividades que dispone la Ley. » 

 
Y en cuanto a la alegada vinculación de seguros mediante abuso de una posición de dominio 
en el mercado, se rechaza también en el mismo Fundamento Tercero: 
 
 

«4.- En cuanto a la vinculación de productos: 
 
"Como regla general, la vinculación de productos, per se, no es una práctica 
prohibida desde la perspectiva del derecho de la competencia. Puede llegar 
a serlo, como expone en sus Orientaciones sobre el artículo 82 la Comisión 
Europea, en casos en que una empresa que tiene posición dominante sobre 
un producto vincula la adquisición de otros productos complementarios a 
la compra de aquél. En esos casos, la práctica puede tener un efecto 
excluyente sobre los productores que compiten en el mercado de los 
productos complementarios, donde la empresa dominante pretende 
extender su dominio. 
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La Comisión Europea ha contemplado las prácticas de vinculación de 
productos en su investigación sobre el sector de la banca minorista. En su 
Comunicación sobre los resultados de la Investigación expone 
(Comunicación de la Comisión -Investigación de conformidad con el 
artículo 17 del Reglamento (CE) n° 1/2003 en el sector de la banca 
minorista (Informe Final) (SEC(2007) 106 ) /* COM/2007/0033 final *) que 
la vinculación puede debilitar la competencia en la banca minorista al 
elevar los costes de cambio, reducir la transparencia de precios y desalentar 
la entrada de nuevos operadores (sobre todo, los que tienen una sola línea 
de producto). La Comisión considera que el hecho de que la práctica debilite 
o no la competencia depende de las circunstancias del caso y, de nuevo, 
manifiesta que ello es más probable cuando la vinculación constituye un 
abuso de posición dominante en los mercados de productos de referencia 
(párrafo 42). En ausencia de efecto exclusionario, consecuencia de la 
práctica abusiva, la vinculación puede generar eficiencias porque 
contribuye a reducir costes de información para ambas partes (sobre los 
productos disponibles y sobre la solvencia del cliente), reduce con ello el 
riesgo crediticio y permite aprovechar economías de alcance que generan 
eficiencias tanto de oferta (menores costes de distribución) como de 
demanda (menores costes de gestión y adquisición). 
 
En el caso que nos ocupa, no estamos ante una situación de posición de 
dominio en el mercado de la banca minorista -o en segmentos más 
estrechos como la concesión de préstamos hipotecarios o personales- que 
lleve a pensar que un operador puede a través de la vinculación de 
productos, extender su dominio a un mercado adyacente de seguros.» 

 
Como puede apreciarse, los argumentos son los mismos que había utilizado previamente la 
CNC en la Resolución recurrida. Como también son iguales las conclusiones de la Audiencia 
Nacional en cuanto a la exclusión de todas y cada una de las infracciones que AUSBANC 
imputaba a las entidades de crédito expedientadas: 
 

CUARTO- [...] 
 
De la exposición de hechos resulta, de una parte, que no se observan 
conductas concertadas ni conscientemente paralelas, ya que la variedad 
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que se observa en los comportamientos de las distintas entidades impide 
apreciar tal concertación. 
Tampoco podemos apreciar que exista un abuso de posición de dominio, 
dado que en la mayoría de los casos, en el comportamiento de las entidades 
de crédito no se aprecia vinculación entre la concesión del crédito y la 
exigencia del contrato de seguro. 
Ni se aprecia práctica desleal con incidencia en la libre competencia. 
Con independencia de que en algún caso se haya podido vincular la 
concesión del crédito al contrato de seguros, ello sólo implicaría el ejercicio 
de acciones individuales entre las partes, pero en absoluto, de los 
comportamientos probados, resulta una práctica con capacidad para 
afectar la libre competencia. 

 
Así pues, la Audiencia Nacional consideró en el año 2011 que los clientes que se enfrentaban a 
una oferta de préstamo vinculada a un seguro podían libremente comparar sus condiciones 
económicas con otras ofertas no vinculadas, sin que resultara siquiera acreditado que la 
vinculación fuese una práctica generalizada. 
 

o Actuaciones recientes de la CNMC. 
 
Desde el año 2009, la autoridad nacional de competencia (ahora denominada CNMC) no ha 
vuelto a emprender una investigación generalizada sobre la comercialización de seguros por 
las entidades financieras. 
 
En los últimos tiempos, las únicas actuaciones de la CNMC relacionadas con esta cuestión han 
sido puntuales y sobre puntos concretos. 
 
Así, por ejemplo, en el año 2020 la CNMC recibió varias denuncias relacionadas con las 
condiciones de los préstamos ICO emitidos para paliar las consecuencias del COVID-19. 
También en estos casos las entidades de crédito que tramitaban estos créditos aprovecharon 
para vincular otros productos propios a estos créditos (p.ej. seguros), aunque en este caso esa 
vinculación no estuviese justificada. Hasta tal punto se recibieron quejas de los usuarios del 
canal bancario, que la CNMC tuvo que emitir una nota de prensa el 23-diciembre-2020 
anunciando que iniciaría una investigación36: 
 

 
36 https://www.cnmc.es/prensa/investigacion-creditos-ICO-20201223. 
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La CNMC recibe nuevas denuncias relacionadas con las condiciones de 
los préstamos ICO COVID 
 
Posibles prácticas anticompetitivas detectadas  

Tras el análisis de la información recabada, la CNMC ha detectado la existencia de 
una serie de actuaciones que podrían vulnerar la normativa de competencia. En estos 
momentos, la Comisión está analizando (i) la vinculación de productos cruzados a la 
hora de comercializar los préstamos ICO COVID (entre otros, seguros, servicios de 
alarma o la compra de televisores), [...] 

 
Falseamiento de la competencia  
 

... la CNMC investiga si dichas actuaciones podrían constituir una conducta desleal 
que, por falsear la libre competencia, afecte al interés público en un contexto de crisis 
derivada del COVID-19 y, por tanto, constituir una infracción de la Ley 15/2007, de 3 
de julio, de Defensa de la Competencia. 

 
Ante la alarma social creada por estas malas prácticas y la nota de prensa de la CNMC, la 
mayoría de las entidades bancarias procedieron a corregir rápidamente su praxis en relación 
con la tramitación de créditos ICO. Es por ello que esta actuación de la CNMC no puede 
considerarse sino anecdótica o colateral respecto del problema de la vinculación de seguros, 
que es una realidad consolidada, duradera y permanente, a diferencia de la situación puntual 
que en esta ocasión la CMNM decidió atajar. 
 
Finalmente, cabe mencionar que en el recientemente publicado Plan de Actuaciones de la 
CNMC para el ejercicio 2021-202237, la entidad manifiesta que durante este período el 
Departamento de Promoción de la Competencia elaborará estudios sectoriales en 
colaboración con otras unidades con sometimiento sistemático a consultas públicas y mayor 
involucración de la sociedad civil y la Academia, entre ellos estudios sobre el mercado de 
seguros (págs. 33-34), por ser uno de los sectores que se considera que afectan de modo 
directo al bienestar de los ciudadanos, con énfasis en los colectivos más vulnerables (pág. 43). 
Ahora bien, ninguna investigación específica está prevista respecto del problema que aquí nos 
ocupa (la comercialización de seguros en el canal banca-seguros).  
 

 
37https://www.cnmc.es/sites/default/files/editor_contenidos/Notas%20de%20prensa/2021/Plan%20de%20Actuaciones%20
CNMC%202021-22_DEF.pdf  
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(VII)  

CRITERIOS RELEVANTES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGUROS Y FONDOS 
DE PENSIONES 

 
El artículo 62 del Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros 
Privados (titulado “Protección Administrativa”) establece que “El Ministerio de Economía y 
Hacienda protegerá la libertad de los asegurados para decidir la contratación de los seguros y 
el mantenimiento del equilibrio contractual en los contratos de seguro ya celebrados”, 
correspondiendo a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones (DGSFP), órgano 
dependiente del Ministerio de Economía y Hacienda, la competencia de control y potestad 
sancionadora por práctica abusivas en la comercialización y contratación de seguros. 
 
Todos los años la DGSFP emite un informe que resume la actividad realizada por su Servicio 
de Reclamaciones en el año anterior. Este Servicio es el Departamento de la Dirección General 
encargado de la protección de los derechos de los asegurados y de los partícipes y 
beneficiarios de planes de pensiones. La Orden ECC/2502/2012, de 16 de noviembre, por la 
que se regula el procedimiento de presentación de reclamaciones ante los servicios de 
reclamaciones del Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, establece las competencias que 
corresponden en el ámbito de los seguros privados y los planes de pensiones. Con la 
publicación de su informe anual pretende plasmar las actuaciones llevadas a cabo por el 
servicio con la finalidad de reforzar la transparencia y las buenas prácticas que han de regir en 
el sector. 
 
Pues bien, el Servicio de Reclamaciones de la DGSFP se ha pronunciado de forma continuada 
sobre diversas cuestiones relacionadas con la comercialización de seguros vinculados a 
préstamos hipotecarios. 
 
La DGSFP ha resuelto de forma reiterada que la imposición por parte de la entidad 
aseguradora de un seguro a prima única al tomador se considera inadecuada y contraria a las 
buenas prácticas y usos en el ámbito de los seguros privados. Véase por ejemplo en este 
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sentido, lo declarado en las últimas Memorias publicadas del Servicio de Reclamaciones (de 
los ejercicios 2019 y 2020)38: 
 

«Exigencia de prima única en la contratación de seguros de vida o de daños 
ligados a préstamos hipotecarios, sin ofrecer la posibilidad de contratación de 
un seguro anual renovable- 
 
En la medida en que ambas opciones, seguro anual renovable y seguro a prima 
única, son válidas y ofrecen la misma garantía a las entidades prestamistas, el 
hecho de que se requiera la contratación de la segunda modalidad tiene, según 
criterio del Servicio de Reclamaciones, la consideración de actuación contraria 
a las buenas prácticas.» 

 
Nótese que esta declaración se realiza sin perjuicio de la regulación de ventas vinculadas y 
combinadas, que se introdujo en la Ley 5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los contratos 
de crédito inmobiliario y cuya existencia el Servicio de Reclamaciones conoce. 
 
También declara la DGSFP que las cláusulas que designan como beneficiario de un seguro de 
daños sobre un bien hipotecado al acreedor hipotecario, pueden resultar contrarias a los 
artículos 40 y siguientes de la Ley de Contrato de Seguro39: 

«Sólo el propietario del bien asegurado tiene derecho a percibir la 
indemnización, conteniendo el artículo 40 y siguientes de la Ley de Contrato de 
Seguro un régimen especial de los derechos de los acreedores hipotecarios sobre 
las indemnizaciones que correspondan al propietario por razón de los bienes 
hipotecados. Además, hay que señalar que para determinadas garantías, tales 
como la defensa jurídica o la responsabilidad civil, el acreedor hipotecario 
carece de cualquier clase de interés.  
 

 
38 Memoria del Servicio de Reclamaciones de 2019, pág. 89. 
http://www.dgsfp.mineco.es/es/Publicaciones/DocumentosPublicaciones/Memoria%20del%20servicio%20de%20reclamacio
nes%202019.pdf 
Memoria del Servicio de Reclamaciones de 2020, pág. 87. 
http://www.dgsfp.mineco.es/es/Publicaciones/DocumentosPublicaciones/memoria%20del%20servicio%20de%2
0reclamaciones%202020.pdf 
39 Idem. 2019, pág. 89. 
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Por lo anterior, las cláusulas que designan como beneficiario, en este tipo de 
seguros, al acreedor hipotecario, pueden resultar contrarias a los artículos 
mencionados de la Ley de Contrato de Seguro.» 

 
La regulación específica de esta materia se encuentra en la Orden EHA/2899/2011, de 28 de 
octubre, de transparencia y protección del cliente de servicios bancarios y en la Circular 
5/2012, de 27 de junio, del Banco de España, a entidades de crédito y proveedores de servicios 
de pago, sobre transparencia de los servicios bancarios y responsabilidad en la concesión de 
préstamos. Esta regulación, protectora de los derechos del cliente de servicios financieros, 
trata de paliar los efectos que produce la desventaja informativa, fomentando la transparencia 
en las relaciones entidad-cliente a lo largo de todo el tracto de la negociación del préstamo. 
 
Otra cuestión sobre la que se pronuncia el Servicio de Reclamaciones de la DGSFP es la 
previsión en el contrato de seguro de que, en caso de cancelación anticipada del préstamo 
hipotecario, la entidad aseguradora devolverá el importe de la prima no consumida, pero sin 
indicar la tabla de valores a lo largo de la vida del préstamo, ni su fórmula de cálculo. Esto 
permite que las entidades bancarias puedan deducir una serie de gastos que no se incluyen 
en el contrato de préstamo. En estos casos, el criterio del Servicio de Reclamaciones es 
considerar que la oscuridad en la redacción de los contratos no debe perjudicar al asegurado, 
y se informa del derecho del tomador a la parte proporcional de la prima no consumida sin la 
detracción de los gastos que no se establecen en el contrato40. 
 
Otra mala práctica de las entidades financieras señalada por la DGSFP es obligar, al suscribir 
un seguro de daños vinculado a un préstamo hipotecario, a que figure como suma asegurada 
para continente el importe del préstamo, cuando queda acreditado que, dicho valor, supera 
notablemente el valor de reconstrucción del inmueble asegurado. En estos casos se indica, 
por parte del Servicio de Reclamaciones, que en virtud de lo dispuesto en el artículo 26 de la 
Ley de Contrato de Seguro, en el supuesto de producirse un siniestro total, el asegurado solo 
va a tener derecho al importe del valor real de reconstrucción del bien, es decir, nunca va a 
tener derecho a cobrar el importe de la suma asegurada en el contrato. Por lo anterior, 
conforme a lo establecido en el artículo 31 de la Ley de Contrato de Seguro, debe devolverse 
el importe de prima cobrada en exceso al tomador. 
 

 
40 Idem. 2019, pág. 90. 
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(VIII) PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES 
 
En España son muy abundantes las sentencias que se han pronunciado sobre supuestos de 
seguros vinculados a la concesión de un préstamo. La inmensa mayoría de los supuestos 
examinados por los tribunales se refieren a la vinculación de un seguro de protección de pagos 
a la operación crediticia, consistente en incluir un seguro a prima única (precio total del seguro 
pagado por anticipado en el momento de suscribirse), estando dicha prima única financiada, 
de tal manera que el importe de la prima se añade al capital prestado que debe devolverse 
por el cliente a la entidad financiera. 
 
Son varios los motivos por los que nuestros tribunales han venido declarando abusivas algunas 
cláusulas de aseguramiento vinculado a una operación crediticia, siendo las más habituales la 
falta de transparencia (e incluso ocultación) de la cláusula de aseguramiento en la 
contratación, la falta de reciprocidad o desequilibrio entre las prestaciones de las partes en el 
contrato, la imposición al cliente de productos o servicios complementarios no solicitados, etc. 
 

o Cláusula de aseguramiento declarada abusiva por falta de transparencia. 
 
En general y como punto de partida, los tribunales parten de la base de que “la obligación de 
aseguramiento de amortización de un crédito no es en sí misma una cláusula abusiva -sin 
entrar a analizar las circunstancias particulares de cada caso-“ (SAP León, Secc. 1ª, núm. 
314/2015 de 16 diciembre 2015, JUR 2016\34407). La exigencia de aseguramiento como 
garantía del pago de un crédito, no se puede incardinar, como regla general y absoluta, en los 
supuestos establecidos en los artículos 82 y siguientes del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 
16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios (LGDCU). Ahora bien, como dejó bien claro la Sentencia del 
Pleno de la Sala 1ª del Tribunal Supremo núm. 241/2013 de 9 mayo 2013 (RJ 2013\3088), la 
abusividad de una cláusula no sólo resulta de su contenido intrínseco (artículos 82 y ss. LGDCU) 
sino también cuando no es negociada con la debida transparencia (artículos 60 y 80 LGDCU). 
 
La jurisprudencia exige que las cláusulas de aseguramiento sean claras, estén incorporadas en 
el contrato que se firma y los consumidores hayan tenido la oportunidad de conocerlas, así 
como las condiciones esenciales del seguro que contratan. De otro modo, los tribunales 
rechazan tener por incorporadas al contrato las cláusulas que no cumplan con estos requisitos, 
aludiendo a distintas fuentes normativas. Así, por ejemplo, se invocan disposiciones propias 
del sector asegurador, como los artículos 2 y 3 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato 
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de Seguro (LCS)41, el artículo 1.288 del Código Civil42, los artículos 4.2 y 5 de la Directiva 
93/13/CEE, artículos de la propia LGDCU o también del control de incorporación que se 
establece en los artículos 5 y 7 de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales 
de la Contratación (LGCGC). Una mezcla de varias de estas normas se invoca por la SAP Madrid 
(Sección 14) núm. 10/2016 de 12 de enero de 2016 (JUR 2016\52930), que manifiesta lo 
siguiente: 
 

« [...] Traemos a colación la Directiva 93/13/CEE, pues aunque referida a 
cláusulas abusivas, la exigencia de claridad y comprensión (artículo 4.2 y 5 y 
vigésimo considerando) entendemos debe de ser tenida en cuenta dentro del 
primer control de trasparencia documental (o de incorporación) pues si la 
cláusula no es legible, difícilmente podrá ser comprensible. Por lo tanto, de 
conformidad al elenco legislativo y doctrinal que hemos reseñado en el presente 
fundamento, al encontrarnos ante condiciones generales de la contratación 
predispuestas o impuestas al consumidor, sin posibilidad de negociación, se 
deberá de efectuar el primer control de transparencia documental (de 
incorporación o de inclusión)» 

 
Otros supuestos de falta de transparencia que se han traducido en declaraciones de 
abusividad son las referencias al aseguramiento en la letra pequeña del contrato, utilizando 
por ejemplo la expresión “tras haber tenido conocimiento de sus condiciones”, mediante las 
que se intentaba dejar constancia de que el cliente conocía y comprendía lo que estaba 
contratando, a pesar de no individualizarse siquiera en los recibos girados al cliente las primas 
pagadas por uno o varios seguros contratados, todo lo cual se considera que genera una 
confusión inadmisible en el tomador del seguro. Véase en este sentido la SAP Zamora (Sección 
1ª) núm. 38/2014 de 13 marzo 2014 (AC 2014\468), en cuyo Fundamento 5º se aborda esta 
problemática en relación con la suscripción de un seguro de protección de pagos vinculado a 
una tarjeta de crédito, que era el producto realmente solicitado por el cliente. 
 

 
41 Artículo 3.1º LCS: “Las condiciones generales, que en ningún caso podrán tener carácter lesivo para los 
asegurados, habrán de incluirse por el asegurador en la proposición de seguro si la hubiere y necesariamente en la 
póliza de contrato o en un documento complementario, que se suscribirá por el asegurado y al que se entregará 
copia del mismo. Las condiciones generales y particulares se redactarán de forma clara y precisa. Se destacarán de 
modo especial las cláusulas limitativas de los derechos de los asegurados, que deberán ser específicamente 
aceptadas por escrito.” 
42 Artículo 1288 CC: “La interpretación de las cláusulas oscuras de un contrato no deberá favorecer a la parte que 
hubiese ocasionado la oscuridad.” 
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Como veremos más adelante, la Audiencia Provincial de León ha sido especialmente 
beligerante con estas dudosas prácticas bancarias en la vinculación de seguros a productos 
crediticios. Así, por ejemplo, respecto de la falta de transparencia, la SAP León (Sección 1ª) 
núm. 313/2020 de 14 de mayo 2020 (JUR 2020\178225) declara la nulidad de un 
aseguramiento a prima única financiada, por falta de transparencia, declarando lo siguiente: 
 

“La actuación de la entidad financiera se considera una práctica bancaria 
contraria a la buena fe contractual, fundamentada en una situación de abuso 
de posición en perjuicio del consumidor, pues impone una condición no 
negociada con transparencia y abusiva, ya que es el banco el que obliga a 
vincular al préstamo un seguro en el que es beneficiario y que se suscribe en 
condiciones de financiación que no se reflejan con transparencia en el contrato 
de préstamo hipotecario.” 

 
Como veremos, esta es sólo una de las varias causas por las que la validez de este concreto 
producto de aseguramiento vinculado a un préstamo (seguro a prima única financiada) es 
especialmente controvertido en la jurisprudencia. 
 

o Seguros de protección de pagos de prima única financiada. 
 
En este ámbito la jurisprudencia se hace eco -y sigue la línea ya marcada- de la postura de la 
DGSFP en el sentido de que este tipo de aseguramiento constituye una mala praxis como 
modalidad de seguro vinculado. Especialmente significativas son las múltiples sentencias 
dictadas por la Audiencia Provincial de León, declarando nulas -por abusivas- estas cláusulas 
de aseguramiento con prima única financiada. 
 
Véase por ejemplo, entre otras muchas que citan esta doctrina, la SAP León (Secc. 1ª) núm. 
84/2019 de 18 marzo 2019 (JUR 2019\124389): 
 

12.- En relación con el contrato de seguro, el artículo 62 del Texto Refundido de 
la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados , y el artículo 6 del 
Reglamento de los Comisionados para la Defensa del Cliente de Servicios 
Financieros (RD 303/2004, de 20 de febrero, vigente a la fecha de la 
contratación), otorgan a la Dirección General de Seguros competencia de control 
y potestad sancionadora por práctica abusivas en la comercialización y 
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contratación de seguros. Y en virtud de esa competencia, resolviendo sobre 
quejas y reclamaciones formuladas, ya ha dicho de forma reiterada: » En 
consecuencia, se considera la imposición por parte de la entidad aseguradora 
de un seguro a prima única al tomador inadecuada y contraria a las buenas 
prácticas y usos en el ámbito de los seguros privados «. En particular, en el 
Informe Anual de su Servicio de Reclamaciones (año 2006, anterior, por lo tanto 
al contrato que nos ocupa), dice en su apartado 5: » Asimismo, también ha sido 
motivo de reclamación la exigencia de contratación, con ocasión de la concesión 
de un préstamo hipotecario, de un seguro de vida a prima única por todo el 
período de vida del préstamo hipotecario, que es cargada al prestatario y 
tomador de la póliza mediante un incremento del capital prestado. En estos 
contratos el beneficiario es la entidad prestamista. Se observa que esta práctica 
se está extendiendo en el mercado, siendo una actuación que es considerada 
por el Servicio de Reclamaciones como inadecuada y, en ciertas ocasiones, 
claramente abusiva «. Las quejas no son aisladas, y también en el Informe del 
año 2007 hace alusión al expediente NUM000: » Falta de rigor informativo 
sobre el método de cálculo del valor de rescate en un seguro de vida «. 
 
13.- Si la mediadora de seguros opera a través de las sucursales de la entidad 
prestamista debe de asumir las obligaciones propias de la comercialización del 
producto, y más si tiene vinculación con la entidad aseguradora. Pues bien, no 
consta -ni por asomo- que se hubiera ofrecido al cliente la posibilidad de 
contratar un seguro de prima temporal anual renovable, y tampoco que se le 
hubiera ofrecido información tan relevante como los criterios de cálculos del 
valor de rescate ni, por supuesto, el elevado coste que suponía el pago de la 
prima única que, además, debía de ser financiado. Y todo ello con la finalidad 
primordial de proteger el pago a la beneficiaria del contrato de seguro (la 
prestamista). 

 
En sentido muy similar, si no idéntico, se pronuncian las siguientes sentencias de la misma 
Audiencia Provincial de León y de alguna otra Audiencia Provincial: 
 

a) SAP León (Secc. 1ª) núm. 314/2015 de 16 diciembre 2015 (JUR 2016\34407) 
b) SAP León (Secc. 1ª) núm. 335/2017 de 4 octubre 2017 (JUR 2017\272069) 
c) SAP Pontevedra (Secc. 1ª) núm. 491/2019 de 13 septiembre 2019 (JUR 

2019\273619) 



 

110 
 

 
Como puede verse en estas sentencias, no sólo se deja constancia del carácter abusivo de este 
tipo de cláusulas al hacerse pagar por anticipado al cliente por una prestación (el 
aseguramiento) que es posible que no llegue a disfrutar en su totalidad cuando el préstamo 
se amortice anticipadamente. En los casos examinados también se reprocha a la entidad 
financiera la falta de información al cliente sobre las alternativas que tiene disponibles y sobre 
las condiciones económicas del seguro consideradas de forma aislada. 
 
Esta falta de información resulta especialmente grave en este ámbito, por tratarse de 
“productos o servicios de consumo no habitual y de elevada complejidad técnica, en el que la 
capacidad real de comparación de ofertas y la posibilidad real de comparación para el 
consumidor medio es reducida, tratándose con frecuencia de un ‘cliente cautivo’ por la 
naturaleza de las relaciones mantenidas por los consumidores con ‘sus’ bancos que minoran 
su capacidad real de elección” (SAP León, Secc. 1ª núm. 335/2017 de 4 de octubre 2017, JUR 
2017\272069). 
 
La existencia de una mala praxis bancaria se manifiesta, según alguna sentencia, en el coste 
desproporcionado del seguro en comparación con el capital del préstamo cuya devolución 
está destinada a garantizar. En este sentido, la SAP Jaén (Sección 1ª) núm. 806/2017 de 13 
diciembre 2017 (JUR 2018\70946) declara en su Fundamento 4º: 
 

CUARTO- [...]- Sobre una suma asegurada de 93.100 euros, el precio de la prima 
única es de 10.382'66 euros. Ciertamente, no pueden los tribunales controlar el 
precio de un producto o servicio pues siendo un elemento esencial del contrato 
queda fuera del control jurisdiccional, pero no deja de llamarnos la atención que 
parece un precio excesivo al constituir un 11% del capital asegurado. 
Todo lo anterior, y sin entrar todavía en el préstamo personal, nos apunta la 
existencia de una mala práctica bancaria, donde el grupo al que pertenece la 
prestamista asegura a la vez el préstamo con unas condiciones de pago único y 
precio, que parece podrían ser mejoradas sin mucho esfuerzo por cualquier 
competidor. Lo cual como hemos indicado sería contrario a la Directiva 
2014/17/UE. 

 
Es más, en algunos casos, el problema no sólo es el producto en sí mismo y sus condiciones. 
Frecuentemente, la cláusula de seguro a prima única incluso se oculta (no aparece) en el 
contrato de préstamo cuya devolución está destinado a garantizar. Son estos supuestos 
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especialmente graves, en los que la jurisprudencia reiteradamente declara el carácter abusivo 
de la cláusula por falta de transparencia y, con ella, por no pasar el control de incorporación 
de la cláusula. Véase por ejemplo en este sentido la SAP León (Secc. 1ª) núm. 84/2019 de 18 
marzo 2019 (JUR 2019\124389): 
 

«9.- En la sentencia de esta Audiencia Provincial de 4/10/2017 ya decíamos 
que no se cumplía en el supuesto analizado con el control formal de 
incorporación porque la cláusula de seguro vinculado se ocultaba. Se 
consideraba que se trataba de una condición impuesta que ni siquiera se 
redactaba en el contrato de préstamo, a pesar de su trascendencia porque el 
importe de la prima de seguro se detrae del capital prestado y tras una aparente 
orden de transferencia se oculta un gasto financiero evidente. La ocultación es, 
pues, manifiesta, y afectaría a la premisa básica del control de incorporación de 
la cláusula (de hecho, ni siquiera se incorpora, pero, sin incorporarse siquiera, 
resulta operativa). Este mismo argumento puede mantenerse en el caso ahora 
analizado pues en el contrato de préstamo ni siquiera se menciona el seguro 
vinculado que sin embargo se paga con cargo a la cuenta en la que se ingresa 
el importe prestado, siendo así evidente su financiación sin que conste como 
coste financiero. 
 
10.- Además se incumple la normativa sectorial que ha de servir para 
comprobar si se ha cumplido el control de transparencia, entendido como 
control formal (cumplimiento de formalidades exigibles para el conocimiento y 
comprensión de la cláusula por el consumidor). Uno de los requisitos de control 
para garantizar el grado de transparencia exigible es la verificación notarial del 
cumplimiento de los requisitos normativamente impuestos con las 
consiguientes advertencias al prestatario. En la escritura pública no se hace 
mención del contrato de seguro que sin embargo se firma en la misma fecha y 
del que resultan bonificaciones en el tipo impositivo.» 

 
En sentido similar, respecto del mismo tipo de ocultación, se pronuncia la SAP León (Sección 
1ª) núm. 314/2015 de 16 diciembre 2015 (JUR 2016\34407), en su Fundamento de derecho 
Tercero: 

 
TERCERO- [...] 
c.2. Control formal. 
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c.2.1. Ocultación de la cláusula. 
No se ha cumplido en el caso que nos ocupa, aunque solo sea por el hecho 
de que la condición impuesta (contratación del seguro de amortización del 
préstamo) ni siquiera se redacta en el contrato de préstamo, a pesar de su 
enorme trascendencia: el importe detraído para el pago de la prima de 
seguro supone casi el 10% del principal prestado, lo que supone una 
sensible reducción de la suma entregada para la finalidad principal del 
préstamo (financiación de la adquisición de la vivienda). Tras una aparente 
orden de transferencia se oculta un gasto financiero evidente que resulta 
de una condición financiera prevista la oferta vinculante (y que lo sería 
igualmente, aunque tampoco figurara en ella). La ocultación es, pues, 
manifiesta, y afectaría a la premisa básica del control de incorporación de 
la cláusula (de hecho, ni siquiera se incorpora, pero, sin incorporarse 
siquiera, resulta operativa). 

 
El hecho de ocultarse la cláusula de aseguramiento es en sí misma inadmisible. Pero, además, 
impide que la prestataria conozca el TAE y, por ende, el coste real de la financiación que 
asume, que incluye el coste del seguro (véase la SAP León núm. 84/2019 de 18 marzo 2019, 
JUR 2019\124389). 
 
En la SAP León, Sección 1ª, de 11 de julio de 2018 se examina un supuesto típico de 
aseguramiento vinculado con pago de una prima única y se describe la dinámica contractual 
utilizada por la entidad crediticia, que oculta la cláusula de aseguramiento, de modo que no 
hay más constancia del contrato de seguro en el contrato de préstamo que el pago de la prima 
única que se embolsa directamente la entidad aseguradora a la que la entidad financiera se la 
ingresa en cuenta directamente al concertar el contrato de préstamo. Dice así: 

“En definitiva, los prestatarios nunca llegan a entrar en lo que podríamos 
denominar como ámbito de decisión sobre la contratación del seguro (puede 
contratar o no contratar el préstamo hipotecario pero el aseguramiento es una 
condición impuesta): 

a) Es la entidad financiera la que impone la condición con la oferta vinculante 
después de haberse garantizado la adhesión de los prestatarios al contrato 
de seguro. 

b) La solicitud de adhesión al contrato de seguro se cursa a través de las oficinas 
del prestamista, que recurre a la mediación y a su contratación a través de 
sociedades de su mismo grupo. 
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c) Es la entidad financiera la que se designa tomadora y beneficiaria, reduciendo 
a los prestatarios a la condición pasiva de asegurados. 

d) Se impone la contratación de una prima única anticipada predeterminada en 
la solicitud de adhesión, sin que consten otras opciones, y se retiene del 
principal del préstamo el importe para su pago que nunca llega a estar a 
disposición de los prestatarios, garantizando, con ello, que a la firma del 
contrato de préstamo la operación quedaba cerrada: si no se acepta la 
retención para el pago de la prima el Banco retiene para sí la opción de no 
firmar el contrato de préstamo, y así impone la condición del aseguramiento. 

 
En esta situación, el tribunal aplica el artículo 1 de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre 
Condiciones Generales de la contratación, en el que se definen las condiciones generales "con 
independencia [...] de su apariencia externa [...] y de cualesquiera otras circunstancias". Por 
tanto, considera que existe una cláusula de aseguramiento (oculta aunque implícita) que no 
supera el control de incorporación al contrato de financiación. Asimismo, se hace referencia 
al artículo 82 de la LGDCU, que declara cláusulas abusivas tanto las estipulaciones no 
negociadas individualmente como las "prácticas no consentidas expresamente". 
 
Una causa adicional de abusividad, mencionada en otras sentencias, es la falta de reciprocidad 
de las prestaciones en el contrato contraria a la buena fe y en perjuicio del consumidor (el 
cliente y tomador del seguro en este caso), según está previsto en los artículos 82 y 87 de la 
LGDCU. Véase en este sentido, por ejemplo, la SAP Jaén (Sección 1ª) núm. 806/2017 de 13 
diciembre 2017 (JUR 2018\70946: 
 

QUINTO- [...] 
Teniendo en cuenta que se trata de contratos vinculados y que debemos 
analizar los tres productos en una globalidad única podríamos considerar 
el carácter abusivo del mismo conforme a lo dispuesto en el artículo 82.4 de la 
Ley de Consumidores que considera en todo caso son abusivas las cláusulas 
que…c) determinen la falta de reciprocidad en el contrato; y lo dispuesto en 
el artículo 87 que recogen que son abusivas las cláusulas que determinen la 
falta de reciprocidad en el contrato, contraria a la buena fe, en perjuicio del 
consumidor y usuario y, en particular…4. La posibilidad de que el empresario se 
quede con las cantidades abonadas en concepto de prestaciones aún no 
efectuadas cuando sea él mismo quien resuelva el contrato (en este caso, al 
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articularse el pago de la prima mediante el préstamo se seguiría cobrando pese 
a haber desaparecido el seguro).» 

 
En este caso se refiere el tribunal a la falta de devolución de la parte de la prima (única) no 
consumida o disfrutada cuando el contrato de préstamo es resuelto anticipadamente, 
cuestión que también ha sido abordada por la DGSFP, según se ha mencionado anteriormente. 
 
Aparte de los reproches antes mencionados, también múltiples sentencias consideran que la 
comercialización por la entidad financiera de un seguro de prima única vinculado al préstamo 
solicitado por el cliente constituye una cláusula abusiva por vulneración del artículo 89.4 de 
la LGDCU, que prohíbe la imposición al cliente de bienes y servicios complementarios o 
accesorios no solicitados. Esos son los casos, por ejemplo, de la SAP Pontevedra (Sección 1ª) 
núm. 491/2019 de 13 septiembre 2019 (JUR 2019\273619) Fto. 3º, que declaró abusiva una 
cláusula de aseguramiento vinculado a préstamo hipotecario con «alta en el seguro de vida y 
desempleo», sin que conste que el cliente suscribiese éste ni ningún otro documento que 
contuviese el clausulado del seguro. En el mismo sentido, se pronuncian otras muchas 
sentencias, así la SAP León, Sección 1ª, de 11 de julio de 2018, o la SAP Mallorca (Secc.5), nº 
262/2017 de 27 de septiembre 2017(JUR 2017\253950), entre otras muchas. Véase, lo 
declarado al respecto por esta última sentencia: 
 

“Consta en la escritura pública tanto en la estipulación primera como en el 
anexo I; de la lectura de ambos párrafos se colige sin dificultad que fue un 
producto propuesto por la entidad prestamista y debemos analizar si se 
cumplieron los estándares de transparencia que impedirían su nulidad (artículo 
8.2 LCGC). No se está cuestionando la bondad del seguro de vida, ni la licitud 
del pago de una prima única. La sentencia apelada declara probado que el 
demandante no solicitó este servicio, y aprecia la nulidad por aplicación del 
art 89.4 LDCYU: 4. La imposición al consumidor y usuario de bienes y servicios 
complementarios o accesorios no solicitados El artículo 89 LDCYU bajo la 
rúbrica Cláusulas abusivas que afectan al perfeccionamiento y ejecución del 
contrato dispone que en todo caso tienen la consideración de cláusulas abusivas 
y entre ellas la que hemos transcrito. [...]  
... el actor se enteró en la Notaria de que habiendo solicitado un préstamo por 
200.000 euros iba a firmar un importe de 216.000e cantidad que no coincidía 
con la que necesitaba.... [...] dicho producto no fue solicitado por el prestatario 
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[...]. . Es por ello procede declarar la abusividad de dicha cláusula y en sede de 
condiciones generales de la contratación procede declararla nula confirmando 
la sentencia en este punto.” 

 
Por supuesto, este motivo de nulidad de la cláusula de aseguramiento (por abusiva) se 
presenta normalmente entremezclado en las sentencias con los otros que se han mencionado 
(falta de transparencia, ocultación, falta de reciprocidad en el contrato, etc.), ya sea por 
aplicación de las normas sobre condiciones generales de la contratación, las normas del sector 
asegurador, o las propias de protección de los consumidores o usuarios. 
 
Casi siempre este tipo de cláusulas han sido analizadas en casos de aseguramiento mediante 
el pago de una prima única financiada. Pero también existen sentencias que abordan estas 
cuestiones respecto de otro tipo de productos. 
 
 

o Cláusulas abusivas en otras modalidades de seguros. 
 
Aunque las reclamaciones más habituales en este ámbito se refieren a seguros de vida de 
prima única financiada, existen también otros supuestos en los que, a pesar de que el banco 
no impone el pago de una prima única, intenta conseguir la permanencia del aseguramiento 
con su entidad filial o colaboradora hasta la finalización del contrato de préstamo, por otras 
vías. Tal es el caso de la inserción de una cláusula por la que se obliga al cliente a mantener el 
contrato de seguro inicialmente firmado, hasta el final de la relación. Esta cláusula ha sido 
declarada abusiva por la jurisprudencia, en base al artículo 87.6 LGDCU, por introducir una 
falta de reciprocidad en el contrato contraria a la buena fe, en perjuicio del consumidor o 
usuario. Véase por ejemplo lo declarado al respecto por la SAP Málaga (Sección 6ª) núm. 
803/2017 de 7 septiembre 2017 (JUR 2018\86319), Fundamento 4º: 

«CUARTO.- [...] lo que la entidad bancaria podrá exigir es que a la firma de la 
póliza conste la existencia de un seguro que garantice desde el principio la 
existencia de un mecanismo de solvencia del aseguramiento del pago del 
préstamo hipotecario, pero lo que no se podrá incluir en la misma es que esta 
póliza tenga que suscribirse con la propia entidad bancaria o con una 
«compañía concreta» impuesta por la entidad crediticia, al igual que no es 
posible admitir, por su abusividad, la obligación del prestatario de continuar 
durante la vigencia de la hipoteca con la póliza de seguro inicialmente 



 

116 
 

contratada, pues pudiera ocurrir que el prestatario, una vez transcurrido el 
primer año de la vigencia del préstamo, podría encontrar una aseguradora que 
le oferte mejores condiciones y precio que la entidad aseguradora, extremos 
que acaecen en el caso de autos en el que se impone al prestatario la adhesión 
al seguro colectivo contratado por la entidad Credifimo con la compañía 
aseguradora Aegon, cubriendo riesgos de defunción e invalidez absoluta y 
permanente, obligándose la parte prestataria «a continuar adherida a dicho 
seguro durante el plazo de duración del presente préstamo, y hasta su 
amortización definitiva» , lo que debe considerarse una cláusula abusiva y ser 
tenida por no puesta, todo ello de conformidad con los artículos 88.1 y 87.6 
TRLGDCU.» 

 
Queda claro, por tanto, que la entidad crediticia debe aclarar a su cliente que puede contratar 
el seguro con una aseguradora independiente, y que puede cambiar de aseguradora cada 
año, por lo que la contratación de un seguro en el que se le imponga la permanencia en el 
seguro inicialmente contratado, para eludir este derecho del cliente, es abusiva. De hecho, 
este derecho del cliente fue posteriormente recogido en el artículo 17.3 de la Ley 5/2019, de 
15 de marzo, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario. 
 
Es también significativa la Sentencia nº 1710/2021 del Juzgado de 1ª Instancia nº 12 de 
Zaragoza, de 28 agosto 2021, que conoció de un supuesto en el que Banco Sabadell imponía 
al prestatario de un préstamo hipotecario a interés variable la contratación de varios seguros 
con entidades de su grupo si quería beneficiarse de bonificaciones en el tipo de interés. La 
sentencia declara nula por abusiva esta vinculación a seguros de su Grupo empresarial, como 
requisito para beneficiarse de las bonificaciones: 
 

«TERCERO.- […] 
En definitiva, si el prestatario quería beneficiarse de las bonificaciones existía la 
obligación de contratar los seguros “a través de Banco Sabadell”. 
 
Ello supone el incumplimiento del art. 12.4 de la Directiva en tanto que BANCO 
SABADELL no facilita, sino todo lo contrario, la suscripción de unas pólizas de 
seguros de un proveedor distinto de su proveedor favorito (en este caso la 
empresa aseguradora del grupo BANCO SABADELL), y esto redunda en claro 
perjuicio del prestatario asegurado, por lo que deben ser declarados nulos. 
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El perjuicio se aprecia por la circunstancia de que se imponen los seguros a 20 
años con pago de prima única financiada, lo que beneficia claramente a la 
entidad bancaria y a su grupo empresarial, al obtener intereses sobre la prima, 
así como garantizarse una duración de los seguros por 20 años, imposibilitando 
el desistimiento del asegurado. Este hecho, unido a que la parte actora acredita 
que hubiera podido obtener condiciones mucho más ventajosas de haber 
contratado, al menos el seguro de vida, en otras entidades, (ver docs. 9, 10 y 11 
de la demanda) permite vislumbrar que la vinculación contractual del préstamo 
hipotecario es claramente abusiva y, por tanto, nula. 
 
[…] …por lo que esta es una práctica que, a la vista del art. 82.1 de la LGDCU, 
interpretada conforme al art. 12 de la Directiva ya reseñada, debe ser declarada 
nula por abusiva.» 
 
CUARTO- […] 
Esta declaración de nulidad implica que, desde la fecha de la presente sentencia 
no sean aplicables las bonificaciones anudadas a la contratación de los seguros 
ahora anulados, sin perjuicio de que el prestatario concierte nuevos seguros 
que, cumpliendo las condiciones de cobertura exigidos por la entidad de crédito, 
desencadene la aplicación de las bonificaciones. 

 
En definitiva, esta sentencia aplica la regla del art. 12 de la Directiva 2014/17/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 4 de febrero de 2014, que posteriormente se 
implementaría en nuestro ordenamiento en el art. 17.3 de la Ley 5/2019. 
 
La obligación de contratar el seguro vinculado al préstamo con una entidad del propio grupo 
de la entidad crediticia también se ha declarado abusiva por los tribunales, con base en el 
artículo 89.4 de la LGDCU, que prohíbe imponer al cliente bienes o servicios complementarios 
no solicitados. En este sentido se pronuncia también la citada SAP Málaga núm. 803/2017 de 
7 septiembre 2017. 
 
Asimismo, esta prohibición del artículo 89.4 LGDCU se aplica normalmente respecto de 
seguros de protección de pagos que la entidad crediticia impone al cliente de forma 
inadvertida al contratar un producto de financiación. Véase por ejemplo la Sentencia del 
Juzgado de 1ª Instancia e Instrucción núm. 1 de Cornellà de Llobregat (Barcelona) de 15 
octubre 2020 (JUR 2020\353381), que declaró abusiva la condición general de la contratación 
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que dio lugar a un seguro de protección de pagos accesorio a un contrato de tarjeta de crédito, 
pues el cliente no lo había solicitado: 

 

«CUARTO- [...] 
En el presente caso, en el modelo normalizado de contrato de tarjeta de crédito 
no consta siquiera la opción de suscripción del seguro, procediendo 
directamente la mercantil a incorporar a los extractos mensuales la prima 
prorrateada del seguro de protección de pago. En la ficha de información 
personalizada, aunque suscrita por la demandada, se especifica 
detalladamente que no es obligatorio para la obtención de la tarjeta de crédito 
la suscripción de un seguro de protección de pago, que no suscribió siquiera la 
demandada. Por ende, de haber querido contratar un seguro debería de 
habérsele dado al consumidor la opción siquiera de disponer de la información 
necesaria para discernir si ello le resultaba beneficioso, y las consecuencias 
jurídicas y económicas de su suscripción. De modo que concurre una causa de 
abusividad de condición general de la contratación al afectar al 
perfeccionamiento o ejecución del contrato, al imponer al consumidor y usuario 
un servicio complementario o accesorio no solicitado (artículo 89.4 RD 
Legislativo 1/2007)» 

 
Queda por tanto claro que el consentimiento del cliente debe darse individualizadamente 
respecto de todos y cada uno de los contratos que la entidad le propone, sean o no 
complementarios o accesorios respecto de la operación principal. Obviamente, cualquier 
contrato de seguro, independientemente de estar vinculado a otra operación, debe ser 
consentido expresamente. 
 

o Abuso de derecho en el uso de las garantías de pago. 
 
En ocasiones el abuso de las entidades crediticias no está en las cláusulas de aseguramiento o 
en la imposición de la contratación de un seguro sino en el uso que posteriormente hace la 
entidad del seguro firmado o, mejor dicho, de su falta de uso una vez ha ocurrido el siniestro 
que el seguro está destinado a cubrir. 
 
Así, habiéndose impuesto a un prestatario un seguro de protección de pagos frente a 
situaciones de desempleo o de incapacidad temporal, tendente a reforzar la garantía de 
devolución del préstamo recibido, contrato de seguro de cuya gestión se encargó la propia 
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entidad de crédito, a través de otra compañía a la que está societaria o negocialmente 
vinculada, la decisión de la entidad de crédito de ejercitar directamente la acción judicial 
contra el prestatario, a través de la oportuna solicitud de procedimiento monitorio, en lugar 
de reclamar previamente contra el asegurador, con el que había negociado y formalizado la 
póliza de seguro, no respeta las exigencias de la buena fe ni, desde luego, resulta acorde con 
el ejercicio razonable de su derecho. En este sentido se pronunció la SAP Pontevedra (Sección 
6ª) núm. 263/2017 de 31 mayo 2017 (AC 2017\937): 
 

«... estamos en condiciones de afirmar, en palabras de la SAP Pontevedra de 12 
enero 2016, que la decisión de la entidad de crédito de ejercitar directamente 
la acción judicial contra el prestatario, a través de la oportuna solicitud de 
procedimiento monitorio, en lugar de reclamar previamente contra el 
asegurador, con el que había negociado y formalizado la póliza de seguro, no 
respeta las exigencias de la buena fe ni, desde luego, resulta acorde con el 
ejercicio razonable de su derecho, incurriendo en una actuación que, aunque 
formalmente amparada en la ley, entraña unos efectos socialmente indeseables 
y no estrictamente necesarios para la materialización de su derecho, como es la 
condena al pago de una cantidad no despreciable a quien no tiene posibilidad 
de cumplir por hallarse en situación de desempleo y que, precisamente en 
previsión de tal circunstancia, había asumido la suscripción de un seguro de 
amortización y abonado la prima correspondiente, de ahí que la citada 
sentencia concluya entendiendo que la entidad demandante debió formular la 
reclamación frente al asegurador del riesgo, es decir, la mercantil Cardif 
Assurance Risques Divers, sucursal en España, y únicamente en el caso de que 
su pretensión fuese judicialmente rechazada, dirigirse contra su deudor. Lo 
contrario supondría tanto como legitimar eventuales actuaciones colusorias en 
las que, mediante la suscripción de un seguro dirigido aparentemente a 
proteger al deudor prestatario y formalizado con un tercero con el que se 
mantienen vínculos negociales, se percibe una prima que incrementa el importe 
del préstamo, sin que exista una voluntad real de cumplimiento de las 
prestaciones derivadas del seguro, que quedaría como una relación residual en 
contra de la finalidad del contrato.» 

  
No es ésta la única sentencia que aborda este abuso de derecho, frecuente en la práctica 
bancaria. Ya en el año 2001, la sala Civil del Tribunal Supremo se pronunció en este sentido 
en su STS de 30 de noviembre 2001 (RJ 2002, 9693) dictada con ocasión de un préstamo 
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hipotecario en donde los prestamistas habían suscrito un seguro de amortización del 
préstamo para el caso de fallecimiento y/o invalidez absoluta o permanente-, declarando 
que:  

"que no parece jurídicamente explicable que, producida la muerte o invalidez 
del prestatario asegurado, el mismo Banco (...) que contrató el seguro colectivo 
como tomador y se designó a sí mismo como primer beneficiario para el caso 
de muerte o invalidez, pueda luego optar libremente por exigir el pago del 
capital pendiente ya al cónyuge viudo o al propio inválido, ya a la compañía 
de seguros, opción tanto menos justificable cuando mayor sea la vinculación 
empresarial entre Banco y aseguradora". 

 
Queda claro, por tanto, que cuando la entidad aseguradora está vinculada con el banco (por 
ejemplo, por ser de su mismo grupo empresarial), no es lícito dejar sin utilizar el seguro en 
caso de siniestro para no perjudicar a esa sociedad vinculada, en perjuicio del cliente 
prestatario. 
 

o Consecuencia del carácter abusivo de una cláusula: la nulidad y sus efectos. 
 
Cuando un Juzgado declara abusiva una cláusula de aseguramiento en una operación 
vinculada con un préstamo , la lógica consecuencia, tal y como ocurre con otras cláusulas 
abusivas habituales en las relaciones entre consumidores y entidades de crédito, es la 
recíproca restitución de prestaciones, en aplicación del artículo 1.303 del Código Civil, que 
establece que “declarada la nulidad de una obligación, los contratantes deben restituirse 
recíprocamente las cosas que hubiesen sido materia del contrato, con sus frutos, y el precio 
con los intereses”. 
 
Esta disposición se ha aplicado por la jurisprudencia especialmente en los asuntos en que se 
ha declarado abusiva la vinculación de un seguro de vida con prima única financiada, en una 
operación financiera. En estos casos, en aplicación del artículo 1.303 CC, los tribunales vienen 
ordenando la restitución íntegra de las cantidades abonadas en concepto de prima única, más 
sus correspondientes intereses desde la fecha de pago. Véase, por ejemplo, la Sentencia de la 
AP de León (Sección 1ª) núm. 314/2015 de 16 diciembre 2015 (JUR 2016\34407). 
 
Nótese sin embargo que los tribunales lo que vienen a declarar nula es la obligación de pago 
de la prima única (fórmula de aseguramiento que se considera abusiva) pero no el contrato 
de seguro en sí mismo, que podría mantenerse vigente con otra estructura que fuese acorde 
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con los derechos del tomador (por ejemplo, con pago de primas anualmente, de forma que 
pueda renovarse o no el seguro, o sustituirse por otro más favorable, en cada período anual). 
Véase en este sentido lo declarado por la SAP León (Secc. 1ª) núm. 84/2019 de 18 marzo 2019 
(JUR 2019\124389): 
 

14.- [...] es abusiva la actuación del banco y la práctica del banco que impone al 
prestatario el contrato y por tanto la orden de pago que impone como entidad 
mediadora. No se declara la nulidad del contrato de seguro, sino que se acoge 
la pretensión ejercitada en el apartado c) del suplico de la demanda, de 
declaración de nulidad del pago de la prima del seguro, matizando e integrando 
el fallo de la sentencia recurrida en tales términos. 

 
En sentido similar se pronuncia la SAP León (Sección 1ª) núm. 335/2017 de 4 de octubre 2017 
(JUR 2017\272069). 

Por todo lo expuesto, la cláusula/práctica resulta claramente abusiva y sus 
efectos han de ser expulsados del contrato con la recíproca restitución de 
prestaciones (artículo 1303 del Código Civil). La nulidad de la cláusula supone la 
nulidad del pago dispuesto por la entidad financiera la práctica abusiva 
asumida y desarrollada por la prestamista. 

 
Es posible que, en algunos casos, tras tener por no puesta la cláusula abusiva, sea preciso 
realizar una labor de integración para conservar el contrato de seguro en la medida en que se 
pueda, pero sin el perjuicio de la cláusula declarada nula.  
 
Cabe también citar en sentido similar la SAP Mallorca (Secc.5), nº 262/2017 de 27 de 
septiembre 2017(JUR 2017\253950), que declara lo siguiente respecto de la cláusula abusiva 
que articula el pago de una prima única por el seguro: 
 

Consecuencia inherente de la nulidad de una cláusula que impone la entidad 
bancaria, que negocia e introduce unilateralmente sin información (ni previa, ni 
coetánea a la firma) es la de tenerla por no puesta. Como resultado de que fue 
producto no solicitado procede la condena a la devolución de la cantidad. La 
entidad aseguradora no fue parte en la escritura pública que analizamos y no 
tenemos ninguna evidencia de que el consumidor hubiera propuesto esta 
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compañía en vez de otras o hubiera sido informado de las posibilidades ni 
mucho menos conociera el número de cuenta que se hizo constar por petición 
suya en la escritura pública de subrogación. A resultas de la nulidad y 
declaración de que la cláusula se tenga por no puesta resulta improcedente la 
orden de pago causada por una cláusula no pedida, con la que debe pechar la 
parte predisponente de la cláusula y beneficiaria de la misma.” 

 
La jurisprudencia normalmente suele simplemente tener por no puesta la cláusula abusiva de 
aseguramiento, pero en ningún caso se declara la nulidad del contrato de préstamo al que 
aquella estaba vinculado, pues ello iría en perjuicio del consumidor o usuario al que la 
declaración de abusividad estaba destinado a proteger. En este sentido, además, el artículo 
17.2 de la Ley 5/2019, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, establece ya 
expresamente que “la nulidad de las cláusulas del contrato de préstamo que, en su caso, 
afecten a productos vinculados no determinará la nulidad del préstamo”. 
 
Finalmente, es preciso también advertir que las cláusulas abusivas siempre deben tenerse por 
no puestas, sin que puedan ser moderadas en su contenido por el tribunal. Es más, la 
moderación de las cláusulas abusivas es contraria a la doctrina del TJUE expresada en la 
Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 21 de enero de 2015 y de 21 de 
diciembre de 2016 en los asuntos acumulados C-154/15, C-307/15 y C-308/15: 

“60      Por otra parte, al juez nacional no debe atribuírsele la facultad de 
modificar el contenido de las cláusulas abusivas, pues de otro modo se podría 
contribuir a eliminar el efecto disuasorio que ejerce sobre los profesionales el 
hecho de que, pura y simplemente, tales cláusulas abusivas no se apliquen 
frente a los consumidores (véase, en este sentido, la sentencia de 21 de enero 
de 2015, Unicaja Banco y Caixabank, C-482/13, C-484/13, C-485/13 y C-487/13, 
EU:C:2015:21, apartado 31 y jurisprudencia citada).” 

 
 

(IX) INCIDENCIA DE LOS PROCESOS DE CONCENTRACIÓN BANCARIA EN EL 
MERCADO DE LA COMERCIALIZACIÓN DE PÓLIZAS DE SEGUROS 

 
o Rasgos propios de la posición dominante 
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Como ya hemos expuesto en el apartado III b), las prácticas de ventas cruzadas, en particular 
la vinculación de productos o prácticas sustitutivas, pueden ser contrarias a la normativa de 
competencia. Y lo pueden ser en tanto estas prácticas restrinjan de forma efectiva la 
competencia en el mercado, ya sean porque sean fruto de acuerdos entre los competidores, 
ya sean porque sean realizadas por una empresa en posición dominante. 
 
En este apartado analizamos esta segunda perspectiva, la de los abusos de posición dominante 
por una relevante razón: los procesos de concentración bancaria, en tanto las cuotas de 
mercado de los bancos se incrementan de forma sustancial en tales procesos y el devenir del 
mercado puede determinar que entidades fruto de tales concentraciones, adquieran una 
posición dominante en determinados mercados crediticios. Bien es cierto que las autoridades 
de competencia supervisan las concentraciones, al objeto de impedir justamente eso: que el 
resultado directo de una concentración determine una posición dominante. Pero la evolución 
posterior del mercado puede incrementar el poder de los operadores principales hasta 
conferirles una posición dominante. 
 
El test  es preciso para determinar si las prácticas de ventas vinculadas o combinadas son 
incompatibles con la normativa de defensa de la competencia, en tanto prohíbe el abuso de 
posiciones dominantes debe responder   a los siguientes criterios de evaluación. 
 

o Evaluación de la posición dominante en cualquiera de los mercados a los que 
se refiere la oferta vinculada o combinada. 

o Evaluación del mercado de producto y separabilidad de los dos productos, 
basada en el análisis de los usos comerciales. 

o Evaluación de la conducta del consumidor y determinación de si los 
consumidores son forzados o incentivados a la adquisición conjunta de los dos 
productos. 

o Evaluación de los efectos anticompetitivos de la práctica en relación a 
cualquiera de los mercados afectados. 

La Comisión Europea promulgó en 2009 una Comunicación43, que contiene orientaciones 
sobre las prioridades de control de la Comisión en su aplicación del artículo 82 del Tratado CE 
a la conducta excluyente abusiva de las empresas dominantes.  El Derecho de la Competencia 

 
43 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52009XC0224(01)&from=EN  
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de la Unión Europea contempla las prácticas de vinculación y combinación de productos de 
una entidad con posición dominante en el mercado, como posibles abusos de exclusión, es 
decir, aquellos que afectan a la competencia bien por cerrar el mercado a los competidores 
de quien tiene una posición dominante, bien por inhibir a nuevos agentes para entrar en tal 
mercado. El primer e indispensable paso en el análisis para determinar si son prácticas 
abusivas consiste en evaluar si una empresa está en posición dominante y el grado de poder 
mercado que posee. La posición dominante se ha definido, según la Comunicación de la 
Comisión, como la situación de poder económico en que se encuentra una empresa y que 
permite a ésta impedir que haya una competencia efectiva en el mercado de referencia, 
confiriéndole la posibilidad de comportarse con un grado apreciable de independencia frente 
a sus competidores, sus clientes y, finalmente, los consumidores. 
 
La independencia en la decisión, el poder de mercado no sometido a las presiones de los 
consumidores permitiría a una empresa en tal situación incrementar los precios de forma 
rentable por encima del nivel competitivo durante un período de tiempo significativo. A este 
respecto, valga recoger como ilustrativos los datos del Estudio comparativo de primas de 
seguros de vida 2021 de INESE Data, en colaboración con GLOBAL ACTUARIAL, en el que se 
analizan las primas y coberturas de los seguros de Vida Temporal Anual Renovable 
correspondientes a 2021 comercializados por banca y aseguradoras, y que ha sido elaborado 
mediante la técnica del mystery shopping en los meses de mayo y junio de 2021.  
 
Según este Estudio, los seguros de vida riesgo ofrecidos por la banca (siete entidades 
financieras) objeto del Estudio tienen una prima media de 439,80€ (415,25€ en 2019 y 460,84 
en 2020), mientras que esos mismos productos ofrecidos por las entidades aseguradoras (18 
entidades aseguradoras) tienen una prima media de 230€ (255,54€ en 2019 y 249,26 en 2020).  
 
 Comoquiera que este elemento es hipotético y de difícil acreditación, la consideración de una 
empresa con posición dominante se sujeta a la evaluación de la estructura competitiva del 
mercado en el que opera, y en especial los siguientes factores: 

a) las presiones ejercidas por los suministros existentes de los 
competidores en liza y la posición de mercado de estos (posición de 
mercado de la empresa dominante y de sus competidores). En este 
apartado es principal el estudio de la cuota de mercado de la empresa. 

b) las presiones ejercidas por la amenaza creíble de una expansión futura 
de los competidores existentes o de una entrada de competidores 
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potenciales (expansión y entrada). En este segundo apartado se estudia 
la regulación del mercado o las inversiones precisas para entrar y 
expandir la actividad a competidores potenciales. El mercado de la 
banca minorista es un mercado altamente regulado y con relevantes 
barreras institucionales de acceso. 

c) las presiones ejercidas por la capacidad de negociación de los clientes 
de la empresa (poder de negociación de la demanda). Tampoco es el 
caso de la banca minorista, con una demanda atomizada en millones de 
consumidores y empresas.  

 
En consecuencia, el primero de los factores, el análisis de la cuota de mercado será 
especialmente significativo para determinar si una entidad de crédito está en posición 
dominante. Las cuotas de mercado proporcionan una primera indicación útil, según la 
Comisión, en lo que respecta a la estructura del mercado y a la importancia relativa de las 
distintas empresas activas en el mercado.  Según la Comunicación: 
 

“La Comisión considera que unas cuotas de mercado bajas son generalmente 
un buen indicio de una falta de poder de mercado importante. Según la 
experiencia de la Comisión, no es probable que haya dominación si la cuota de 
mercado de la empresa en el mercado de referencia es inferior al 40 %” 

 
Respecto a la cuota de mercado, se debe analizar su persistencia en el tiempo, pues, según la 
Comisión, “cuanto mayor es el período de tiempo durante el cual se tiene dicha cuota, más 
probable es que constituya un indicio preliminar importante de la existencia de una posición 
dominante”. En resumen, una cuota de mercado superior al 40%, que tenga carácter estable 
o tendencia incremental es un indicio, particularmente en mercados como los bancarios, de 
que una entidad disfruta de una posición dominante en tal mercado.  
 
La posición dominante, sin embargo, puede ser colectiva. La posición dominante colectiva fue 
definida en los siguientes términos por el Tribunal de Primera Instancia de la Unión Europea, 
en su sentencia de 25 de marzo de 1999, Gencor Ltd. c. Comisión, Asunto T-102/96: 
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«relación de interdependencia que existe entre los miembros de un oligopolio 
estrecho dentro del cual, en un mercado con las características apropiadas, en 
especial en términos de concentración del mercado, de transparencia y de 
homogeneidad del producto, pueden prever sus comportamientos recíprocos y 
se ven, por lo tanto, en gran medida impulsados a coordinar su comportamiento 
en el mercado, para, en particular, maximizar sus beneficios comunes, 
restringiendo la producción con el fin de aumentar los precios. En efecto, en tal 
contexto, cada operador sabe que una actuación altamente competitiva por su 
parte, dirigida a incrementar su cuota de mercado (por ejemplo, una reducción 
de precios), provocaría una actuación idéntica por parte de los demás, de 
manera que no obtendría ningún beneficio de su iniciativa. Todos los 
operadores tendrían por lo tanto que soportar el descenso del nivel de los 
precios» 

 
 

o Las prácticas de ventas vinculadas y combinadas como abusos de exclusión 
de empresas con posición dominante 

 
La Comunicación de la Comisión Europea trata de forma expresa los supuestos de prácticas 
de ventas vinculadas o combinadas y fija criterios para determinar cuándo estas prácticas 
pueden ser consideradas como abusos en una empresa con posición dominante en el 
mercado. Los criterios de evaluación de estas prácticas constan en el documento ya 
mencionado en los párrafos 47 a 51.  El documento distingue las prácticas de ventas vinculadas 
y las de ventas combinadas: pese a las distinciones legales de estas prácticas, la Comisión tiene 
en este documento un enfoque netamente económico, que permite equiparar los efectos de 
estas dos conductas. La definición de estas prácticas es como sigue: 

La «vinculación» suele hacer referencia a las situaciones en las que se obliga a los 
clientes que compran un producto (el producto vinculante) a comprar también otro 
producto de la empresa dominante (el producto vinculado). La vinculación puede ser 
de carácter técnico o contractual. La «venta por paquetes» suele hacer referencia a la 
forma en que la empresa dominante oferta los productos y determina sus precios. En 
el caso de la venta por paquetes pura los productos sólo se venden conjuntamente en 
proporciones fijas. En la venta por paquetes mixta, denominada asimismo «descuento 
multiproducto», los productos también se venden por separado, pero la suma de los 
precios de los productos por separado es superior al precio del paquete. 
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Reconoce la Comisión Europea que la vinculación y la venta por paquetes son prácticas 
comunes y que pueden deparar beneficios a los consumidores. Sin embargo, añade, también 
se puede perjudicar a los consumidores mediante la vinculación o la venta por paquetes al 
cerrar el mercado a los otros productos que forman parte de la vinculación o de la venta por 
paquetes (denominado el mercado vinculado) e, indirectamente, el mercado vinculante. Estas 
prácticas, se considerarán anticompetitivas si se cumplen tres condiciones: 
 

a) Que la empresa que las realiza tenga una posición dominante en el 
mercado vinculante. 

b) Que los productos vinculantes y vinculados sean productos separados 
Dos productos son distintos si, no existiendo una vinculación o venta 
por paquetes, un número sustancial de clientes compraría o habría 
comprado el producto vinculante sin comprar también al mismo 
proveedor el producto vinculado, lo que haría posible producir de forma 
independiente tanto el producto vinculante como el vinculado. 

c) Que sea probable que esta práctica suponga un cierre de mercado. 

 
o Datos sobre cuotas de mercado expuestas en el informe de la Comisión 

Nacional del Mercado de Valores respecto a la concentración CAIXABANK-
BANKIA 

 
Insistimos: el primer e imprescindible requisito para considerar esta práctica anticompetitiva 
pasa por atribuir la condición de operador dominante a la entidad crediticia que ofrezca 
paquetes vinculados de créditos y seguros o bien, los agrupe mediante un descuento 
multiproducto.  
 
En el mercado bancario, tenemos recientes referencias de las cuotas de mercado, con ocasión 
del control de concentración de la fusión CAIXABANK-BANKIA. La Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia hizo público el informe preceptivo previo a su resolución de 
autorizar la concentración, cuya solicitud se cursó como expediente C/1144/20 
CAIXABANK/BANKIA44. El informe ofrece información de gran interés para nuestro análisis. 

 
44 https://www.cnmc.es/sites/default/files/3503633_0.pdf  
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El informe distingue en el sector bancario, tres segmentos, en torno a los cuales se pueden 
identificar los mercados de productos relevantes: son (i) banca minorista, (ii) banca 
corporativa y (iii) banca de inversión, atendiendo a criterios derivados de las características de 
la demanda y de la naturaleza y composición del tipo de servicios ofrecidos.  Cada uno de estos 
segmentos opera a través de diferentes canales de venta, de forma que las características de 
la competencia difieren en cada uno de ellos. 
 
Según el informe los servicios de la banca minorista están orientados hacia el mercado de los 
particulares, comercios y PYMEs.  Recuerda el informe que la banca minorista mantiene una 
operativa para una base amplia de clientes que efectúan gran número de operaciones de 
pequeña cuantía, de forma que necesita una amplia red de sucursales para satisfacer a una 
clientela numerosa y con frecuencia dispersa. Esta observación acaso no esté alineada con el 
futuro inmediato del negocio de banca minorista en el que la operativa on-line es cada vez 
más significativa. No obstante, la CNMC valora las cuotas de mercado de las entidades, 
teniendo en cuenta también el número de sucursales, no solamente la masa de créditos 
activos. Según el informe: 
  

(39) En el mercado de banca minorista, el BCE ha considerado, en los diversos 
informes emitidos en relación con operaciones de concentración de entidades 
financieras, que los depósitos y los créditos son los productos más 
representativos de la competitividad de las entidades de crédito En el mercado 
de banca minorista, el informe estadístico sobre indicadores estructurales de los 
mercados financieros del BCE da valores de los activos bancarios y número de 
sucursales de las entidades de crédito nacionales que permiten comparar el 
nivel de competencia en los diferentes países miembro de la UE. Por otro lado, 
un informe de la OCDE sobre competencia en el sector bancario en los países de 
la OCDE evalúa la competencia basándose en índices de concentración 
construidos según cuotas de depósitos y de préstamos bancarios. Así, varios 
precedentes nacionales han analizado el mercado de banca minorista a través 
de tres parámetros: créditos, depósitos y sucursales. 

 
Según los antecedentes analizados en el informe, la consideración del mercado de créditos de 
la banca minorista no se ha segmentado según la tipología o destino de los créditos, 
distinguiendo la financiación ordinaria de PYMEs, los créditos hipotecarios de consumo, etc. 
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No obstante, el informe realiza un desglose de las cuotas de mercado en cada tipo de créditos, 
sin admitir enteramente, que se trate de mercados de producto diferentes.   
 
El informe alude también a los mercados de seguros en los que estas entidades sujetas a 
concentración intervienen también y con cuotas significativas. En el mercado de los seguros, 
las autoridades distinguen dos segmentos principales, la producción y la distribución de 
seguros. En lo que respecta a los mercados de producto, dentro de cada segmento, las 
autoridades de competencia han seguido un criterio de distinción un tanto burdo, separando 
el mercado de los seguros de vida y el mercado de los seguros de no-vida. Esta distinción 
carece de coherencia económica desde el lado de la demanda, en tanto un seguro que cubra 
determinados riesgos no es sustituible por otro seguro que cubra riesgos diferentes. No 
obstante, el hecho de que las condiciones que ofrecen las compañías aseguradoras para los 
distintos tipos de riesgos son muy similares entre sí, junto al hecho de que la mayoría de las 
aseguradoras (especialmente las grandes compañías aseguradoras) ofrecen seguros para 
diversos tipos de riesgos, ha llevado a la inclusión de diferentes tipos de seguros de vida y no- 
vida en un mismo mercado de producto, si los riesgos cubiertos afectan a un mismo bien.  
 
Una segunda cuestión que hay que tener en cuenta es la delimitación geográfica del mercado. 
En principio, tanto los mercados del segmento de banca minorista, como el segmento de 
producción y distribución de seguros de vida tienen una referencia de mercado nacional, en 
cuanto son pocas las operaciones transfronterizas. Sobre estas bases conceptuales en la 
delimitación de los mercados, de producto y geográfica, el informe relativo a la concentración 
contiene en sus páginas tablas informativas sobre cuotas de mercado, a las que nos remitimos. 
En el mercado nacional de créditos en conjunto de la banca minorista, la entidad resultante 
tiene una cuota del mercado del 20-30% igual a la de Santander. Por su parte a BBVA se le 
atribuye una cuota de 10-20% y a Bankinter y Banco de Sabadell cuotas entre el 0 y el 10%. En 
algunos territorios, Segovia, Ávila, Baleares, las cuotas de la entidad resultante alcanzan la 
horquilla 40-50%. Y estos otros territorios, La Rioja, Valencia, Murcia, Granada y Ceuta están 
entre el 30 y el 40%. En el mercado hipotecario el segmente de cuota es igual y la tabla acredita 
una evolución descendente del sumatorio de las cuotas de ambas entidades desde el 2017. 
 
Respecto al marcado de producción de seguros de vida, según el informe, la entidad resultante 
sería líder del sector, con una cuota del [30-40%], que sería del [20-30%] en productos vida – 
riesgo y del [30-40%] en vida - ahorro – jubilación, si bien en todos los casos con adiciones de 
BANKIA inferiores al [0-5%]. En el mercado de distribución de seguros de vida, la nueva entidad 
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resultante superaría ligeramente el 30% con una cuota del [30-40%] (con una adición de 
BANKIA del [0-5%]). 
 
Como se puede observar, las cuotas de mercado reflejadas en el informe de la CNMC 
contienen horquillas que no alcanzan, salvo en algunos territorios provinciales, cuya 
delimitación geográfica como mercados independientes la propia CNMC no comparte, cuotas 
de mercado indicio de posición dominante, a saber, el umbral del 40%.   
 
Por ser datos más actualizado y en este contexto, cabe igualmente destacar los datos 
recogidos en Informe 2020 de Seguros y Fondos de Pensiones de la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones sobre la distribución porcentual de primas por canales en el 
negocio de los seguros de vida de acuerdo con los cuales los operadores de banca-seguros 
intermediaron en 2019 el 59,24% de la cartera de este ramo alcanzando la nueva producción 
la cifra del 57,41%. Por el contrario, los corredores de seguros intermediaron un 7,92%; los 
agentes de seguros un 16,63% y las oficinas de las entidades aseguradoras un 14,61%, cifras 
que demuestran un claro predominio en el negocio de los seguros de vida de los operadores 
de banca-seguros.  
 
Es importante también traer a colación la Nota de seguros nº 40 de 12 de noviembre de 2021:  
Radiografía actualizada del negocio de banca-seguros en España (2020) elaborada por AFI 
(Analistas Financieros Internacionales), pues da cuenta de una cuota de mercado de la que se 
puede considerar una posición de dominio de CAIXABANK en el mercado de seguros de vida:  
 

“estimamos que la banca ha generado directamente unos resultados superiores 
a 2.400 millones de euros en 2020, aproximadamente un 20% más que el año 
anterior. Dicha cifra representó un 56% del margen total por sus negocios en 
España de las entidades bancarias. Si consideráramos adicionalmente la 
contribución indirecta que genera vía comisiones la distribución de las pólizas a 
través de sus redes, la aportación total del negocio de seguros se acercó a los 
dos tercios de los resultados de la banca el pasado año. Aunque esta aportación 
del seguro es excepcional por las circunstancias que concurrieron en 2020, la 
vuelta a referencias de 2018-19 seguirá garantizando una contribución a los 
resultados de la banca española cercana a un tercio. En cualquier caso, esa 
aportación es muy heterogénea por entidades, concentrándose un 40% 
aproximadamente en Caixabank, líder del negocio bancoasegurador en España. 
Como es lógico, se ha mantenido la mucha mayor presencia y aportación del 
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negocio de vida que, por otra parte, en España está ampliamente dominado por 
la banca. El peso específico del principal actor, VidaCaixa, es determinante.” 

 

(X) VÍAS DE RECLAMACIÓN FRENTE A INCUMPLIMIENTOS 
 
Expuesta la normativa sectorial y general en todos los ámbitos territoriales, así como las 
resoluciones más significativas en la materia, dictadas hasta la fecha, examinamos en este 
apartado cuáles son las vías de reclamación, denuncia o demanda ante las conductas de las 
entidades financieras que no den cumplimiento a las normas expuestas.  
 
Identificaremos los medios y procedimientos a través de los que deben ser cursadas. Y las 
agruparemos, siguiendo el mismo esquema de exposición.  
 

o Reclamaciones por incumplimiento de normativa sectorial. 
 
La normativa sectorial de entidades de crédito y distribuidores de seguros puede ser objeto 
de reclamación ante las autoridades regulatorias y supervisoras. La reclamación, no obstante, 
no culmina en una resolución de obligado cumplimiento para la entidad. Los informes que dan 
fin a los procedimientos de reclamaciones ante el Banco de España o la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones son solamente opiniones autorizadas de las autoridades 
competentes. Su utilidad se cifra no en la enmienda coercitiva de una actuación concreta de 
la entidad a la que se refiere la reclamación, o en la remoción coercitiva de sus resultados, 
sino en las siguientes ventajas: 

a) La comunicación del informe final a la entidad puede deparar la 
rectificación voluntaria de la conducta. 

b) El servicio de reclamaciones remitirá a los servicios de supervisión 
correspondientes aquellos expedientes en los que se aprecien indicios 
de incumplimiento o quebrantamiento graves o reiterados de normas 
de transparencia y protección de la clientela, a efectos de incoar 
procedimientos sancionadores. 

c) El informe final proporciona un elemento de prueba útil en un posterior 
litigio ante tribunales, en tanto aporta una resolución fundada de una 
autoridad con conocimiento experto de la normativa sectorial. 
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Según establece el artículo 33 de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Reforma del Sistema 
Financiero, los servicios de reclamaciones del Banco de España y la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones atenderán las quejas y reclamaciones que presenten los 
usuarios de servicios financieros, que estén relacionadas con sus intereses y derechos 
legalmente reconocidos , y que deriven de presuntos incumplimientos por las entidades 
reclamadas de la normativa de transparencia y protección de la clientela o de las buenas 
prácticas y usos financieros. Se consideran normas de transparencia y protección de la 
clientela aquellas que contienen preceptos específicos referidos a las entidades supervisadas 
y, que, con la finalidad de proteger los legítimos intereses de los clientes, establecen un 
conjunto de obligaciones específicas aplicables a las relaciones contractuales entre unos y 
otros, exigen la comunicación de las condiciones básicas de las operaciones y regulan 
determinados aspectos de su publicidad, normas de actuación e información. Por lo tanto, 
pueden ser objeto de reclamación todos los incumplimientos de cualquiera de las normativas 
sectoriales expuestas en el capítulo II del informe. A saber, la normativa general de 
transparencia de entidades de crédito prevista en la Ley de Ordenación, Supervisión y 
Solvencia de las Entidades de Crédito, 10/2014, de 26 de junio; y las normas especiales sobre 
operaciones de venta cruzadas previstas en la Ley de los Contratos de Crédito Inmobiliario 
5/2019, de 15 de marzo y la Ley de Contratos de Crédito al Consumo 16/2011,y, finalmente, 
las normas sobre ventas cruzadas obligadas a los distribuidores de seguros, establecidas en el 
Real Decreto-Ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al 
ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la 
contratación pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de 
pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales.  
 
El desarrollo del procedimiento de reclamación está regulado en la Orden ECC/2502/2012, de 
16 de noviembre, por la que se regula el procedimiento de presentación de reclamaciones ante 
los servicios de reclamaciones del Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones. Están legitimados para 
presentar las reclamaciones, personalmente o mediante representación, todas las personas 
físicas o jurídicas, españolas o extranjeras, que estén debidamente identificadas, en su 
condición de usuarios de los servicios financieros prestados por cualquiera de las entidades 
supervisadas por el Banco de España y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, 
siempre que se refieran a sus intereses y derechos legalmente reconocidos.  
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El procedimiento para formular reclamaciones exige que, con carácter previo, el interesado se 
haya dirigido al departamento o servicio de atención al cliente o, en su caso, al defensor del 
cliente o partícipe de la entidad contra la que se reclame. Denegada la admisión de la 
reclamación, desestimada o transcurridos dos meses sin respuesta desde la fecha de 
presentación ante la entidad afectada, el interesado podrá formular la reclamación ante los 
órganos de supervisión. 
 
Las reclamaciones concluyen en un informe del Servicio de Reclamaciones correspondiente. 
El informe final del servicio de reclamaciones no tiene carácter vinculante y no tendrá la 
consideración de acto administrativo recurrible. Ello no obstante, en caso de que el informe 
final fuera desfavorable a la entidad reclamada, ésta deberá comunicar al Servicio de 
Reclamaciones expresamente, en el plazo de un mes desde la notificación del informe, la 
aceptación o no de los presupuestos y criterios manifestados en el mismo, así como aportar 
la justificación documental de haber rectificado su situación con el reclamante, en su caso. En 
el supuesto de incumplimiento de este deber se entenderá que la entidad no ha aceptado lo 
impuesto en el informe. Con estas actuaciones últimas el procedimiento de reclamación se 
archiva.  
 

o Denuncias por incumplimiento de la normativa sectorial ante autoridades con 
potestad sancionadora 

 
No deben confundirse las reclamaciones, a las que acabamos de hacer referencia, con las 
denuncias de conductas constitutivas de infracciones administrativas. Las normas citadas en 
el capítulo segundo que establecen obligaciones de información precontractual o de 
contenido contractual son normas de aquellas que los escolásticos llamaban “normas 
perfectas”, es decir, normas cuyo incumplimiento está tipificado como infracción y castigado 
con sanciones. 
 
La denuncia es, según el artículo 62 de la Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo 
Común, “el acto por el que cualquier persona, en cumplimiento o no de una obligación legal, 
pone en conocimiento de un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que 
pudiera justificar la iniciación de oficio de un procedimiento administrativo”. Las denuncias 
tienen un contenido mínimo: deben expresar la identidad de la persona o personas que las 
presentan y el relato de los hechos que se ponen en conocimiento de la Administración, la 
fecha de la comisión de los hechos denunciados y la identificación de la entidad de crédito que 
haya incurrido en la infracción.  
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La posición de un denunciante, desde el punto de vista administrativo no es fuerte. La 
presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la condición de interesado en el 
procedimiento administrativo sancionador que, con motivo de la denuncia, la Administración 
pueda incoar; al menos, sí legitima a quien la ha presentado para impugnar ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa la decisión de no incoar el procedimiento sancionador. El 
denunciante está legitimado para impugnar el archivo de las denuncias, tal y como reconoce 
expresa y reiteradamente la jurisprudencia del Tribunal Supremo: SSTS de 2 de junio de 2009, 
que cita, entre otras, las de 17 de marzo de 2005, 18 de septiembre de 2006 y 16 de octubre   
del mismo año. 
 
Señaladas las características generales de las denuncias, detallamos a continuación, las 
infracciones tipificadas por infracciones de la normativa sectorial, así como los órganos 
administrativos ante las que deberían cursarse las denuncias. 
 
La Ley de Ordenación, Supervisión y Solvencia de las Entidades de Crédito, 10/2014, de 26 de 
junio fija en sus artículos 97 a 99 las sanciones a las entidades de crédito por los distintos tipos 
de infracciones. Las infracciones leves están sancionadas en el artículo 99 con multas del tanto 
al doble del importe de los beneficios derivados de la infracción, cuando dichos beneficios 
puedan cuantificarse; o de hasta el 1% del volumen de negocios neto anual total de la entidad. 
Las infracciones graves con multas de entre el doble y el triple del importe de los beneficios 
derivados de la infracción, cuando dichos beneficios puedan cuantificarse; o de hasta el 5% 
del volumen de negocios neto anual total. Las infracciones muy graves se castigan con multa, 
que podrá ser, a juicio del órgano competente para resolver, de entre el triple y el quíntuplo 
del importe de los beneficios derivados de la infracción, cuando dichos beneficios puedan 
cuantificarse; o de hasta el 10% del volumen de negocios neto anual total.  
 
La Ley de Ordenación, Supervisión y Solvencia de las Entidades de Crédito prevé como 
infracción leve en su artículo 94 “el incumplimiento de preceptos de obligada observancia para 
las entidades de crédito comprendidos en normas de ordenación o disciplina que no 
constituyan infracción grave o muy grave”, infracción que cubre los incumplimientos relativos 
a las obligaciones generales de transparencia, a las que hemos hecho alusión en el apartado II 
a. de este informe. A esta misma Ley 10/2014, se remite la Ley de los Contratos de Crédito 
Inmobiliario 5/2019, de 15 de marzo, para determinar las sanciones, así como el 
procedimiento para imponerlas, por infracción de sus reglas, que tipifica del siguiente modo 
en su artículo 46: tipifica como infracciones muy graves la realización de actos u operaciones 
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por parte de un prestamista, con incumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley y en 
su normativa de desarrollo, si se pueden considerar especialmente relevantes por:  
 

a) el número de afectados,  
b) la reiteración de la conducta o  
c) los efectos sobre la confianza de la clientela y la estabilidad del sistema 

financiero. 
 
Serán infracciones graves la realización de esos mismos actos u operaciones, cuando no se 
den las circunstancias anteriores, siempre que tales hechos no tengan carácter ocasional o 
aislado. Y, finalmente, como leves, cuando tales conductas sean ocasionales o aisladas.   
 
Por su parte, la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo, tipifica en su 
artículo 34 el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley (incluidas las que se 
refieren a ventas cruzadas, por tanto), siempre que no tenga carácter ocasional o aislado, 
como infracción grave. Y prevé que con tal calificación sean sancionada, de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de 
Crédito. Dado que esta norma fue derogada por la Ley de Ordenación, Supervisión y Solvencia 
de las Entidades de Crédito, 10/2014, de 26 de junio, cabe la duda de si la remisión debe 
preservarse respecto a la disposición derogada o se refiere a la vigente. 
 
La autoridad competente para la incoación de los procedimientos sancionadores derivados de 
todas estas infracciones administrativas es el Banco de España. Sin embargo, las denuncias 
por conductas incompatibles con la normativa recogida en la Ley de Créditos Inmobiliarios, 
5/2019, deben presentarse ante las Comunidades Autónomas, pues a los órganos que las 
mismas designen corresponderá la instrucción y resolución de los expedientes sancionadores 
en dos supuestos:  
 

1. cuando los prestamistas inmobiliarios tengan su ámbito de actuación en una sola 
Comunidad Autónoma o  

2. cuando los hechos sancionables tengan su causa en relaciones comerciales directas 
entre los prestatarios y las entidades inmobiliarias y financieras,  

 
Es decir, las infracciones en las que incurran las entidades de crédito por violación de las 
normas de protección de los prestatarios, relativas a las ventas cruzadas de seguros, 
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establecidas en la Ley de Créditos Inmobiliarios 5/2019 deben dirigirse a la Comunidades 
Autónomas en las que la operación o los tratos previos a la misma se hayan sustanciado.   
 
 El Real Decreto Ley 3/2020 que regula la distribución de seguros tipifica en su artículo 192.3 
como infracción grave “la realización de actos u operaciones prohibidas por normas sobre 
distribución de seguros y reaseguros con rango de ley, o con incumplimiento de los requisitos 
establecidos en ellas, salvo que dicha infracción deba ser calificada como muy grave”. Las 
infracciones graves deberán ser sancionadas, según el artículo 194.3 de la misma disposición 
con alguna de estas sanciones, bien suspensión por un plazo máximo de un año para el 
ejercicio de la actividad, bien multa, si se trata de persona jurídica, de hasta el uno por ciento 
del volumen de negocio anual total según las últimas cuentas disponibles o el doble del 
importe de los beneficios obtenidos con la infracción, en caso de que pueda determinarse. 
 
La competencia para incoar los expedientes sancionadores corresponde al Director General 
de Seguros y Fondos de Pensiones, según el artículo 198 de la Ley, por lo que a este órgano 
habrá que dirigir la denuncia pertinente. 
 
Finalmente, respecto de las medidas específicas contenidas en las leyes autonómicas. 
Conforme al Código de Consumo de Cataluña, artículo 331.5 c) es infracción grave “incluir en 
los contratos cláusulas o realizar prácticas que excluyan o limiten los derechos de las personas 
consumidoras”. Esta infracción grave puede, bajo determinadas circunstancias, de afectación 
general, especial vulnerabilidad del consumidor y otras circunstancias convertirse en 
infracción muy grave. Las sanciones previstas para las infracciones graves van entre 10.000 y 
100.000 euros, aunque pueden incrementarse hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los 
beneficios ilícitos obtenidos por la infracción. El órgano ante el que deben cursarse las 
denuncias es la Subdirección General de Consumo del Departamento de Empresa y 
Conocimiento de la Generalitat de Catalunya. 
 
Por lo que toca a las medidas previstas en la Ley 3/2016, de 9 de junio de protección de los 
derechos de las personas consumidoras y usuarias en la contratación de préstamos y créditos 
hipotecarios de la Comunidad de Andalucía, su incumplimiento puede ser constitutivo de 
infracción grave o muy grave, conforme a lo previsto en el título II, capítulo IV de la Ley 
13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios de 
Andalucía. La competencia para la instrucción de estos expedientes reside en la actualidad en 
la Dirección General de Consumo, adscrita a la Consejería de Salud y Familias, a la que habrá 
que dirigir la denuncia. 
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o Denuncias de conductas contrarias a la competencia 

 
Nos referimos ahora a las infracciones por conductas contrarias a las normas de defensa de la 
competencia. 
 
La primera cuestión que debe dilucidarse en esta materia es el alcance del mercado geográfico 
en el que se produzca la conducta infractora. El sistema de defensa de la competencia se 
articula en tres esferas, la autonómica, la nacional y la europea. En función del ámbito 
territorial del mercado afectado por la conducta, se determina la competencia de cada 
institución. Ello, no obstante, existen mecanismos de colaboración entre las distintas 
entidades, al objeto de remitirse las denuncias recibidas por una institución, que se refieran a 
un mercado geográfico para el que otra institución tenga competencia. Recientemente, se han 
reforzado los mecanismos específicos de colaboración entre las distintas autoridades 
nacionales de competencia y las de la Unión Europea, como se sigue de la actual redacción del 
artículo 18 de la Ley de Defensa de la Competencia 15/2007, de 3 de julio.  
 
Exponemos, sumariamente, el procedimiento de infracción ante la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia. El procedimiento sancionador en materia de conductas 
prohibidas está regulado por la Ley de Defensa de la Competencia 15/2007, de 3 de julio, en 
sus artículos 49 y siguientes, desarrollados por el Reglamento de Competencia, aprobado por 
Real Decreto 261/2008, de 22 de febrero. El procedimiento tiene una duración máxima de 18 
meses, plazo que se puede interrumpir si concurren circunstancias administrativas o 
incidencias de investigación tasadas, que puedan prolongar la instrucción y que se puede 
prorrogar también. El procedimiento se estructura en las siguientes fases: 
 
1) Denuncia e información reservada   
 
El expediente sancionador siempre debe incoarse de oficio por la Dirección de Investigación 
de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. La incoación puede producirse por 
denuncia privada. La reciente reforma de la Ley de Defensa de la Competencia aprobada por 
Real Decreto-Ley 7/2021, de 27 de abril, acentúa los poderes discrecionales de la CNMC en 
relación a la incoación de expedientes de infracción, al permitir que la Dirección de 
Competencia acuerde no iniciar actuaciones por considerar que la investigación de los hechos 
que se contemplan en la misma no constituye una prioridad. La Ley indica que se podrán 
considerar no prioritarias, entre otras, aquellas denuncias que: 
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o Aportan escasos elementos de prueba o indicios débiles, siendo reducida la 
probabilidad de que la Dirección de Competencia, dedicando recursos a 
ello, puedan probar la conducta ilícita. 

o Se refieren a conductas ilícitas cuyo alcance potencial es limitado o el daño 
potencial que pueden conllevar para el consumidor o para la 
competitividad de los mercados de factores productivos, bienes o servicios 
es escaso. 

o Se refieren a conductas cuya prevención o erradicación es factible a través 
de otros instrumentos legales para preservar y promover la competencia, 
haciendo un uso más eficiente de los recursos de la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia. 

 
De estimarse fundada y prioritaria la denuncia, la Dirección de Investigación, puede cursar un 
trámite de información reservada, por el que dirige solicitudes de información a denunciados, 
denunciante y/o terceros, antes del acto de incoación.   
 
2) Incoación, actos de investigación alegaciones y prueba 
 
La Dirección de Investigación, acordará la incoación del procedimiento sancionador. Incoado 
el procedimiento, ya sea por la Dirección de Investigación ya sea por mandato del Consejo, 
comienza el período de instrucción del expediente. Durante este período se practican las 
diligencias de investigación que acuerde la Dirección y las partes personadas en el expediente 
pueden formular alegaciones y proponer prueba.  
 
3) Terminación convencional 
 
Durante la fase de instrucción, a iniciativa del instruido, y siempre que la Dirección de 
Investigación lo considere adecuado, se puede plantear la terminación convencional del 
procedimiento. La terminación convencional parte de los compromisos, propuestos por el 
infractor, siempre que resuelvan los efectos sobre la competencia derivados de las conductas 
objeto del expediente y quede garantizado suficientemente el interés público. Hito destacado 
de esta fase es el pliego de concreción de hechos, en el que la Dirección de Investigación 
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concreta los hechos constitutivos de la posible infracción. Sobre este pliego las partes pueden 
alegar y proponer nueva prueba.  
 
4) Propuesta de resolución y elevación del expediente 
 
La Dirección de Investigación cierra el procedimiento con un informe propuesta de resolución, 
que eleva al Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. Hasta la 
emisión de este documento le cabe al denunciado la alternativa de proponer compromisos 
que resuelvan los efectos sobre la competencia de las prácticas investigadas y poner fin al 
procedimiento, si tales compromisos son aceptados por la CNMC, mediante una terminación 
convencional.  
 
5) Resolución del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
 
Recibido por este órgano el informe-propuesta de la Dirección de Investigación, cabe un 
trámite extraordinario y adicional de prueba, que el Consejo entienda procedente y no se 
hubiera practicado en la fase de instrucción. La resolución determina si ha existido infracción, 
fija la sanción por la conducta y puede acordar la imposición de condiciones determinadas 
para evitar en el futuro la realización de nuevos actos contrarios a la competencia, así como 
la orden de remoción de los efectos de las prácticas prohibidas. 
 

o Competencia para conocer de pretensiones basadas en infracción de las 
normas de defensa de la competencia, de competencia desleal, de protección 
de consumidores y de protección de datos. 

 
Las acciones judiciales basadas en la infracción de las normas de defensa de la competencia, 
así como las infracciones de competencia desleal son competencia de los Juzgados de lo 
Mercantil. Conforme al artículo 86 ter 1 letras a) y f) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
estos Juzgados son competentes para conocer de tales cuestiones. La normativa de defensa 
de la competencia es directamente aplicable por los tribunales en sus efectos civiles. 
 
Sin embargo, las acciones judiciales orientadas a la anulación de cláusulas o contratos de 
seguros por incumplimiento de la normativa tuitiva de consumidores son competencia de los 
Jueces de Primera Instancia. 
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Las demandas ante tribunales seguirán el procedimiento correspondiente, según su cuantía, 
conforme a las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil 
  
  

(XI) CONCLUSIONES 
 
 

INTRODUCCIÓN 

 
1) Las ventas cruzadas de seguros con créditos mediante el canal de distribución 

banca-seguros pueden tener efectos perjudiciales para los clientes, por lo que 
han sido objeto de atención específica de la normativa de la Unión Europea 
desde la primera década del siglo XXI.  

 
2) Deben distinguirse entre ventas vinculadas, en las que el oferente no ofrece 

por separado crédito y seguro, de las ventas combinadas, en las que el oferente 
ofrece también por separado los productos combinados como seguros. Las 
ventas vinculadas están siendo prohibidas por la normativa comunitaria con 
carácter general, aunque con alguna excepción, si bien las ofertas combinadas 
de créditos y seguros pueden distorsionar también, en su perjuicio, el 
comportamiento económico del cliente. 

 

NORMATIVA SECTORIAL RELEVANTE 

 
a. Normativa de transparencia, que regula las ofertas de las entidades de 

crédito a sus clientes. Ley de Ordenación, Supervisión y Solvencia de las 
Entidades de Crédito, 10/2014, de 26 de junio 

 
a) Las entidades de crédito deben en cualquier oferta de crédito y seguro 

vinculados que hagan a sus clientes ofrecer información precontractual 
respecto a: La posibilidad o no de contratar el crédito y el seguro de manera 
independiente. 

b) Las condiciones de crédito y las condiciones del seguro en caso de contratación 
vinculada no negociada. 
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c) La indicación expresa, y por separado, del coste del crédito y del coste de la 
prima del seguro. 

d) En caso de que la entidad de crédito oferte el préstamo sin la contratación del 
seguro, las condiciones alternativas del crédito ofrecido. 

 
b. Normativa reguladora de la distribución de seguros 

 
3) Los distribuidores de banca-seguros deben actuar siempre con honestidad, 

equidad y profesionalidad en beneficio de los intereses de sus clientes. 
 

4) Los distribuidores de banca-seguros tiene prohibido imponer directa o 
indirectamente la celebración de un contrato de seguro. El empeoramiento 
sustancial e injustificado de las condiciones ofertadas para un crédito 
combinado con un seguro, para el caso de que el cliente rechace el seguro y 
solo desee contratar el crédito, podría considerarse como una imposición 
indirecta de la celebración de un contrato de seguro si las condiciones 
alternativas carecen de justificación económica.  

 
5) El distribuidor banca-seguros, como cualquier distribuidor de seguros, no 

puede ser remunerado ni puede evaluar el rendimiento de sus empleados, de 
un modo que entre en conflicto con su obligación de actuar en el mejor interés 
de sus clientes. 

 
c. Normativa de créditos al consumo.- Ley de Contratos de Crédito al 

Consumo 16/2011, de 24 de junio 
  

6) Ley de Contratos de Crédito al Consumo 16/2011, de 24 de junio admite la 
vinculación de créditos y seguros auxiliares. Obliga de forma expresa, en casos 
de reembolso anticipado de créditos que cuenten con un seguro vinculado a la 
amortización del mismo a la devolución por parte de la entidad aseguradora al 
consumidor de la parte de prima no consumida. También en los créditos 
hipotecarios, en caso de que el contrato de seguro se dé por vencido, el 
prestatario tiene derecho al extorno de la parte de prima no consumida por 
parte de quien la percibió. 
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7) Está en tramitación la Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del 
Consejo sobre créditos al consumo. Conforme a la redacción actual del 
proyecto, la futura Directiva prohibirá las ventas vinculadas, salvo que el 
prestamista puede acreditar que la vinculación es beneficiosa para el 
consumidor, teniendo en cuenta los precios y la disponibilidad de bienes, 
conforme a criterios de “proporcionalidad”. La Propuesta de Directiva garantiza 
también al consumidor la posibilidad de cambiar de proveedor de seguro y 
contratar con otro distinto del ofrecido por la entidad de crédito. 

 
d. Normativa de créditos inmobiliarios 

 
8) La Ley de los Contratos de Crédito Inmobiliario 5/2019, de 15 de marzo permite 

a las entidades financieras la vinculación de la suscripción de una póliza de 
seguro en garantía del cumplimiento de las obligaciones nacidas del contrato 
de préstamo, así como la suscripción de un seguro de daños respecto del 
inmueble objeto de hipoteca. La ley establece tres reglas en las ofertas 
vinculadas: 

 
a) El prestamista debe aceptar pólizas alternativas de todos aquellos proveedores 

que ofrezcan unas condiciones y un nivel de prestaciones equivalentes a la que 
aquel hubiera propuesto, tanto en la suscripción inicial como en cada una de 
las renovaciones.  

 
b) El prestamista no podrá cobrar comisión o gasto alguno por el análisis de las 

pólizas alternativas que se le presenten por el prestatario. 
 

c) La aceptación por el prestamista de una póliza alternativa, distinta de la 
propuesta por su parte, no podrá suponer empeoramiento en las condiciones 
de cualquier naturaleza del préstamo.  

 
Ante estas limitaciones, las entidades financieras optan por combinar y no 
vincular los seguros, lo que debería hacer reflexionar a los legisladores sobre si 
se están protegiendo eficazmente los derechos de los clientes. Una futura 
reforma legislativa debería aclarar que las limitaciones que rigen a las ventas 
vinculadas se aplicarán también a las ventas combinadas.  
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9) Las entidades de crédito pueden formular ofertas vinculadas de créditos 
hipotecarios y seguros que lo sean “en garantía del cumplimiento de las 
obligaciones del contrato de préstamo”. Si, por su diseño, el seguro accesorio 
rebasa esta función, no podría ser objeto de oferta vinculada. Tal sería el caso, 
por ejemplo, de un seguro de vida en el que el capital asegurado permaneciese 
invariable durante toda la vida del préstamo y no se redujese de forma pareja 
a la amortización del capital prestado. 
 

10) De acuerdo con la normativa hipotecaria y de ordenación y supervisión de 
seguros privados, el único seguro obligatorio vinculado a la contratación de un 
préstamo hipotecario es el seguro de daños de los bienes hipotecados 
proveniente de los siguientes riesgos: Incendio, explosión, tormenta, granizo, 
helada y elementos naturales distintos de la tempestad, energía nuclear y 
hundimiento de terreno.   

 
11) La ley obliga a la entidad prestamista a entregar por escrito las condiciones del 

contrato de seguro integrado en su oferta de crédito. El prestamista deberá 
informar de forma expresa y comprensible de los siguientes extremos, en los 
casos de ventas combinadas: 

 
a) que se está contratando un producto combinado; 
b) del beneficio y riesgos de pérdida, especialmente en los productos de inversión, 

que supone para el prestatario su contratación, incluyendo escenarios 
simulados; 

c) de la parte del coste total que corresponde a cada uno de los productos o 
servicios; 

d) de los efectos que la no contratación individual o la cancelación anticipada del 
préstamo o cualquiera de los productos combinados produciría sobre el coste 
conjunto del préstamo y el resto de los productos o servicios combinados; y 

e) de las diferencias entre la oferta combinada y la oferta de los productos por 
separado. 

 
12) La contratación mediante prima única de un seguro de vida accesorio a un 

préstamo hipotecario dificulta al prestatario la posibilidad de cambiar de 
proveedor a lo largo de la vida del crédito. La Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones ha considerado contrario a las buenas prácticas en 
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materia de seguros, la oferta por una entidad crediticia de un seguro de vida 
accesorio al préstamo hipotecario, solamente mediante pago de prima única y 
no mediante primas anuales. 

 
13) Las Comunidades Autónomas de Cataluña y Andalucía han aprobado normas 

de protección de consumidores en créditos hipotecarios con normativa 
específica sobre operaciones vinculadas.  

 
a. La Ley 20/2014, de 29 de diciembre que modifica la Ley 22/2010, de 20-7-

2010, del Código de consumo de Cataluña, para la mejora de la protección 
de las personas consumidoras en materia de créditos y préstamos 
hipotecarios, vulnerabilidad económica y relaciones de consumo 
condiciona la posibilidad de las entidades bancarias de vincular un seguro 
al préstamo hipotecario a, entre otros requisitos, que la vinculación 
presente beneficios claros para el consumidor teniendo en cuenta la 
disponibilidad y los precios de productos similares ofrecidos en el mercado.  

 
b. La Ley 3/2016, de 9 de junio de protección de los derechos de las personas 

consumidoras y usuarias en la contratación de préstamos y créditos 
hipotecarios de la Comunidad de Andalucía establece una regla de precio: 
el coste de la contratación de un seguro accesorio al crédito hipotecario no 
será superior al existente para el mismo producto o servicio en el mercado.     

 
 
 

NORMAS MERCANTILES RELEVANTES 

 
a. Normativa de Defensa de la libre competencia 

 
14) El artículo 1.1.e) de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia 

(“LDC”) prohíbe, por ser una conducta colusoria cuando la realizan de forma 
conscientemente paralela varias empresas, «la subordinación de la celebración 
de contratos a la aceptación de prestaciones suplementarias que, por su 
naturaleza o con arreglo a los usos de comercio, no guarden relación con el 
objeto de tales contratos.». El art. 2.2.e) LDC también prohíbe esta conducta 
cuando se realice por un solo operador, cuando éste tenga posición dominante 
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en el mercado. Cuando se subordina la celebración de un contrato de préstamo 
hipotecario a la aceptación de prestaciones suplementarias no relacionadas, 
debe decidirse hasta qué punto, teniendo en cuenta la nueva Ley Hipotecaria 
(Ley 5/2019) ciertos seguros y las condiciones aplicadas por los bancos podrían 
considerarse relacionadas con la operación principal (el préstamo). 

 
15) En el mercado bancario español, que actualmente está inmerso en una 

creciente concentración debido a las fusiones entre grandes entidades 
bancarias, la probabilidad de encontrar entidades que tengan una posición de 
dominio en la comercialización de algún tipo de producto o servicio financiero 
es sin duda creciente. 

 
b. Normativa sobre competencia desleal 

 
16) La cláusula general, prevista en el art. 4.1 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de 

Competencia Desleal (LCD) “se reputa desleal todo comportamiento que resulte 
objetivamente contrario a las exigencias de la buena fe”, lo cual, en las 
relaciones con consumidores o usuarios, se entiende aquél “contrario a … las 
prácticas honestas del mercado, que distorsione o pueda distorsionar de 
manera significativa el comportamiento económico del consumidor medio”. 
Cuando se exige a un usuario que junto con un préstamo que ha solicitado debe 
contratar un seguro de vida o de daños, la falta de transparencia en la 
información que se da al cliente podría distorsionar de manera significativa su 
comportamiento económico. 

 
17) En la comercialización de seguros vinculados a un producto crediticio, podrían 

darse supuestos de “influencia indebida”, que podría llegar a considerarse una 
conducta desleal (por práctica agresiva) según el art. 8 LCD. Nótese que en 
muchos casos no se obliga a la contratación, pero se “sugiere”, “incita” o se 
“recomienda” la contratación– en una situación de abuso de una posición 
prevalente, al vincularse la concesión del préstamo solicitado por el usuario -el 
producto que realmente quiere y necesita- con un producto accesorio que o 
bien no es necesario o no lo es en las condiciones ofrecidas por la entidad. Esta 
práctica podría vulnerar los derechos de los clientes, que en el momento de 
pedir un crédito están en una situación de inferioridad evidente, tanto a nivel 
económico como psicológico. 
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18) El incumplimiento por una entidad financiera de las obligaciones de 

información y transparencia en el proceso previo a la contratación en relación 
con la comercialización de seguros vinculados a un producto crediticio, a un 
precio superior al medio o habitual en el mercado para operaciones de 
aseguramiento similares, podría constituir una práctica desleal por engañosa, 
según lo previsto en el art. 27 LCD. 

 
19) Existe un informe de INESE Data, en colaboración con GLOBAL ACTUARIAL, 

publicado basado en la técnica el mystery shopping que demuestra que los 
seguros de vida ofrecidos por los operadores de banca-seguros en los años 
2019 y 2020 son más onerosos que los ofrecidos directamente por las 
entidades aseguradoras con una prima media de 439,80€ frente a 230€. 

 
 

PROTECCIÓN DEL CONSUMIDOR Y DATOS PERSONALES. 
 

c. Normativa sobre condiciones generales de la contratación 
d. Normativa general de protección de los consumidores 

 
20) Existen múltiples sentencias que declaran que el seguro de vida para la 

protección del pago de un préstamo hipotecario es una “sobregarantía” no 
necesaria. Nótese que el seguro de vida siempre es una tercera garantía, pues 
en caso de fallecimiento del prestatario, la entidad financiera tiene derecho a 
(i) ejecutar la hipoteca contra el bien hipotecado y, además (ii) ejecutar el 
patrimonio personal del deudor, antes de que éste vaya a sus herederos. Es por 
ello que la jurisprudencia considera que este tipo de seguros de vida pueden 
ser redundantes y, por tanto, innecesarios, en perjuicio del prestatario. 

 
21) Podría considerarse abusivo que una entidad financiera obligue a un cliente a 

suscribir un seguro de protección de pagos del cual luego no hace uso llegado 
el momento del siniestro, dando preferencia a las otras garantías que no 
perjudican a la entidad aseguradora, de su mismo grupo empresarial. Por 
ejemplo, cuando producido el siniestro la entidad prefiere ejecutar garantías 
personales (por existir avalistas) o reclamarle el capital pendiente de pago a los 
herederos del fallecido y no a la entidad aseguradora. La Sentencia del Tribunal 
Supremo (Sala 1ª) núm. 119/2004 de 19 febrero 2004 declaró que esta 
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actuación es una práctica abusiva de conformidad con el artículo 1.258 del 
Código Civil. 

 
e. Normativa sobre protección de datos personales 

 
22) En virtud de lo dispuesto por el art. 6 de la Ley de Protección de Datos 

Personales y garantía de los derechos digitales, para que una entidad bancaria 
pueda utilizar los datos de sus clientes para ofrecerles otro tipo de productos o 
enviarles información sobre ellos, es importante que previamente recabe su 
consentimiento libre, específico (para cada finalidad concreta), informado e 
inequívoco respecto de cada una de las finalidades pretendidas por la entidad. 

 
f. La normativa sobre marketing por medios electrónicos 

 
23) Si una entidad bancaria quiere enviar comunicaciones comerciales por medios 

electrónicos (p. ej., e-mails o sms) ajustadas al perfil de los clientes debería 
cumplir con lo previsto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la 
Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico (LSSI), según la cual 
solamente está autorizado el envío de comunicaciones comerciales con 
el consentimiento previo del receptor o si ha habido un contrato previo entre 
la empresa y el cliente. Según el criterio de la Agencia Española de Protección 
de Datos, si una entidad quisiese enviar marketing sobre seguros a un cliente 
que hubiese contratado otro tipo de productos financieros, debería recabar su 
consentimiento expreso. 

 
24) Para que el envío de comunicaciones comerciales pueda basarse en el interés 

legítimo de la entidad financiera debe cumplirse los siguientes requisitos: (i) 
que el receptor sea cliente de la entidad.; (ii) que el marketing se realice sobre 
productos y/o servicios del remitente (y no de otras sociedades del grupo o 
terceros, para lo que se necesitaría, como regla general, recabar el 
consentimiento expreso de los clientes); y (iii) que el marketing promocione 
solo productos y servicios similares a los ya contratados. 

 
LA POSTURA DE LAS AUTORIDADES DE COMPETENCIA 
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25) Aunque existen varias resoluciones de las autoridades de competencia 
españolas sobre reclamaciones en relación con la comercialización de seguros 
por parte de las entidades de crédito, su utilidad práctica en la actualidad es 
relativa, en la medida en que son bastante antiguas y posiblemente la situación 
del mercado bancario existente en el momento de ser dictadas no era la misma 
que en la actualidad. Esto puede afectar a la pertinencia o aplicabilidad de 
algunas de las declaraciones en su día realizadas a la situación del mercado 
actual. 

 
26) La Resolución de la CNC de 29 mayo 2009 (Entidades de Crédito) concluyó que 

“no estamos ante una situación de posición de dominio en el mercado de la 
banca minorista –o en segmentos más estrechos como la concesión de 
préstamos hipotecarios o personales– que lleve a pensar que un operador 
puede a través de la vinculación de productos, extender su dominio a un 
mercado adyacente de seguros. Esta declaración se basa en el análisis realizado 
de la situación del mercado de entidades de crédito a principios del año 2009. 
Resultaría esclarecedor ver si la CNMC tendría el mismo criterio en la actualidad 
en el marco de la importante concentración bancaria surgida en los últimos 
años.   

 
27) En 2020, la CNMC recibió varias denuncias relacionadas con las condiciones de 

los préstamos ICO emitidos para paliar las consecuencias del COVID-19. Las 
entidades de crédito que tramitaban estos créditos aprovecharon para vincular 
otros productos propios a estos créditos (p.ej. seguros), aunque en este caso 
esa vinculación no estuviese justificada. A raíz de estas denuncias, la CNMC ha 
abierto una investigación sobre esta cuestión, en la que ADECOSE, como única 
organización de la mediación de seguros personada en el expediente, está 
participando activamente enviando para ello supuestos denunciados por los 
clientes de sus corredurías asociadas. Ante la alarma social creada por estas 
malas prácticas y el anuncio de la CNMC, la mayoría de las entidades bancarias 
procedieron a corregir rápidamente su praxis en relación con la tramitación de 
créditos ICO. Es por ello que esta actuación de la CNMC no puede considerarse 
sino anecdótica o colateral respecto del problema de la vinculación de seguros, 
que es una realidad consolidada, duradera y permanente, a diferencia de la 
situación puntual que en esta ocasión la CMNM decidió atajar. 
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CRITERIOS RELEVANTES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGUROS Y FONDOS DE 
PENSIONES 

 
28) El artículo 62 del Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los 

Seguros Privados (titulado “Protección Administrativa”) establece que “El 
Ministerio de Economía y Hacienda protegerá la libertad de los asegurados para 
decidir la contratación de los seguros y el mantenimiento del equilibrio 
contractual en los contratos de seguro ya celebrados”, correspondiendo a la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones (DGSFP) la competencia 
de control y potestad sancionadora por prácticas abusivas en la 
comercialización y contratación de seguros. 

 
29) La DGSFP ha resuelto de forma reiterada en las últimas Memorias publicadas 

de su Servicio de Reclamaciones que la imposición por parte de la entidad 
aseguradora de un seguro a prima única al tomador se considera inadecuada 
y contraria a las buenas prácticas y usos en el ámbito de los seguros privados. 

 
30) También declara la DGSFP que las cláusulas que designan como beneficiario de 

un seguro de daños sobre un bien hipotecado al acreedor hipotecario, pueden 
resultar contrarias a los artículos 40 y siguientes de la Ley de Contrato de 
Seguro. 

 

PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES 

 
31) La jurisprudencia se hace eco -y sigue la línea ya marcada- de la postura de la 

DGSFP en el sentido de que los seguros de protección de pagos de prima única 
financiada constituyen una mala praxis como modalidad de seguro vinculado. 
Especialmente significativas son las múltiples sentencias dictadas por la 
Audiencia Provincial de León, declarando nulas -por abusivas- estas cláusulas 
de aseguramiento con prima única financiada. 

 
32) Una causa adicional de abusividad, mencionada en la jurisprudencia, es la falta 

de reciprocidad de las prestaciones en este tipo de contratos de seguro de 
protección de pagos de prima única financiada, contraria a la buena fe y en 
perjuicio del consumidor (el cliente y tomador del seguro en este caso), según 
está previsto en los artículos 82 y 87 de la LGDCU; y, en particular, la posibilidad 



 

150 
 

de que el empresario se quede con las cantidades abonadas en concepto de 
prestaciones aún no efectuadas cuando sea él mismo quien resuelva el 
contrato (en este caso, al articularse el pago de la prima mediante el préstamo 
se seguiría cobrando pese a haber desaparecido el seguro). 

 
33) Múltiples sentencias consideran que la comercialización por la entidad 

financiera de un seguro de prima única vinculado al préstamo solicitado por el 
cliente constituye una cláusula abusiva por vulneración del artículo 89.4 de la 
LGDCU, que prohíbe la imposición al cliente de bienes y servicios 
complementarios o accesorios no solicitados. 

 
34) Existen también otros supuestos en los que, a pesar de que el banco no impone 

el pago de una prima única, intenta conseguir la permanencia del 
aseguramiento con su entidad filial o colaboradora hasta la finalización del 
contrato de préstamo, por otras vías. Tal es el caso de la inserción de una 
cláusula por la que se obliga al cliente a mantener el contrato de seguro 
inicialmente firmado, hasta el final de la relación. Esta cláusula ha sido 
declarada abusiva por la jurisprudencia, en base al artículo 87.6 LGDCU, por 
introducir una falta de reciprocidad en el contrato contraria a la buena fe, en 
perjuicio del consumidor o usuario. 

 
35) La obligación de contratar el seguro vinculado al préstamo con una entidad del 

propio grupo de la entidad crediticia también se ha declarado abusiva por los 
tribunales, con base en el artículo 89.4 de la LGDCU, que prohíbe imponer al 
cliente bienes o servicios complementarios no solicitados. 

 

INCIDENCIA DE LOS PROCESOS DE CONCENTRACIÓN BANCARIA EN EL 
MERCADO DE LA COMERCIALIZACIÓN DE PÓLIZAS DE SEGUROS 

 
36) El Derecho de la Competencia de la Unión Europea contempla las prácticas de 

vinculación y combinación de productos de una entidad con posición 
dominante en el mercado, como posibles abusos de exclusión; es decir, 
aquellos que afectan a la competencia bien por cerrar el mercado a los 
competidores de quien tiene una posición dominante, bien por inhibir a nuevos 
agentes para entrar en tal mercado.   
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37) La consideración de una empresa con posición dominante se sujeta a la 
evaluación de la estructura competitiva del mercado en el que opera, y en 
especial los siguientes factores: 

 
i. las presiones ejercidas por los suministros existentes de los 

competidores en liza y la posición de mercado de estos (posición de 
mercado de la empresa dominante y de sus competidores).  

ii. las presiones ejercidas por la amenaza creíble de una expansión futura 
de los competidores existentes o de una entrada de competidores 
potenciales (expansión y entrada).   

iii. las presiones ejercidas por la capacidad de negociación de los clientes 
de la empresa (poder de negociación de la demanda).   

 
38) Para determinar si una entidad bancaria detenta una posición de dominio en el 

mercado español es preciso hacer un análisis de la cuota de mercado.  Alguna 
entidad aseguradora importante se está acercando al umbral del 40% de cuota 
de mercado en el seguro de vida de acuerdo con los últimos datos del sector. 

 
39) La Comisión Europea ha reconocido casos de posición dominante colectiva. Son 

casos de “oligopolio estrecho” dentro del cual, en un mercado con las 
características apropiadas, en especial en términos de concentración del 
mercado, de transparencia y de homogeneidad del producto, los oligopolistas 
pueden prever sus comportamientos recíprocos y se ven, por lo tanto, en gran 
medida impulsados a coordinar su comportamiento en el mercado, para, en 
particular, maximizar sus beneficios comunes, restringiendo la producción con 
el fin de aumentar los precios. 

 

INFORMES EIOPA Y DERECHO COMPARADO 

 
40) En los últimos informes de tendencias del consumidor, EIOPA ha recogido 

comentarios advirtiendo de los efectos negativos que comportan en ocasiones 
las ventas combinadas de productos de seguros ofrecidos por las entidades 
financieras ligados a sus préstamos, fruto de la información que recoge de los 
distintos stakeholders tanto privados como públicos. Como resultado de estos 
informes, EIOPA está elaborando un estudio temático sobre seguros de vida en 
préstamos hipotecarios y otros seguros de protección crediticia vendidos a 
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través de entidades bancarias, como muestra de la preocupación que la 
Autoridad Europea de Seguros y Fondos de Pensiones muestra por este asunto, 
cuya presentación está prevista en el año 2022. 

 
41) La problemática de la distribución de seguros por las entidades financieras, con 

el Reino Unido como máximo exponente de estas prácticas; en particular, por 
la venta indebida de Productos de Protección de Pagos, ha tenido también 
impacto en otros países europeos, con importantes modificaciones normativas 
realizadas por ejemplo en Francia y en tramitación en Bélgica.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

 
 


